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Resumen: 

            Desde hace muchos años en nuestro país se viene trabajando en la búsqueda de mejorar 

la calidad de vida de las personas con Trastorno del Espectro Autista (TEA) y asociaciones de 

padres que se apoyan e informan de las últimas investigaciones, se reúnen y comparten 

experiencias propias para acompañarse en las dificultades que les toca vivir, así como también 

movilizándose en búsqueda de respuestas por parte del Estado para sentirse respaldados y 

apoyados económicamente, con los recursos necesarios para darles a esas personas las mejores 

posibilidades en la vida. 

Como otros tantos padres, al cantautor uruguayo Fabián Marquisio le tocó enfrentarse al 

diagnóstico de TEA de uno de sus hijos 

Mientras educaba y enseñaba a su hijo, notó que éste, respondía mejor a lo que se le pretendía 

enseñar cuando se lo mostraban cantando, y fue cuando consideró, que así como ayudaba a su 

hijo a aprender las cosas de la vida cotidiana cantando, podría resultar de utilidad para otros 

padres con hijos con TEA u otras dificultades. Entonces, acompañado de muchísimos otros 

músicos que colaboraron con él en la creación e interpretación de las canciones, realizan el 

proyecto Villazul. 

Aquí se pretende realizar un proyecto para una futura investigación que sitúe a Villazul como 

herramienta de psico-educación, y establecer si su incorporación a las terapias, puede ser de 

utilidad para mejorar la calidad de vida de las personas con TEA, teniendo como sustento 

antecedentes teóricos que lo avalen. 

Palabras claves: Trastorno del Espectro Autista, música y cerebro. 

Abstract: 

           For many years in our country, a lot of work has been done to improve the quality of life of 

people with Autism Spectrum Disorder (in spanish, TEA). Parent associations support and inform 

each other of the latest research as well as meet and share their own stories to accompany each 

other through the shared difficulties they encounter. They mobilize in an attempt to find answers 

from the State to feel economically supported and backed by necessary resources to provide those 

people the best opportunities in life. 

Like many other parents, the Uruguayan singer-songwriter Fabián Marquisio had to face this 

challenge when one of his children was diagnosed with TEA. 

While he was educating and teaching his son, he noticed that his child responded better when he 

teached while singing. Marquisio then began to consider, as it helped to teach his son about a daily 
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routine through singing, perhaps it would be useful to other parents of children with TEA and other 

difficulties. So, backed by many other musicians who collaborated with him on the creation and 

interpretation of the songs, he produced the Villazul project. 

The present paper aims to realize a project for future research to implement to Villazul as a 

psycho-educational tool, and determine if their inclusion in therapies, can really  improve the 

quality of life of people with TEA, basing this approach on  theoretical background which sustains 

it. 

Key words: Autism Spectrum Disorder, music and brain. 

 

Fundamentación y antecedentes: 

 El tema del autismo ha sido abordado desde muy diversas ópticas, y poco a poco ha 

comenzado a tener algunas respuestas que hace poco más de 30 años no se tenían, así como 

una gran variedad de abordajes terapéuticos. 

A lo largo de la búsqueda bibliográfica se comprueba que lo que se pretende llevar a cabo no 

tiene antecedentes exactos, aunque sí un marco teórico que sustenta la hipótesis, y las preguntas 

que se plantean, de acuerdo a la temática seleccionada.  

Del mismo modo, se intentará delinear los pasos a seguir en una próxima investigación a realizar, 

con el fin de introducir aportes nuevos para la ya existente forma de abordaje terapéutico, como lo 

es la musicoterapia, pero desde la especificidad de un disco creado para ese fin. 

 

Marco teórico: 

TEA (Trastorno del espectro autista): 

 Esta definición ha tenido modificaciones a lo largo del tiempo. El DSM-IV, publicado en 

1994, definía el autismo y sus trastornos asociados como “trastornos generalizados del desarrollo” 

(TGD).  

Los trastornos generalizados del desarrollo se caracterizan por una perturbación grave y 

generalizada de varias áreas del desarrollo: habilidades para la interacción social, habilidades para 

la comunicación o la presencia de comportamientos, intereses y actividades estereotipados. Las 

alteraciones cualitativas que definen estos trastornos son claramente impropias del nivel de 

desarrollo o edad mental del sujeto. (DSM-IV, 1994, pp. 69) 
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En el DSM-5, esta definición ha sido sustituida por el término “trastornos del espectro autista” 

(TEA), que han sido incluidos a su vez dentro de una categoría más amplia de “trastornos del 

neurodesarrollo”. 

"La discapacidad intelectual (trastorno del desarrollo intelectual), es un trastorno que comienza 

durante el período de desarrollo y que incluye limitaciones del funcionamiento intelectual como 

también del comportamiento adaptativo en los dominios conceptual, social y práctico." (DSM-5, 

pp. 17) 

En el DSM-IV, la categoría de los trastornos generalizados del desarrollo se componen de cinco 

subtipos de autismo: el trastorno autista, el síndrome de Asperger, el trastorno desintegrativo 

infantil, el trastorno generalizado del desarrollo no especificado (TGD no especificado) y el 

síndrome de Rett.  

En el DSM-5 se han sustituido cuatro de estos subtipos (trastorno autista, síndrome de Asperger, 

trastorno desintegrativo infantil y TGD no especificado) por la categoría general “trastornos del 

espectro autista” (TEA). El síndrome de Rett ya no forma parte de este sistema de clasificación. 

En lugar de hacer distinción entre estos subtipos, la definición diagnóstica del DSM-5 especifica 

tres niveles de gravedad en los síntomas, así como el nivel de apoyo necesario. 

La definición diagnóstica del autismo en el DSM-IV se caracterizaba por tres síntomas de base 

(tríada): 

- Deficiencias en la reciprocidad social 

- Deficiencias en el lenguaje o en la comunicación 

- Repertorio de intereses y actividades restringido y repetitivo. 

En el DSM-5, sólo quedan dos categorías de síntomas: 

- “Deficiencias en la comunicación social” (los problemas sociales y de comunicación se 

combinan) 

- “Comportamientos restringidos y repetitivos”. 

Las categorías de síntomas “deficiencias en la comunicación social” y “comportamientos 

restringidos y repetitivos” recogen los mismos elementos que en el DSM-IV, a excepción de dos 

cambios importantes: 

- Las “deficiencias o retraso en el leguaje” ya no se incluyen en esta categoría de síntomas del 

DSM-5. 

- El síntoma clínico “sensibilidad inusual a los estímulos sensoriales”, que no aparecía en el DSM-

IV, se incorpora ahora a la categoría “comportamientos repetitivos”. 

 Martos, J. (2012) define TEA caracterizado por un grave déficit en el desarrollo de varios 

componentes: Déficit social, y de comunicación y la existencia de patrones de actividades, 

intereses y comportamientos restringidos/repetitivos. 
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Se califica como espectro ya que determina variaciones en el nivel de afectación del lenguaje, 

inteligencia y severidad que presenta la persona. 

 Según el último estudio realizado en Estados Unidos y publicado por el Centro de Control 

de Enfermedades (CDC) en 2014, la prevalencia de estos trastornos es de 1 cada 68 niños o de 

14,7 cada mil. (Centers of Disease Control and Prevention, Marzo 28, 2014 / 63(SS02);1-21) 

Se puede observar que ha ido en aumento en los últimos años, quizá por los avances que ha 

habido en cuanto a investigaciones, se ha logrado llegar a un diagnóstico más precoz, lo que se 

refleja en las cifras de prevalencia.  

 Por tratarse de disfunciones y no lesiones irreversibles del SNC, atribuibles a defectos en 

las redes neuronales y la sinaptogénesis, modificables gracias a la plasticidad cerebral, la 

precocidad en el inicio terapéutico es fundamental para una mejor evaluación. Aunque las 

posibilidades de modificación tiene un límite, tanto mayor, cuanto más precoces sean las 

alteraciones, y cuanto más involucren al sistema límbico. 

El procesamiento mental es el producto de la enorme cantidad de interacciones sinápticas que 

producen en el cerebro.  

 "El término plasticidad sólo es apropiado en términos de la capacidad de un sistema para 

lograr nuevas funciones, ya sea mediante la transformación de su conectividad interna o 

cambiando los elementos de los que está hecho." (Paillard, 1976, Will et al., 2008) 

 A pesar de sus déficits sociales, personas con TEA pueden exhibir habilidades 

inesperadas y extraordinarias en numerosos campos, incluyendo la música, las artes, el cálculo y 

memoria. 

 Tal como expresa Happé (1999), las habilidades avanzadas que se encuentran en las 

personas con TEA podrían explicarse por su funcionamiento mental especial, en particular, por su 

coherencia central débil, una de las características principales de ese trastorno. Los trastornos en 

el lenguaje y la interacción social que se observa en el TEA (con la rígida insistencia en el 

aislamiento y el deterioro en la comunicación) serían las consecuencias negativas a nivel de 

comportamiento superior. Sin embargo, esas mismas alteraciones, así como los déficit que 

causan la discapacidad, podrían promover la generación de un intenso mundo de emociones, 

intereses, habilidades y capacidades, que son a menudo inesperadas y a veces excepcionales. 

Música y cerebro: 

 La percepción de la música depende de múltiples factores culturales, pero también se ve 

limitada por las propiedades del sistema auditivo. 

Nuestra percepción musical está influenciada en cómo decodifique y retenga la información 

acústica, nuestros sistemas sensoriales. 

El uso de la música como herramienta terapéutica tiene un gran potencial por las diversas 

maneras en que las propiedades musicales (ritmo, melodía, armonía) inducen respuestas 

neurológicas predecibles. 

http://www.cdc.gov/ncbddd/autism/data.html
http://www.cdc.gov/ncbddd/autism/data.html
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 Según Tomaino (1999), algunos ejemplos de esto son las señales auditivas y el uso de la 

música como un mecanismo de recuperación para aquellos con fallas en la memoria. La 

experiencia de las personas con la música a lo largo de sus vidas puede influenciar cómo 

responderán al ritmo y los sentidos durante las sesiones.  

La investigación en neurociencias indica que hay gran relación entre el sistema auditivo y el 

sistema límbico. Esta relación biológica permite que el sonido sea procesado casi inmediatamente 

por áreas del cerebro que están asociadas a la memoria de largo plazo y las emociones. 

Esta relación está mediada también a nivel subcortical, haciendo posible el procesamiento de la 

información a pesar de un daño a nivel cortical superior. Esto se evidencia clínicamente en la 

enorme respuesta a melodías familiares, observando en personas con déficit en la memoria como 

en caso de las demencias vasculares por infartos múltiples o en la enfermedad de Alzheimer. Las 

canciones familiares constituyen una herramienta útil para conectar partes aparentemente perdida 

de la personalidad, proveyendo un nexo con el “self”. 

Tenemos memoria no solamente para la melodía o la letra de una canción, sino para asociaciones 

que permiten mantener vivas las melodías durante toda la vida. Las memorias no se pierden con 

la demencia u otros daños cerebrales sino que lo que se encuentra dañada es la habilidad para 

tener acceso a las mismas. La música, entonces puede proveer acceso no solo a la enunciación 

específica, sino a la estructura de pensamiento y la personalidad del pasado. 

 La música está presente en todas las culturas, y desde edades temprana, todas las 

personas tenemos las capacidades básicas para su procesamiento, el cual está organizado en 

módulos diferenciados que implican distintas regiones cerebrales. 

La producción y percepción musical implican gran parte de nuestras capacidades cognitivas 

involucrando áreas del córtex auditivo y del córtex motor. La música produce en nosotros, 

respuestas emocionales que involucran distintas áreas corticales y subcorticales. 

Cuando la música se introduce en el interior de nuestro oído, la información viaja a través del tallo 

cerebral y el mesencéfalo hasta llegar al córtex auditivo. La información es procesada por el córtex 

auditivo primario y secundario. 

 Según los autores McDermott, J. & Oxenham, A. (2008) la música tiene la capacidad de 

provocar en todos nosotros respuestas emocionales. Las emociones pueden clasificarse en dos 

dimensiones, según su valencia (positiva o negativa) y su intensidad (alta o baja). Las emociones 

positivas inducen conductas de aproximación y las negativas, conductas de retirada. Ambas 

respuestas están mediadas por el córtex pre frontal ventromedial (derecho para aproximación, 

izquierda para retirada). Además de los sistemas subcorticales, contamos con diversas 

estructuras corticales implicadas en el procesamiento emocional a partir de la música, como el 

córtex orbito frontal, el córtex temporal superior y el cingulado anterior. La amígdala y el córtex 

orbito frontal cuentan con conexiones recíprocas y a su vez están conectados con 

representaciones corticales de todas las modalidades sensoriales, por lo que forman un circuito 

funcional que integra información sensorial. Se podría afirmar que el modo en el que están 
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escritas las obras musicales implica que sean alegres o tristes respectivamente, en cuanto al 

resultado emocional que genera en quien la escucha, así como en el ritmo y las letras en caso de 

tenerlas. 

 El procesamiento neurocognitivo de la música supone una interacción de múltiples 

funciones neuropsicologías y emocionales, que tienen que actuar de forma paralela para que se 

dé como se debe dar y el resultado sea el esperado. 

Llegar a las personas a través de la música tiene que ver, en parte, con comprender los 

sentimientos de contacto que, desde la música, los usuarios están teniendo y también tiene que 

ver con compartir con ellos, una experiencia música propia y personalizada del músico. 

Integración sensorial de personas con TEA: 

 Sensory Integration International (1991), en su guía para padres, explica que en las 

personas con TEA los estímulos auditivos y visuales son “ignorados”, o no registrados, más a 

menudo que otro tipo de estímulos sensoriales. El niño con TEA normalmente no prestará 

atención al sonido de una campanilla, o a otros ruidos e incluso no registrará lo que se dice. 

A veces su cerebro registrará la entrada y entonces, responde. A veces parece oír los sonidos 

como más ruidosos que para otras personas. La mayoría de las personas dejará de registrar un 

sonido si éste continúa durante mucho tiempo sin mucho cambio. 

El niño con TEA, en cambio no se acostumbra a un sonido firme y continuo y “no sintoniza con 

otros sonidos” y algunas veces está apto para prestar atención a cosas así. A veces registrará un 

sonido más intensamente y otros sonidos pasan casi desapercibidos. El niño con TEA también 

puede ignorar su campo visual. 

El mira fijamente a través de las personas, y evita mirarlos a los ojos cuando ellos lo miran. No 

presta a menudo atención a los juguetes, pero a veces su cerebro lo llevará a prestar la más 

cuidadosa y prolongada atención a un pequeño detalle, como una mancha en el suelo.  

Hay un tipo de estímulo visual, las rayas, eso sí llamará la atención de la mayoría de los niños con 

TEA. Si uno mueve delante de los ojos del niño un papel con rayas de colores y blancas 

alternadas, esto activa el “nistagmos del movimiento” (movimientos rápidos e involuntarios de los 

ojos), que a su vez estimula los núcleos vestibulares. 

 Según Parham & Mailloux (2001) el estímulos de los núcleos vestibulares ayuda al cerebro 

a registrar la entrada de estímulos visuales y que sea significativo para el niño. 

Como el niño con TEA es inconsistente en captar muchas de las sensaciones de su ambiente, él 

no puede integrar esas sensaciones para formar una percepción clara del espacio y de sí mismo 

en relación al espacio. 

Él puede demorar un largo tiempo en establecer una percepción visual, e incluso cuando él 

percibe algo, no percibirlo bien. 

Su percepción de estímulos auditivos es ineficiente, por tanto el establecimiento de las 

percepciones de la comunicación está limitada. Igualmente, sin un registro normal de la 

información sensorial de la piel, los músculos, articulaciones, y sistema vestibular, el niño no 
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puede desarrollar una percepción corporal adecuada, clara. Le falta el planeamiento neuronal, de 

sí mismo y del mundo y por esto no puede actuar recíprocamente con el mundo. 

No puede atender a planear sus movimientos, porque no puede asumir su cuerpo o lo que está 

haciendo (deficiencia en el desarrollo de su esquema corporal). 

¿Qué es la integración sensorial? 

 Cada sentido, tacto, gusto, olfato, oído y vista, nos proveen información sobre el medio que 

nos rodea. 

El cerebro integra todos estos sentidos para proveer percepción y significado a toda esa 

información. 

Tal como expresa Sensory Integration International (1991), la integración sensorial es la 

organización de toda la información que entra por nuestros sentidos y lo que nos da un 

entendimiento de lo que tenemos a nuestro alrededor. Es lo que nos permite formular la respuesta 

adecuada a los estímulos del ambiente en el que nos encontramos. 

Cuando una persona presenta problemas de integración sensorial, su sistema nervioso está en un 

estado de desequilibrio, lo que causa una gran dificultad en adaptar el comportamiento a las 

demandas del medio ambiente. 

 Son tres los sistemas esenciales que nos ayudan a mantenernos conectados con nuestros 

cuerpos: 

Sistema Táctil: El sentido del tacto se activa a través de receptores en nuestra piel y en nuestros 

órganos. Identifica cambios en temperatura, presión y el dolor. Nos ayuda a discriminar por 

texturas, formas y superficies.  

Sistema Vestibular: Está formado por órganos sensoriales localizados en el oído interno. Nos da 

balance, gravedad, movimiento y dirección espacial. Coordina el movimiento de los ojos, la 

cabeza y los ojos. Este sentido es esencial para mantener el tono muscular, coordinar los dos 

lados del cuerpo y mantener la cabeza erguida.  

Sistema Propioceptivo: Está formado por receptores en los músculos, coyunturas y ligamentos. 

Automáticamente nos muestra donde esta cada parte del cuerpo localizada. Hace posible que la 

persona pueda guiar hábilmente los movimientos de su brazo o pierna sin tener que observar 

cada una de las acciones implicadas en estos movimientos. Nos permite correr, caminar, trepar y 

hacer todo tipo de movimientos. 

 

 Como el  autismo es un trastorno neurológico, que afecta, entre otras cosas, el cómo la 

persona procesa información, eso da como resultado, problemas de comunicación, socialización y 

comportamiento. 
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Cerebro y TEA: 

 A pesar de la variabilidad individual, las alteraciones de las habilidades socio 

comunicativas son características centrales del TEA. 

Se han planteado como hipótesis a tales impedimentos, un déficit en la capacidad de expresar y 

comprender emociones. 

Para ello, Caria, A. & Venutiy, P. (2011) han estudiado y hallado que la música, es capaz de 

evocar y transmitir emociones positivas y negativas, fuertes y consistentes en personas de 

desarrollo típico y esa capacidad de procesamiento perceptual y de aspectos emocionales de la 

música parece mantenerse en personas con TEA. 

 Al someter a personas con desarrollo típico y personas con TEA a una resonancia 

funcional magnética, mientras se procesaban extractos musicales alegres y tristes, se compararon 

los resultados y se demostró que en las personas con TEA disminuyó la actividad cerebral en el 

área pre motora y en la ínsula anterior izquierda, en especial a los extractos musicales “felices”. 

Siguiendo los conocimientos clínicos de un interés particular y disposición para la música en 

personas con TEA, los investigadores sostienen que la música sí representa un dominio de 

habilidades conservadas e incluso mejoradas en personas con TEA. 

El estudio de la resonancia magnética funcional demuestra correlatos neurales en el 

procesamiento emocional durante la escucha de música alegre y triste. 

En comparación con el grupo de desarrollo típico se describen circuitos cerebrales funcionales y 

disfuncionales subyacentes en las emociones musicales evocadas en las personas con TEA. 

Este estudio contribuye a mejorar sustancialmente nuestro conocimiento acerca de los correlatos 

neurobiológicos del procesamiento de las emociones en personas con TEA. 

Cuando los autores (2011), analizaron las respuestas del cerebro a la música afectiva, 

entendiéndose ésta como una música que provoca diferentes tipos de emociones, se vio cómo los 

circuitos corticales y subcorticales subyacentes se afectan y recomponen en personas con TEA. 

A pesar de la generalmente deteriorada percepción de las emociones de las personas con TEA en 

situaciones sociales, se ha demostrado que ellos no poseen una percepción intacta de las 

emociones al escuchar música. Se reflejó una hiperactivación específica de la ínsula anterior 

izquierda que se considera fundamental para el conocimiento de los estados emocionales y el 

proceso emocional en personas con TEA. 

Se podría entonces decir que hay una justificación neurobiológica para la utilización de terapias 

musicales en personas con TEA, que parecen mejorar las habilidades emocionales y facilitar su 

comunicación. 

 La mala socialización temprana en el desarrollo también puede deteriorar la adquisición 

rítmica nativa. 

Las personas con TEA son ciertamente capaces de procesar ritmos musicales pero la falta de 

especialización cultural y la motivación social puede significar una experiencia musical un tanto 

diferente a los individuos de desarrollo típico. 
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Música, TEA y emociones: 

 Los avances en el campo de la neurociencia del desarrollo cognitivo y afectivo, la 

psicopatología del desarrollo, neurobiología, la genética y el análisis del comportamiento aplicado 

han contribuido a un resultado más optimista para las personas con TEA. 

Estos avances han dado lugar a nuevos métodos para la detección temprana y tratamientos más 

eficaces. 

El TEA es un trastorno del neurodesarrollo que se caracteriza por alteraciones cualitativas en la 

conducta social, la comunicación y un rango restringido de actividades e intereses. 

Su conceptualización ha cambiado drásticamente. En estudios realizados por Dawson (1989), era 

considerado un trastorno con un pronóstico extremadamente precario, solo el 50% desarrollaba el 

habla. Ahora se ha demostrado, tal como expresaban investigadores como Lovaas (1987) y 

McGee & Daly (1999), que entre el 75% y el 95% de los niños que reciben una intervención 

temprana desarrollan el habla antes de los 5 años. 

 Los índices de riesgo para desarrollar TEA pueden ser factores genéticos, factores 

ambientales, entre otros. Está claro que los factores genéticos contribuyen al riesgo para el 

desarrollo de TEA, pero es probable que tales factores genéticos interactúen con los factores 

ambientales para conferir el riesgo. 

Tal manera de interacción continúa siendo un área activa de investigación. 

 Actualmente también se están centrando los enfoques para la detección temprana en los 

índices de riesgo neurofisiológicos (endofenotipos), eso con la esperanza de que tales medidas 

mejorarán la capacidad de identificar a los niños que podrían desarrollar TEA. 

Existe un crecimiento cerebral atípico que constituye una trayectoria distinta del crecimiento de la 

cabeza en los primeros 2 años de vida, y parece ser índice de riesgo fenotípico de desarrollo de 

TEA. 

El patrón de crecimiento del perímetro cefálico (HC) en TEA es caracterizado por un tamaño 

normal al nacer, seguido por un patrón de aceleración del crecimiento en HC que parece 

comenzar alrededor de los 4 meses de edad. 

Los resultados de los estudios de resonancia magnética estructurales son consistentes con los 

resultados de HC y tal como considera Sparks (2002), se encuentra que a los 3 o 4 años de edad 

los niños con TEA tiene un volumen cerebral total significativamente mayor en comparación con 

niños de desarrollo típico de la misma edad y con niños con retraso del desarrollo en edad y CI. 

Las alteraciones en la orientación social, la atención conjunta, respuesta a las emociones, la 

imitación y procesamiento de rostros son evidentes desde temprana edad en niños con TEA. 

Leo Kanner (1943, citado en Heaton 2009) es el primero en describir la extraordinaria memoria 

musical en personas con TEA. 

 Heaton (2009) investiga y desarrolla la idea que las personas con TEA presentan un 

aumento de la atención en relación a la música, significativamente mayor que personas de 

desarrollo típico y ésta diferencia aumenta la posibilidad del desarrollo del oído absoluto. 
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Esta capacidad está relacionada con la memoria auditiva (la capacidad de recordar ciertos 

sonidos)  

 Si la persona con TEA puede identificar la emoción en la música, aunque sea incapaz de 

verbalizarla, puede encontrar en este medio, un vehículo para expresar emociones. 

 Caria, Venutti & De Falco (2011) determinan que la activación de ciertas áreas cerebrales 

como la corteza pre frontal media, la corteza orbito frontal, parte dorsal del cuerpo estriado, el 

tálamo, el área tegmental ventral y el hipocampo sugiere que los componentes afectivos de la 

música fueron procesados a diferentes niveles, especialmente a nivel fisiológico. 

"Nuestros resultados también prevén la justificación neurobiológica para el uso de terapias 

musicales en personas con TEA, ya que parece resaltar la habilidad emocional y facilitar la 

comunicación con dichas personas." (Caria et al, 2011 p2846) 

 La música facilita que las personas con TEA puedan relacionarse con los demás, puedan 

prestar mayor atención a las distintas tareas que se le presentan y puedan expresarse mediante 

otro lenguaje que no es el verbal, habilitando una nueva forma de mejorar la calidad de vida de 

estas personas y constituyendo a la musicoterapia como una herramienta privilegiada para su 

tratamiento. 

 Las capacidades de referencia conjunta, al decir de Benavides, H & Orrego, P. (2010), 

juegan un papel clave en los procesos intersubjetivos del individuo.  

 Según Riviére (2001), el trastorno de las capacidades de referencia conjunta refiere a 

aspectos sutiles de la calidad de las relaciones sociales.  

Martos & Martínez (2001) han empleado el concepto de “atención conjunta” para definir las 

actividades de comunicación social pre lingüísticas que implican el empleo de gestos, para 

compartir el interés con respecto a situaciones objetos, etc. 

En el caso de los niños con TEA, desde los 6 meses en adelante, comienzan a perder interés en 

el contacto directo con los ojos, en la interacción con sus padres, y a menudo también con las 

cosas de su entorno. 

 Schumacher y Calvet (2007a) entienden el fenómeno de las referencia conjunta como el 

primer paso para el desarrollo de habilidades posteriores en personas con TEA, considerando 

además que el lenguaje musical se utiliza como una alternativa comunicativa que es capaz de 

generar estados de atención conjunta entre las personas con TEA y su terapeuta. 

Unos de los fundamentos clínicos sobre los cuales descansa el abordaje músico-terapéutico con 

las personas con TEA, desarrollados por Schumacher y Calvet (2007a), es el concepto del 

desarrollos del sí mismo (self). Las distintas formas que el sí mismo adquiere a lo largo de la vida, 

transcurre en un tiempo que se ordena de acuerdo a parámetros sumamente complejos. Parte de 

esta complejidad, radica en la incorporación de los niveles más iniciales del sí mismo, desde el sí 

mismo emergente y hasta el sí mismo verbal. 

 Para el Comité de Práctica Clínica de la WFMT (1996), la musicoterapia es la utilización de 

la música y/o sus elementos (sonido, ritmo, música y armonía), con el propósito de lograr objetivos 
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terapéuticos, no musicales, para facilitar y promover la comunicación, las relaciones, el 

aprendizaje, el movimiento, la expresión, la organización y otros objetivos terapéuticos relevantes 

para así satisfacer necesidades físicas, emocionales, mentales, sociales y cognitivas. 

 La música trasciende las palabras, y es capaz de evocar sentimientos y emociones, sin 

que medie lenguaje verbal incluso, es factible de ser utilizada como recurso efectivo en el 

desarrollo emocional, cognitivo y social de cualquier persona, independiente de sus características 

particulares. 

Problema y preguntas de investigación: 

 Se plantea como problema de investigación, si mediante la utilización del disco Villazul en 

personas con Tea, podría existir un efecto causal que pueda generar cambios que den lugar a un 

aumento de su autonomía, para actividades de la vida diaria. 

 

Objetivos: 

Objetivo general: 

- Obtener recursos que permitan el abordaje del tratamiento de los TEA mediante técnicas 

alternativas. Partiendo de un cierto conocimiento de las relaciones entre la música y el cerebro. 

Objetivo específico: 

- Establecer si Villazul puede ser una herramienta técnica y terapéutica de psico-educación para 

personas con Tea. 

 

Diseño metodológico: 

 De acuerdo a los objetivos planteados, el presente proyecto propone realizar un estudio 

cuantitativo de lo que llamaremos “estudio piloto”, donde se realizará un seguimiento pre y post 

estudio.  

El proyecto se implementará en una institución educativa que se dedique a la atención de 

personas con TEA, exclusivamente. 

Luego de realizada una evaluación de ingreso a cargo de personal calificado a toda la población 

que se autorice mediante consentimiento informado a participar, se tomará una muestra de 8 o 10 

participantes de edades variadas, entre 10 y 20 años. 
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En primera lugar, como etapa de evaluación, se buscará un nivel cognitivo lo más homogéneo 

posible, capaces de comprender el lenguaje que se utiliza en Villazul y donde sus funciones 

ejecutivas no se vean demasiado disminuidas. 

Para ello se realizará un diagnóstico integral, mediante métodos diagnósticos habituales, como 

test estandarizados, juegos, entre otros, que valoren el desarrollo cognitivo, las funciones 

ejecutivas, el lenguaje y así poder determinar el grado de severidad de cada integrante para lograr 

la antes mencionada homogeneidad. 

Se dividirá en 2 grupos de igual cantidad y se procederá a la realización de sesiones individuales 

de 20 minutos diarios con cada participante. 

Las sesiones con los participantes de la primer mitad consistirá en la escucha de determinadas 

canciones del disco Villazul, cantando junto con el participante y alentando a realizar las tareas 

que la canción describe. 

Para la segunda mitad de los participantes, se realizará la misma tarea, pero sin la música, se les 

narrará la letra de las mismas canciones y se les alentará a realizar las tareas que la letra 

describe. 

Dichas sesiones serán realizadas durante todo el año lectivo, comenzando en marzo, junto con el 

comienzo de las clases regulares y concluirá a fines de octubre, dejando el mes de noviembre 

para la realización de pruebas de contraste entre ambos grupos y el análisis de los resultados. 

 Las valoraciones pre y post estudio se realizarán simultáneamente al estudio. Será una 

evaluación primero de observación, donde se irán registrando los cambios que se vayan 

produciendo o no, luego se realizará una nueva evaluación de funciones ejecutivas, 

principalmente, y entrevistas con padres y docentes que también puedan dar cuenta de las 

evoluciones que puedan haber surgido a partir del estudio realizado. 

 

Consideraciones éticas: 

 El presente proyecto, tomará como referencia las consideraciones éticas sobre la 

investigación con seres humanos, la cual se regula a nivel nacional por el decreto del Poder 

Ejecutivo del 4 de agosto de 2008, N° 379/008, creado bajo los principios de la Declaración de 

Helsinki y la Declaración Universal sobre Bioética y DD HH.  

 Ajustándose también a la normativa vigente a nivel nacional sobre la protección de datos 

personales, expresada en la ley  N° 18.331 de Protección de Datos Personales y acción de 
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“habeas data” del 11 de agosto del 2008 y su posterior reglamentación a través del decreto 

414/009 del 31 agosto de 2009.   

 Teniendo en cuenta además las edades y el trastorno padecido por los participantes, se 

tomará como referencia también la Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada por la 

Asamblea General de Naciones Unidas en 1989; en Uruguay reglamentado bajo la Ley N° 16.137, 

el Código de la niñez y la adolescencia bajo la Ley N° 17.823 y más específicamente mediante la 

Ley N° 18.651 de Protección Integral de Personas con Discapacidad. 

 Siguiendo con la principios expuestos en la normativa antes mencionada, además de 

considerar imprescindible también, el Código de Ética Profesional de Psicólogo, se tomarán las 

siguientes consideraciones:   

-Se brindará información a la institución y a la familia de los participantes sobre el motivo y 

características del estudio, la protección de datos personales y participación voluntaria en el 

mismo, a través de reuniones informativas.  

-Se requerirá la lectura del consentimiento informado y posterior aceptación del mismo.    

 

Cronograma de eventos: 

 

 
 

Resultados esperados: 

 Se espera mediante el estudio descripto, establecer si se puede incluir en el abordaje 

terapéutico de personas con TEA, al disco Villazul como herramienta válida y con resultados 

positivos que permitan no solo establecer un vinculo de la persona con la música y las ya 

conocidas y comprobadas acciones terapéuticas como tales, sino además que sirva de medio 

para la enseñanza de acciones concretas, que mejoren la calidad de vida de la persona con el 

trastorno y su entorno familiar, escolar, etc. brindándoles mayor autonomía e independencia. 
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Consideraciones últimas: 

 Todas las sociedades y culturas cuentan con su propia música y esa música las 

representa, habla de esa cultura, y se expresa a través de ella. 

Es por eso que lo sociocultural no se puede dejar por fuera, a la hora de la realización de esta 

investigación, jugará un papel muy importante, ya que se podría presumir que un disco que 

contiene en su música la representación de nuestra cultura, tanto en los estilos musicales, como 

en el idioma y forma de expresión, podría resultar dificultoso al menos, trasladarlo a otras culturas, 

incluso traduciendo sus letras. Porque para nuestra cultura nos es familiar el estilo musical que 

contiene, nos sentimos identificados con ello y facilita el vínculo con las canciones, pero para otras 

culturas podría resultar ajeno por completo y dificultar el acercamiento a lo que se pretende lograr 

con el disco como herramienta terapéutica. 

Podría resultar interesante que el proyecto Villazul inspire otros proyectos en diferentes culturas y 

sociedades, y así, no hacer una mera traducción de Villazul, sino que se replique como proyecto. 
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Anexos: 

Entrevista Fabián Marquisio: 

http://www.elobservadortv.uy/video/5468370-el-proyecto-consiste-hacer-canciones-ninos-autismo-

sindrome-down-asperger-y-problemas-aprendizajedivfabian-marquisio-su-creador-cuenta-que-las-

canciones-facilitan-la-comunicacion-y-el-vinculo-padre-e-hijodiv 
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Ley 23.849

Apruébase la Convención sobre los Derechos del Niño
Sancionada: septiembre 27 de 1990
Promulgada de hecho: octubre 16 de 1990

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina:
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de ley:

Artículo 1

Apruébase la Convención sobre los Derechos del Niño, adop-
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en
Nueva York (Estados Unidos de América) el 20 de noviembre
de 1989, que consta de cincuenta y cuatro (54) artículos, cu-
ya fotocopia autenticada en idioma español forma parte de la
presente ley.

Artículo 2

Al ratificar la Convención, deberán formularse las siguientes

Convención sobre los
Derechos del Niño 1

Adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989



reservas y declaraciones:

La República Argentina hace reserva de los incisos b), c), d) y
e) del artículo 21 de la Convención sobre los Derechos del Ni-
ño y manifiesta que no regirán en su jurisdicción por enten-
der que, para aplicarlos, debe contarse previamente con un
riguroso mecanismo de protección legal del niño en materia
de adopción internacional, a fin de impedir su tráfico y venta.

Con relación al artículo 1º de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, la República Argentina declara que el mismo
debe interpretarse en el sentido que se entiende por niño to-
do ser humano desde el momento de su concepción y hasta
los 18 años de edad.

Con relación al artículo 24 inciso f) de la Convención sobre los De-
rechos del Niño, la República Argentina, considerando que las
cuestiones vinculadas con la planificación familiar atañen a los pa-
dres de manera indelegable de acuerdo a principios éticos y mo-
rales, interpreta que es obligación de los Estados, en el marco de
este artículo, adoptar las medidas apropiadas para la orientación
a los padres y la educación para la paternidad responsable.

Con relación al artículo 38 de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, la República Argentina declara que es su de-
seo que la Convención hubiese prohibido terminantemente la
utilización de niños en los conflictos armados, tal como lo es-
tipula su derecho interno, el cual en virtud del artículo 41 con-
tinuará aplicando en la materia.

Artículo 3

Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. Alberto R. Pierri -
Eduardo Menem - Esther H. Pereyra Arandía de Pérez Pardo
- Hugo R. Flombaum.
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Dada en la sala de sesiones del congreso argentino, en Bue-
nos Aires, a los veintisiete días del mes de septiembre del
año mil novecientos noventa.

Convención sobre los
Derechos del Niño

Adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989

Preámbulo

Los Estados Partes en la presente Convención

Considerando que, de conformidad con los principios procla-
mados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la jus-
ticia y la paz en el mundo se basan en el reconocimiento de
la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables
de todos los miembros de la familia humana,

Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas
han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamenta-
les del hombre y en la dignidad y el valor de la persona huma-
na, y que han decidido promover el progreso social y elevar el
nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad,

Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acor-
dado en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en
los pactos internacionales de derechos humanos, que toda per-
sona tiene todos los derechos y libertades enunciados en ellos,
sin distinción alguna, por motivos de raza, color, sexo, idioma,
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o so-
cial, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición,
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Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos las Naciones Unidas proclamaron que la infancia tiene
derecho a cuidados y asistencia especiales,

Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de
la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar
de todos sus miembros, y en particular de los niños, debe re-
cibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir
plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad,

Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desa-
rrollo de su personalidad, debe crecer en el seno de la fami-
lia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión,

Considerando que el niño debe estar plenamente preparado
para una vida independiente en sociedad y ser educado en el
espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Nacio-
nes Unidas y, en particular, en un espíritu de paz, dignidad, to-
lerancia, libertad, igualdad y solidaridad,

Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño
una protección especial ha sido enunciada en la Declaración
de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la De-
claración de los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea
General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la De-
claración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos (en particular, en los
artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales (en particular, en el artículo 50)
y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los organis-
mos especializados y de las organizaciones internacionales
que se interesan en el bienestar del niño,

Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de
los Derechos del Niño, “el niño, por su falta de madurez físi-
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ca y mental, necesita protección y cuidados especiales, inclu-
so la debida protección legal, tanto antes como después del
nacimiento”,

Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los princi-
pios sociales y jurídicos relativos a la protección y el bienes-
tar de los niños, con particular referencia a la adopción y la co-
locación en hogares de guarda, en los planos nacional e inter-
nacional, las reglas mínimas de las Naciones Unidas para la
administración de la justicia de menores (reglas de Beijing); y
la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en es-
tados de emergencia o de conflicto armado,

Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños
que viven en condiciones excepcionalmente difíciles y que
esos niños necesitan especial consideración,

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradi-
ciones y los valores culturales de cada pueblo para la protec-
ción y el desarrollo armonioso del niño,

Reconociendo la importancia de la cooperación internacional
para el mejoramiento de las condiciones de vida de los niños
en todos los países, en particular en los países en desarrollo,

Han convenido en lo siguiente:

Parte I

Artículo 1

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por
niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, sal-
vo que en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanza-
do antes la mayoría de edad.
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Artículo 2

1.Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados
en la presente Convención y asegurarán su aplicación a ca-
da niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, inde-
pendientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la re-
ligión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional,
étnico o social, la posición económica, los impedimentos fí-
sicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de
sus padres o de sus representantes legales.

2.Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropia-
das para garantizar que el niño se vea protegido contra toda
forma de discriminación o castigo por causa de la condición,
las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de
sus padres, o sus tutores o de sus familiares.

Artículo 3

1.En todas las medidas concernientes a los niños que to-
men las instituciones públicas o privadas de bienestar so-
cial, los tribunales, las autoridades administrativas o los ór-
ganos legislativos, una consideración primordial a que se
atenderá será el interés superior del niño.

2.Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la
protección y el cuidado que sean necesarios para su bienes-
tar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus pa-
dres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley
y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y ad-
ministrativas adecuadas.

3.Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones,
servicios y establecimientos encargados del cuidado o la pro-
tección de los niños cumplan las normas establecidas por las
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autoridades competentes, especialmente en materia de segu-
ridad, sanidad, número y competencia de su personal, así co-
mo en relación con la existencia de una supervisión adecuada.

Artículo 4

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administra-
tivas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los
derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que
respecta a los derechos económicos, sociales y culturales,
los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo
de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario,
dentro del marco de la cooperación internacional.

Artículo 5

Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los dere-
chos y los deberes de los padres o, en su caso, de los miembros
de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la cos-
tumbre local, de los tutores u otras personas encargadas legal-
mente del niño de impartirle, en consonancia con la evolución de
sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el ni-
ño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención.

Artículo 6

1.Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el de-
recho intrínseco a la vida.

2.Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida po-
sible la supervivencia y el desarrollo del niño.

Artículo 7

1.El niño será inscripto inmediatamente después de su na-

15



cimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a
adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a co-
nocer a sus padres y a ser cuidado por ellos.

2.Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos de-
rechos de conformidad con su legislación nacional y las obli-
gaciones que hayan contraído en virtud de los instrumentos
internacionales pertinentes en esta esfera, sobre todo cuan-
do el niño resultara de otro modo apátrida.

Artículo 8

1.Los Estados Partes se comprometen a respetar el dere-
cho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionali-
dad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad
con la ley sin injerencias ilícitas.

2.Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los
elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados
Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas
con miras a restablecer rápidamente su identidad.

Artículo 9

1.Los Estados Partes velarán porque el niño no sea sepa-
rado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto
cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades
competentes determinen, de conformidad con la ley y los
procedimientos aplicables, que tal separación es necesa-
ria en el interés superior del niño. Tal determinación pue-
de ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en
los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descui-
do por parte de sus padres o cuando éstos viven separa-
dos y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de re-
sidencia del niño.
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2.En cualquier procedimiento entablado de conformidad
con el párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a todas las
partes interesadas la oportunidad de participar en él y de dar
a conocer sus opiniones.

3.Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que es-
té separado de uno o de ambos padres a mantener relacio-
nes personales y contacto directo con ambos padres de
modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior
del niño.

4.Cuando esta separación sea resultado de una medida
adoptada por un Estado Parte, como la detención, el encar-
celamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido el
fallecimiento debido a cualquier causa mientras la persona
esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del
niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte proporcionará,
cuando se le pida, a los padres, al niño o, si procede, a otro
familiar, información básica acerca del paradero del familiar
o familiares ausentes, a no ser que ello resultare perjudicial
para el bienestar del niño.

Los Estados Partes se cerciorarán, además, de que la presen-
tación de tal petición no entraña por sí misma consecuencias
desfavorables para la persona o personas interesadas.

Artículo 10

1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Esta-
dos Partes a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del artícu-
lo 9, toda solicitud hecha por un niño o por sus padres para
entrar en un Estado Parte o para salir de él a los efectos de
la reunión de la familia será atendida por los Estados Partes
de manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados
Partes garantizarán, además, que la presentación de tal peti-
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ción no traerá consecuencias desfavorables para los peticio-
narios ni para sus familiares.

2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes ten-
drá derecho a mantener periódicamente, salvo en circuns-
tancias excepcionales, relaciones personales y contactos
directos con ambos padres. Con tal fin, y de conformidad
con la obligación asumida por los Estados Partes en virtud
del párrafo 1 del artículo 9, los Estados Partes respetarán el
derecho del niño y de sus padres a salir de cualquier país,
incluido el propio, y de entrar en su propio país. El derecho
de salir de cualquier país estará sujeto solamente a las res-
tricciones estipuladas por ley y que sean necesarias para
proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o
la moral públicas o los derechos y libertades de otras perso-
nas y que estén en consonancia con los demás derechos
reconocidos por la presente Convención.

Artículo 11

1.Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra
los traslados ilícitos de niños al extranjero y la retención ilí-
cita de niños en el extranjero.

2.Para este fin, los Estados Partes promoverán la concerta-
ción de acuerdos bilaterales o multilaterales o la adhesión a
acuerdos existentes.

Artículo 12

1.Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en con-
diciones de formarse un juicio propio el derecho de expre-
sar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan
al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones
del niño, en función de la edad y madurez del niño.
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2.Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser
escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo
que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un
representante o de un órgano apropiado, en consonancia
con las normas de procedimientos de la ley nacional.

Artículo 13

1.El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese de-
recho incluirá la libertad de buscar, recibir y difundir informa-
ciones e ideas de todo tipo, sin consideración de fronteras,
ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma artística
o por cualquier otro medio elegido por el niño.

2.El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas res-
tricciones, que serán únicamente las que la ley prevea y
sean necesarias:

a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los
demás;
b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden
público o para proteger la salud o la moral públicas.

Artículo 14

1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la li-
bertad de pensamiento, de conciencia y de religión.

2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de
los padres y, en su caso, de los representantes legales, de
guiar al niño en el ejercicio de su derecho de modo conforme
a la evolución de sus facultades.

3. La libertad de profesar la propia religión o las propias
creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescri-
tas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad,
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el orden, la moral o la salud públicos o los derechos y liberta-
des fundamentales de los demás.

Artículo 15

1.Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la
libertad de asociación y a la libertad de celebrar reuniones
pacíficas.

2.No se impondrán restricciones al ejercicio de estos dere-
chos distintas de las establecidas de conformidad con la ley
y que sean necesarias en una sociedad democrática, en in-
terés de la seguridad nacional o pública, el orden público, la
protección de la salud y la moral públicas o la protección de
los derechos y libertades de los demás.

Artículo 16

1.Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilega-
les en su vida privada, su familia, su domicilio o su corres-
pondencia, ni de ataques ilegales a su honra y a su reputa-
ción.

2.El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas
injerencias o ataques.

Artículo 17

Los Estados Partes reconocen la importante función que de-
sempeñan los medios de comunicación y velarán porque el
niño tenga acceso a información y material procedentes de
diversas fuentes nacionales e internacionales, en especial la
información y el material que tengan por finalidad promover
su bienestar social, espiritual y moral y su salud física y men-
tal. Con tal objeto, los Estados Partes:
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a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir infor-
mación y materiales de interés social y cultural para el niño,
de conformidad con el espíritu del artículo 29;
b) Promoverán la cooperación internacional en la produc-
ción, el intercambio y la difusión de esa información y esos
materiales procedentes de diversas fuentes culturales, na-
cionales e internacionales;
c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños;
d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan par-
ticularmente en cuenta las necesidades lingüísticas del niño
perteneciente a un grupo minoritario o que sea indígena;
e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para
proteger al niño contra toda información y material perjudi-
cial para su bienestar, teniendo en cuenta las disposiciones
de los artículos 13 y 18.

Artículo 18

1.Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garan-
tizar el reconocimiento del principio de que ambos padres
tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crian-
za y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su
caso, a los representantes legales la responsabilidad pri-
mordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupa-
ción fundamental será el interés superior del niño.

2.A los efectos de garantizar y promover los derechos enun-
ciados en la presente Convención, los Estados Partes pres-
tarán la asistencia apropiada a los padres y a los represen-
tantes legales para el desempeño de sus funciones en lo
que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación
de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de
los niños.

3.Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropia-
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das para que los niños cuyos padres trabajan tengan dere-
cho a beneficiarse de los servicios e instalaciones de guar-
da de niños para los que reúnen las condiciones requeridas.

Artículo 19

1.Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislati-
vas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para
proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físi-
co o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o ex-
plotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se en-
cuentra bajo la custodia de los padres, de un representante
legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.

2.Esas medidas de protección deberían comprender, según
corresponda, procedimientos eficaces para el establecimien-
to de programas sociales con objeto de proporcionar la asis-
tencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como pa-
ra otras formas de prevención y para la identificación, notifi-
cación, remisión a una institución, investigación, tratamiento
y observación ulterior de los casos antes descritos de malos
tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial.

Artículo 20

1.Los niños temporal o permanentemente privados de su
medio familiar o cuyo superior interés exija que no perma-
nezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y
asistencia especiales del Estado.

2.Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus
leyes nacionales, otros tipos de cuidado para esos niños.

3.Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colo-
cación en hogares de guarda, la kafala del derecho islámico,
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la adopción, o de ser necesaria la colocación en institucio-
nes adecuadas de protección de menores. Al considerar las
soluciones, se prestará particular atención a la conveniencia
de que haya continuidad en la educación del niño y a su ori-
gen étnico, religioso, cultural y lingüístico.

Artículo 21

Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de
adopción cuidarán de que el interés superior del niño sea la
consideración primordial y:

a) Velarán porque la adopción del niño sólo sea autorizada
por las autoridades competentes, las que determinarán, con
arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre
la base de toda la información pertinente y fidedigna, que la
adopción es admisible en vista de la situación jurídica del ni-
ño en relación con sus padres, parientes y representantes
legales y que, cuando así se requiere, las personas intere-
sadas hayan dado con conocimiento de causa su consenti-
miento a la adopción sobre la base del asesoramiento que
pueda ser necesario;
b)Reconocerán que la adopción en otro país puede ser con-
siderada como otro medio de cuidar del niño, en el caso de
que éste no pueda ser colocado en un hogar de guarda o
entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido de
manera adecuada en el país de origen;
c) Velarán porque el niño que haya de ser adoptado en otro
país goce de salvaguardas y normas equivalentes a las exis-
tentes respecto de la adopción en el país de origen;
d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar
que, en el caso de adopción en otro país, la colocación no
dé lugar a beneficios financieros indebidos para quienes
participan en ella;
e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presen-
te artículo mediante concreción de arreglos o acuerdos bilate-
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rales o multilaterales y se esforzarán, dentro de este marco,
por garantizar que la colocación del niño en otro país se efec-
túe por medio de las autoridades u organismos competentes.

Artículo 22

1.Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para
lograr que el niño que trate de obtener el estatuto de refu-
giado o que sea considerado refugiado de conformidad con
el derecho y los procedimientos internacionales o internos
aplicables reciba tanto si está solo como si está acompaña-
do de sus padres o de cualquier otra persona, la protección
y la asistencia humanitaria adecuadas para el disfrute de los
derechos pertinentes enunciados en la presente Conven-
ción y en otros instrumentos internacionales de derechos
humanos o de carácter humanitario en que dichos Estados
sean partes.

2.A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma
que estimen apropiada, en todos los esfuerzos de las Nacio-
nes Unidas y demás organizaciones intergubernamentales
competentes u organizaciones no gubernamentales que
cooperen con las Naciones Unidas por proteger y ayudar a
todo niño refugiado y localizar a sus padres o a otros miem-
bros de su familia, a fin de obtener la información necesaria
para que se reúna con su familia. En los casos en que no se
pueda localizar a ninguno de los padres o miembros de la fa-
milia, se concederá al niño la misma protección que a cual-
quier otro niño privado permanente o temporalmente de su
medio familiar, por cualquier motivo como se dispone en la
presente Convención.

Artículo 23

1.Los Estados Partes reconocen que el niño mental o física-
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mente impedido deberá disfrutar de una vida plena y decen-
te en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan lle-
gar a bastarse a sí mismo y faciliten la participación activa
del niño en la comunidad.

2.Los Estados Partes reconocen el derecho del niño impe-
dido a recibir cuidados especiales y alentarán y asegurarán,
con sujeción a los recursos disponibles, la prestación al ni-
ño que reúna las condiciones requeridas y a los responsa-
bles de su cuidado de la asistencia que se solicite y que sea
afectada al estado del niño y a las circunstancias de sus pa-
dres o de otras personas que cuiden de él.

3.En atención a las necesidades especiales del niño impedi-
do, la asistencia que se preste conforme al párrafo 2 del
presente artículo será gratuita siempre que sea posible, ha-
bida cuenta de la situación económica de los padres o de las
otras personas que cuiden del niño, y estará destinada a
asegurar que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la
educación, la capacitación, los servicios sanitarios, los servi-
cios de rehabilitación, la preparación para el empleo y las
oportunidades de esparcimiento y reciba tales servicios con
el objeto de que el niño logre la integración social y el desa-
rrollo individual, incluido su desarrollo cultural y espiritual,
en la máxima medida posible.

4.Los Estados Partes promoverán, con espíritu de coopera-
ción internacional, el intercambio de información adecuada
en la esfera de la atención sanitaria preventiva y del trata-
miento médico, psicológico y funcional de los niños impedi-
dos, incluida la difusión de información sobre los métodos
de rehabilitación y los servicios de enseñanza y formación
profesional, así como el acceso a esa información a fin de
que los Estados Partes puedan mejorar su capacidad y co-
nocimientos y ampliar su experiencia en estas esferas. A
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este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las ne-
cesidades de los países en desarrollo.

Artículo 24

1.Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al dis-
frute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el
tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la sa-
lud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que nin-
gún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos ser-
vicios sanitarios.

2.Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de es-
te derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropia-
das para:

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;
b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la
atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños,
haciendo hincapié en el desarrollo de la atención prima-
ria de salud;
c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el
marco de la atención primaria de la salud mediante, en-
tre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y
el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua
potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y ries-
gos de contaminación del medio ambiente;
d) Asegurar atención sanitaria prenatal y posnatal apro-
piada a las madres;
e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en
particular los padres y los niños, conozcan los principios
básicos de la salud y la nutrición de los niños, las venta-
jas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento
ambiental y las medidas de prevención de accidentes,
tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo
en la aplicación de esos conocimientos;
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f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orienta-
ción a los padres y la educación y servicios en materia de
planificación de la familia.

3.Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces
y apropiadas posibles para abolir las prácticas tradicionales
que sean perjudiciales para la salud de los niños.

4.Los Estados Partes se comprometen a promover y alen-
tar la cooperación internacional con miras a lograr progresi-
vamente la plena realización del derecho reconocido en el
presente artículo. A este respecto, se tendrán plenamente
en cuenta las necesidades de los países en desarrollo.

Artículo 25

Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha si-
do internado en un establecimiento por las autoridades com-
petentes para los fines de atención, protección o tratamiento
de su salud física o mental a un examen periódico del trata-
miento a que esté sometido y de todas las demás circunstan-
cias propias de su internación.

Artículo 26

1.Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el de-
recho a beneficiarse de la seguridad social, incluso del se-
guro social, y adoptarán las medidas necesarias para lograr
la plena realización de este derecho de conformidad con su
legislación nacional.
2.Las prestaciones deberían concederse, cuando corres-
ponda, teniendo en cuenta los recursos y la situación del ni-
ño y de las personas que sean responsables del manteni-
miento del niño, así como cualquier otra consideración per-
tinente a una solicitud de prestaciones hecha por el niño o
en su nombre.
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Artículo 27

1.Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a
un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental,
espiritual, moral y social.

2.A los padres u otras personas encargadas del niño les in-
cumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro
de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones
de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño.

3.Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones na-
cionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas
apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas res-
ponsables por el niño a dar efectividad a este derecho y, en
caso necesario, proporcionarán asistencia material y progra-
mas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición,
el vestuario y la vivienda.
4.Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas
para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de
los padres u otras personas que tengan la responsabilidad fi-
nanciera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como
si viven en el extranjero. En particular, cuando la persona que
tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en un
Estado diferente de aquel en que resida el niño, los Estados
Partes promoverán la adhesión a los convenios internaciona-
les o la concertación de dichos convenios, así como la con-
certación de cualesquiera otros arreglos apropiados.

Artículo 28

1.Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la
educación y, a fin de que se pueda ejercer progresivamen-
te y en condiciones de igualdad de oportunidades ese dere-
cho, deberán en particular:
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a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita
para todos;
b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la
enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general y
profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella
y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas ta-
les como la implantación de la enseñanza gratuita y la
concesión de asistencia financiera en caso de necesidad;
c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre
la base de la capacidad, por cuantos medios sean apro-
piados;
d) Hacer que todos los niños dispongan de información y
orientación en cuestiones educacionales y profesionales
y tengan acceso a ellas;
e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a
las escuelas y reducir las tasas de deserción escolar.

2.Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean ade-
cuadas para velar porque la disciplina escolar se administre
de modo compatible con la dignidad humana del niño y de
conformidad con la presente Convención.

3.Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación
internacional en cuestiones de educación, en particular a fin
de contribuir a eliminar la ignorancia y el analfabetismo en
todo el mundo y de facilitar el acceso a los conocimientos
técnicos y a los métodos modernos de enseñanza. A este
respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesida-
des de los países en desarrollo.

Artículo 29

1.Los Estados Partes convienen en que la educación del ni-
ño deberá estar encaminada a:

a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad
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mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades;
b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y
las libertades fundamentales y de los principios consa-
grados en la Carta de las Naciones Unidas;
c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia
identidad cultural, de su idioma y sus valores, de los va-
lores nacionales del país en que vive, del país de que sea
originario y de las civilizaciones distintas de la suya;
d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en
una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, to-
lerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los
pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y perso-
nas de origen indígena;
e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural.

2.Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artícu-
lo 28 se interpretará como una restricción de la libertad de los
particulares y de las entidades para establecer y dirigir institu-
ciones de enseñanza, a condición de que se respeten los
principios enunciados en el párrafo 1 del presente artículo y
de que la educación impartida en tales instituciones se ajus-
te a las normas mínimas que prescriba el Estado.

Artículo 30

En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o
lingüísticas o personas de origen indígena, no se negará a un
niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el
derecho que le corresponde, en común con los demás miem-
bros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y
practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma.

Artículo 31

1.Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al des-
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canso y el esparcimiento, al juego y a las actividades recrea-
tivas propias de su edad y a participar libremente en la vida
cultural y en las artes.

2.Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho
del niño a participar plenamente en la vida cultural y artísti-
ca y propiciarán oportunidades apropiadas, en condiciones
de igualdad, de participar en la vida cultural, artística, recrea-
tiva y de esparcimiento.

Artículo 32

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar
protegido contra la explotación económica y contra el desem-
peño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpe-
cer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su
desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social.

2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, admi-
nistrativas, sociales y educacionales para garantizar la aplica-
ción del presente artículo. Con ese propósito y teniendo en
cuenta las disposiciones pertinentes de otros instrumentos
internacionales, los Estados Partes, en particular:

a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar;
b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los hora-
rios y condiciones de trabajo;
c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas
para asegurar la aplicación efectiva del presente artículo.

Artículo 33

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas,
incluidas medidas legislativas, administrativas, sociales y
educacionales, para proteger a los niños contra el uso ilícito
de los estupefacientes y sustancias sicotrópicas enumeradas
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en los tratados internacionales pertinentes, y para impedir
que se utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de
esas sustancias.

Artículo 34

Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño con-
tra todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con es-
te fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las
medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean
necesarias para impedir:

a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a
cualquier actividad sexual ilegal;
b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácti-
cas sexuales ilegales;
c) La explotación del niño en espectáculos o materiales por-
nográficos.

Artículo 35

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter
nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para im-
pedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier
fin o en cualquier forma.

Artículo 36

Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las de-
más formas de explotación que sean perjudiciales para cual-
quier aspecto de su bienestar.

Artículo 37

Los Estados Partes velarán porque:
a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o
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penas crueles, inhumanos o degradantes. No se impondrá
la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de ex-
carcelación por delitos cometidos por menores de 18 años
de edad;
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitraria-
mente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un
niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utiliza-
rá tan sólo como medida de último recurso y durante el pe-
ríodo más breve que proceda;
c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad
y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona hu-
mana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades
de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de
libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se
considere contrario al interés superior del niño, y tendrá dere-
cho a mantener contacto con su familia por medio de corres-
pondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales;
d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un
pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia ade-
cuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la priva-
ción de su libertad ante un tribunal u otra autoridad compe-
tente, independiente e imparcial y a una pronta decisión so-
bre dicha acción.

Artículo 38

1.Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar
porque se respeten las normas del derecho internacional
humanitario que les sean aplicables en los conflictos arma-
dos y que sean pertinentes para el niño.

2.Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posi-
bles para asegurar que las personas que aún no hayan
cumplido los 15 años de edad no participen directamente
en las hostilidades.
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3.Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuer-
zas armadas a las personas que no hayan cumplido los 15
años de edad. Si reclutan personas que hayan cumplido 15
años, pero que sean menores de 18, los Estados Partes
procurarán dar prioridad a los de más edad.

4.De conformidad con las obligaciones dimanadas del dere-
cho internacional humanitario de proteger a la población ci-
vil durante los conflictos armados, los Estados Partes adop-
tarán todas las medidas posibles para asegurar la protección
y el cuidado de los niños afectados por un conflicto armado.

Artículo 39

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas
para promover la recuperación física y psicológica y la reinte-
gración social de todo niño víctima de: cualquier forma de
abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos
o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos ar-
mados. Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo
en un ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mis-
mo y la dignidad del niño.

Artículo 40

1.Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño
de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a
quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas
leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de
su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el res-
peto del niño por los derechos humanos y las libertades
fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuen-
ta la edad del niño y la importancia de promover la reinte-
gración del niño y de que éste asuma una función cons-
tructiva en la sociedad.
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2.Con ese fin, y habida cuenta de las disposiciones perti-
nentes de los instrumentos internacionales, los Estados
Partes garantizarán, en particular:

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las le-
yes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún ni-
ño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones
que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o in-
ternacionales en el momento en que se cometieron;
b) Que todo niño del que se alegue que ha infringido las
leyes penales o a quien se acuse de haber infringido
esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente:

i) Que se lo presumirá inocente mientras no se prueba
su culpabilidad conforme a la ley;
ii) Que será informado sin demora y directamente o,
cuando sea procedente, por intermedio de sus padres
o sus representantes legales, de los cargos que pesan
contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra
asistencia apropiada en la preparación y presentación
de su defensa;
iii) Que la causa será dirimida sin demora por una auto-
ridad u órgano judicial competente, independiente e
imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley,
en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor
adecuado y, a menos que se considerare que ello fue-
re contrario al interés superior del niño teniendo en
cuenta en particular su edad o situación y a sus padres
o representantes legales;
iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a decla-
rarse culpable, que podrá interrogar o hacer que se in-
terrogue a testigos de cargo y obtener la participación
y el interrogatorio de testigos de descargo en condicio-
nes de igualdad;
v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las le-
yes penales, que esta decisión y toda medida impues-
ta a consecuencia de ella, serán sometidas a una auto-

35



ridad u órgano judicial superior competente, indepen-
diente e imparcial, conforme a la ley;
vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un in-
térprete si no comprende o no habla el idioma utilizado;
vii) Que se respetará plenamente su vida privada en to-
das las fases del procedimiento.

3.Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropia-
das para promover el establecimiento de leyes, procedi-
mientos, autoridades e instituciones específicos para los ni-
ños de quienes se alegue que han infringido las leyes pena-
les o a quienes se acuse o declare culpable de haber infrin-
gido esas leyes, y en particular:

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la
cual se presumirá que los niños no tienen capacidad pa-
ra infringir las leyes penales;
b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de
medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedi-
mientos judiciales, en el entendimiento de que se respe-
tarán plenamente los derechos humanos y las garantías
legales.

4.Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado,
las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento,
la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los
programas de enseñanza y formación profesional, así como
otras posibilidades alternativas a la internación en institucio-
nes, para asegurar que los niños sean tratados de manera
apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto
con sus circunstancias como con la infracción.

Artículo 41

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a
las disposiciones que sean más conducentes a la realización
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de los derechos del niño y que puedan estar recogidas en:
a) El derecho de un Estado Parte; o
b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho
Estado.

Parte II

Artículo 42

Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer amplia-
mente los principios y disposiciones de la Convención por
medios eficaces y apropiados, tanto a los adultos como a los
niños.

Artículo 43

1.Con la finalidad de examinar los progresos realizados en
el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Esta-
dos Partes en la presente Convención, se establecerá un
Comité de los Derechos del Niño que desempeñará las fun-
ciones que a continuación se estipulan.

2.El Comité estará integrado por diez expertos de gran inte-
gridad moral y reconocida competencia en las esferas regu-
ladas por la presente Convención. Los miembros del Comi-
té serán elegidos por los Estados Partes entre sus naciona-
les y ejercerán sus funciones a título personal, teniéndose
debidamente en cuenta la distribución geográfica, así como
los principales sistemas jurídicos.

3.Los miembros del Comité serán elegidos, en votación se-
creta, de una lista de personas designadas por los Estados
Partes. Cada Estado Parte podrá designar a una persona es-
cogida entre sus propios nacionales.
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4.La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses
después de la entrada en vigor de la presente Convención y
ulteriormente cada dos años. Con cuatro meses, como míni-
mo, de antelación respecto de la fecha de cada elección, el
Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a
los Estados Partes invitándolos a que presenten sus candida-
turas en un plazo de dos meses. El Secretario General prepa-
rará después una lista en la que figurarán por orden alfabéti-
co todos los candidatos propuestos, con indicación de los Es-
tados Partes que los hayan designado y la comunicará a los
Estados Partes en la presente Convención.

5.Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Esta-
dos Partes convocada por el Secretario General en la Sede
de las Naciones Unidas. En esa reunión, en la que la presen-
cia de dos tercios de los Estados Partes constituirá quórum,
las personas seleccionadas para formar parte del Comité
serán aquellos candidatos que obtengan el mayor número
de votos y una mayoría absoluta de los votos de los repre-
sentantes de los Estados Partes presentes y votantes.

6.Los miembros del Comité serán elegidos por un período
de cuatro años. Podrán ser reelegidos si se presenta de
nuevo su candidatura. El mandato de cinco de los miem-
bros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos
años; inmediatamente después de efectuada la primera
elección, el Presidente de la reunión en que ésta se celebre
elegirá por sorteo los nombres de esos cinco miembros.

7.Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que
por cualquier otra causa no puede seguir desempeñando
sus funciones en el Comité, el Estado Parte que propuso a
ese miembro designará entre sus propios nacionales a otro
experto para ejercer el mandato hasta su término, a reserva
de la aprobación del Comité.

38



8.El Comité adoptará su propio reglamento.

9.El Comité elegirá su mesa por un período de dos años.

10. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente
en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar
conveniente que determine el Comité. El Comité se reunirá
normalmente todos los años. La duración de las reuniones
del Comité será determinada y revisada, si procediera, por
una reunión de los Estados Partes en la presente Conven-
ción, a reserva de la aprobación de la Asamblea General.

11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcio-
nará el personal y los servicios necesarios para el desempe-
ño eficaz de las funciones del Comité establecido en virtud
de la presente Convención.

12. Previa aprobación de la Asamblea General, los miem-
bros del Comité establecido en virtud de la presente Con-
vención recibirán emolumentos con cargo a los fondos de
las Naciones Unidas, según las condiciones que la Asam-
blea pueda establecer.

Artículo 44

1.Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comi-
té, por conducto del Secretario General de las Naciones
Unidas, informes sobre las medidas que hayan adoptado
para dar efecto a los derechos reconocidos en la Conven-
ción y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al
goce de esos derechos:

a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que
para cada Estado Parte haya entrado en vigor la presen-
te Convención;
b) En lo sucesivo, cada cinco años.
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2.Los informes preparados en virtud del presente artículo
deberán indicar las circunstancias y dificultades, si las hu-
biere, que afecten el grado de cumplimiento de las obliga-
ciones derivadas de la presente Convención. Deberán asi-
mismo, contener información suficiente para que el Comité
tenga cabal comprensión de la aplicación de la Convención
en el país de que se trate.

3.Los Estados Partes que hayan presentado un informe ini-
cial completo al Comité no necesitan repetir en sucesivos
informes presentados de conformidad con lo dispuesto en
el inciso b) del párrafo 1 del presente artículo la información
básica presentada anteriormente.

4.El Comité podrá pedir a los Estados Partes más informa-
ción relativa a la aplicación de la Convención.

5.El Comité presentará cada dos años a la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas, por conducto del Consejo Eco-
nómico y Social, informes sobre sus actividades.

6.Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difu-
sión entre el público de sus países respectivos.

Artículo 45

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Conven-
ción y de estimular la cooperación internacional en la esfera
regulada por la Convención:

a)Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones
Unidas para la Infancia y demás órganos de las Naciones
Unidas tendrán derecho a estar representados en el exa-
men de la aplicación de aquellas disposiciones de la presen-
te Convención comprendidas en el ámbito de su mandato.
El Comité podrá invitar a los organismos especializados, al
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Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros ór-
ganos competentes que considere apropiados a que pro-
porcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación
de la Convención en los sectores que son de incumbencia
de sus respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los
organismos especializados, al Fondo de las Naciones Uni-
das para la Infancia y demás órganos de las Naciones Uni-
das a que presenten informes sobre la aplicación de aque-
llas disposiciones de la presente Convención comprendidas
en el ámbito de sus actividades;
b)El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los or-
ganismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas
para la Infancia y a otros órganos competentes, los infor-
mes de los Estados Partes que contengan una solicitud de
asesoramiento o de asistencia técnica, o en los que se indi-
que esa necesidad, junto con las observaciones y sugeren-
cias del Comité, si las hubiere, acerca de esas solicitudes o
indicaciones;
c)El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pi-
da al Secretario General que efectúe, en su nombre, estudios
sobre cuestiones concretas relativas a los derechos del niño;
d)El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones ge-
nerales basadas en la información recibida en virtud de los artí-
culos 44 y 45 de la presente Convención. Dichas sugerencias y
recomendaciones generales deberán transmitirse a los Estados
Partes interesados y notificarse a la Asamblea General, junto
con los comentarios, si los hubiere, de los Estados Partes.

Parte III

Artículo 46

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los
Estados.
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Artículo 47

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instru-
mentos de ratificación se depositarán en poder del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas.

Artículo 48

La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de
cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 49

1.La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día
siguiente a la fecha en que haya sido depositado el vigési-
mo instrumento de ratificación o de adhesión en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.

2.Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhie-
ra a ella después de haber sido depositado el vigésimo ins-
trumento de ratificación o de adhesión, la Convención entra-
rá en vigor el trigésimo día después del depósito por tal Es-
tado de su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 50

1.Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y deposi-
tarla en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
El Secretario General comunicará la enmienda propuesta a
los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean
que se convoque una conferencia de Estados Partes con el
fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si den-
tro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa notifica-
ción un tercio, al menos, de los Estados Partes se declara en
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favor de tal conferencia, el Secretario General convocará una
conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda en-
mienda adoptada por la mayoría de Estados Partes, presen-
tes y votantes en la conferencia, será sometida por el Secre-
tario General a la Asamblea General para su aprobación.
2.Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1
del presente artículo entrará en vigor cuando haya sido apro-
bada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y acep-
tada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes.

3.Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias
para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto
que los demás Estados Partes seguirán obligados por las
disposiciones de la presente Convención y por las enmien-
das anteriores que hayan aceptado.

Artículo 51

1.El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y co-
municará a todos los Estados el texto de las reservas for-
muladas por los Estados en el momento de la ratificación o
de la adhesión.

2.No se aceptará ninguna reserva incompatible con el obje-
to y el propósito de la presente Convención.

3.Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por
medio de una notificación hecha a ese efecto y dirigida al
Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará
a todos los Estados. Esa notificación surtirá efecto en la fe-
cha de su recepción por el Secretario General.

Artículo 52

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención
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mediante notificación hecha por escrito al Secretario General
de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año
después de la fecha en que la notificación haya sido recibida
por el Secretario General.

Artículo 53

Se designa depositario de la presente Convención al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas.

Artículo 54

El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe,
chino, español, francés, inglés, y ruso son igualmente autén-
ticos, se depositará en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. 

En testimonio de lo cual, los infrascritos plenipotenciarios,
debidamente autorizados para ello por sus respectivos go-
biernos, han firmado la presente Convención.
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A. INTRODUCCION 
 
1. La Asociación Médica Mundial (AMM) ha promulgado la Declaración de Helsinki como una 
propuesta de principios éticos para investigación médica en seres humanos, incluida la 
investigación del material humano y de información identificables. 
 
La Declaración debe ser considerada como un todo y un párrafo no debe ser aplicado sin considerar 
todos los otros párrafos pertinentes. 
 
2. Aunque la Declaración está destinada principalmente a los médicos, la AMM insta a otros 
participantes en la investigación médica en seres humanos a adoptar estos principios. 
 
3. El deber del médico es promover y velar por la salud de los pacientes, incluidos los que 
participan en investigación médica. Los conocimientos y la conciencia del médico han de 
subordinarse al cumplimiento de ese deber. 
 
4. La Declaración de Ginebra de la Asociación Médica Mundial vincula al médico con la fórmula 
"velar solícitamente y ante todo por la salud de mi paciente”, y el Código Internacional de Etica 
Médica afirma que: "El médico debe considerar lo mejor para el paciente cuando preste atención 
médica”. 
 
5. El progreso de la medicina se basa en la investigación que, en ultimo término, debe incluir 
estudios en seres humanos. Las poblaciones que están subrepresentadas en la investigación médica 
deben tener un acceso apropiado a la participación en la investigación. 
 
6. En investigación médica en seres humanos, el bienestar de la persona que participa en la 
investigación debe tener siempre primacía sobre todos los otros intereses. 
 
7. El propósito principal de la investigación médica en seres humanos es comprender las causas, 
evolución y efectos de las enfermedades y mejorar las intervenciones preventivas, diagnósticas y 
terapéuticas (métodos, procedimientos y tratamientos). Incluso, las mejores intervenciones actuales 
deben ser evaluadas continuamente a través de la investigación para que sean seguras, eficaces, 
efectivas, accesibles y de calidad. 
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8. En la práctica de la medicina y de la investigación médica, la mayoría de las intervenciones 
implican algunos riesgos y costos. 
 
9. La investigación médica está sujeta a normas éticas que sirven para promover el respeto a todos 
los seres humanos y para proteger su salud y sus derechos individuales. Algunas poblaciones 
sometidas a la investigación son particularmente vulnerables y necesitan protección especial. Estas 
incluyen a los que no pueden otorgar o rechazar el consentimiento por sí mismos y a los que pueden 
ser vulnerables a coerción o influencia indebida. 
 
10. Los médicos deben considerar las normas y estándares éticos, legales y jurídicos para la 
investigación en seres humanos en sus propios países, al igual que las normas y estándares 
internacionales vigentes. No se debe permitir que un requisito ético, legal o jurídico nacional o 
internacional disminuya o elimine cualquiera medida de protección para las personas que participan 
en la investigación establecida en esta Declaración. 
 
B. PRINCIPIOS PARA TODA INVESTIGACION MEDICA 
 
11. En la investigación médica, es deber del médico proteger la vida, la salud, la dignidad, la 
integridad, el derecho a la autodeterminación, la intimidad y la confidencialidad de la información 
personal de las personas que participan en investigación. 
 
12. La investigación médica en seres humanos debe conformarse con los principios científicos 
generalmente aceptados y debe apoyarse en un profundo conocimiento de la bibliografía científica, 
en otras fuentes de información pertinentes, así como en experimentos de laboratorio correctamente 
realizados y en animales, cuando sea oportuno. Se debe cuidar también del bienestar de los 
animales utilizados en los experimentos. 
 
13. Al realizar una investigación médica, hay que prestar atención adecuada a los factores que 
puedan dañar el medio ambiente. 
 
14. El proyecto y el método de todo estudio en seres humanos debe describirse claramente en un 
protocolo de investigación. Este debe hacer referencia siempre a las consideraciones éticas que 
fueran del caso y debe indicar cómo se han considerado los principios enunciados en esta 
Declaración. El protocolo debe incluir información sobre financiamiento, patrocinadores, 
afiliaciones institucionales, otros posibles conflictos de interés e incentivos para las personas del 
estudio y estipulaciones para tratar o compensar a las personas que han sufrido daños como 
consecuencia de su participación en la investigación. El protocolo debe describir los arreglos para el 
acceso después del ensayo a intervenciones identificadas como beneficiosas en el estudio o el 
acceso a otra atención o beneficios apropiadas. 
 
15. El protocolo de la investigación debe enviarse, para consideración, comentario, consejo y 
aprobación, a un comité de ética de investigación antes de comenzar el estudio. Este comité debe 
ser independiente del investigador, del patrocinador o de cualquier otro tipo de influencia indebida. 
El comité debe considerar las leyes y reglamentos vigentes en el país donde se realiza la 
investigación, como también las normas internacionales vigentes, pero no se debe permitir que éstas 
disminuyan o eliminen ninguna de las protecciones para las personas que participan en la 
investigación establecidas en esta Declaración. El comité tiene el derecho de controlar los ensayos 
en curso. El investigador tiene la obligación de proporcionar información del control al comité, en 
especial sobre todo incidente adverso grave. No se debe hacer ningún cambio en el protocolo sin la 
consideración y aprobación del comité. 
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16. La investigación médica en seres humanos debe ser llevada a cabo sólo por personas con la 
formación y calificaciones científicas apropiadas. La investigación en pacientes o voluntarios sanos 
necesita la supervisión de un médico u otro profesional de la salud competente y calificado 
apropiadamente. La responsabilidad de la protección de las personas que toman parte en la 
investigación debe recaer siempre en un médico u otro profesional de la salud y nunca en los 
participantes en la investigación, aunque hayan otorgado su consentimiento. 
 
17. La investigación médica en una población o comunidad con desventajas o vulnerable sólo se 
justifica si la investigación responde a las necesidades y prioridades de salud de esta población o 
comunidad y si existen posibilidades razonables de que la población o comunidad, sobre la que la 
investigación se realiza, podrá beneficiarse de sus resultados. 
 
18. Todo proyecto de investigación médica en seres humanos debe ser precedido de una cuidadosa 
comparación de los riesgos y los costos para las personas y las comunidades que participan en la 
investigación, en comparación con los beneficios previsibles para ellos y para otras personas o 
comunidades afectadas por la enfermedad que se investiga. 
 
19. Todo ensayo clínico debe ser inscrito en una base de datos disponible al público antes de aceptar 
a la primera persona. 
 
20. Los médicos no deben participar en estudios de investigación en seres humanos a menos de que 
estén seguros de que los riesgos inherentes han sido adecuadamente evaluados y de que es posible 
hacerles frente de manera satisfactoria. Deben suspender inmediatamente el experimento en marcha 
si observan que los riesgos que implican son más importantes que los beneficios esperados o si 
existen pruebas concluyentes de resultados positivos o beneficiosos. 
 
21. La investigación médica en seres humanos sólo debe realizarse cuando la importancia de su 
objetivo es mayor que el riesgo inherente y los costos para la persona que participa en la 
investigación. 
 
22. La participación de personas competentes en la investigación médica debe ser voluntaria. 
Aunque puede ser apropiado consultar a familiares o líderes de la comunidad, ninguna persona 
competente debe ser incluida en un estudio, a menos que ella acepte libremente. 
 
23. Deben tomarse toda clase de precauciones para resguardar la intimidad de la persona que 
participa en la investigación y la confidencialidad de su información personal y para reducir al 
mínimo las consecuencias de la investigación sobre su integridad física, mental y social. 
 
24. En la investigación médica en seres humanos competentes, cada individuo potencial debe 
recibir información adecuada acerca de los objetivos, métodos, fuentes de financiamiento, posibles 
conflictos de intereses, afiliaciones institucionales del investigador, beneficios calculados, riesgos 
previsibles e incomodidades derivadas del experimento y todo otro aspecto pertinente de la 
investigación. La persona potencial debe ser informada del derecho de participar o no en la 
investigación y de retirar su consentimiento en cualquier momento, sin exponerse a represalias. Se 
debe prestar especial atención a las necesidades específicas de información de cada individuo 
potencial, como también a los métodos utilizados para entregar la información. Después de 
asegurarse de que el individuo ha comprendido la información, el médico u otra persona calificada 
apropiadamente debe pedir entonces, preferiblemente por escrito, el consentimiento informado y 
voluntario de la persona. Si el consentimiento no se puede otorgar por escrito, el proceso para 
lograrlo debe ser documentado y atestiguado formalmente. 
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25.Para la investigación médica en que se utilice material o datos humanos identificables, el médico 
debe pedir normalmente el consentimiento para la recolección, análisis, almacenamiento y 
reutilización. Podrá haber situaciones en las que será imposible o impracticable obtener el 
consentimiento para dicha investigación o podría ser una amenaza para su validez. En esta 
situación, la investigación sólo puede ser realizada después de ser considerada y aprobada por un 
comité de ética de investigación. 
 
26. Al pedir el consentimiento informado para la participación en la investigación, el médico debe 
poner especial cuidado cuando el individuo potencial está vinculado con él por una relación de 
dependencia o si consiente bajo presión. En una situación así, el consentimiento informado debe ser 
pedido por una persona calificada adecuadamente y que nada tenga que ver con aquella relación. 
 
27. Cuando el individuo potencial sea incapaz, el médico debe pedir el consentimiento informado 
del representante legal. Estas personas no deben ser incluidas en la investigación que no tenga 
posibilidades de beneficio para ellas, a menos que ésta tenga como objetivo promover la salud de la 
población representada por el individuo potencial y esta investigación no puede realizarse en 
personas competentes y la investigación implica sólo un riesgo y costo mínimos. 
 
28. Si un indivividuo potencial que participa en la investigación considerado incompetente es capaz 
de dar su asentimiento a participar o no en la investigación, el médico debe pedirlo, además del 
consentimiento del representante legal. El desacuerdo del individuo potencial debe ser respetado. 
 
29. La investigación en individuos que no son capaces física o mentalmente de otorgar 
consentimiento, por ejemplo los pacientes inconscientes, se puede realizar sólo si la condición 
física/mental que impide otorgar el consentimiento informado es una característica necesaria de la 
población investigada. En estas circunstancias, el médico debe pedir el consentimiento informado al 
representante legal. Si dicho representante no está disponible y si no se puede retrasar la 
investigación, el estudio puede llevarse a cabo sin consentimiento informado, siempre que las 
razones específicas para incluir a individuos con una enfermedad que no les permite otorgar 
consentimiento informado hayan sido estipuladas en el protocolo de la investigación y el estudio 
haya sido aprobado por un comité de ética de investigación. El consentimiento para mantenerse en 
la investigación debe obtenerse a la brevedad posible del individuo o de un representante legal. 
 
30. Los autores, directores y editores todos tienen obligaciones éticas con respecto a la publicación 
de los resultados de su investigación. Los autores tienen el deber de tener a la disposición del 
público los resultados de su investigación en seres humanos y son responsables de la integridad y 
exactitud de sus informes. Deben aceptar las normas éticas de entrega de información. Se deben 
publicar tanto los resultados negativos e inconclusos como los positivos o de lo contrario deben 
estar a la disposición del público..En la publicación se debe citar la fuente de financiamiento, 
afiliaciones institucionales y conflictos de intereses. Los informes sobre investigaciones que no se 
ciñan a los principios descritos en esta Declaración no deben ser aceptados para su publicación. 
 
C. PRINCIPIOS APLICABLES CUANDO LA INVESTIGACION MEDICA SE COMBINA CON 
LA ATENCION MEDICA 
 
31. El médico puede combinar la investigación médica con la atención médica, sólo en la medida en 
que tal investigación acredite un justificado valor potencial preventivo, diagnóstico o terapéutico y 
si el médico tiene buenas razones para creer que la participación en el estudio no afectará de manera 
adversa la salud de los pacientes que toman parte en la investigación. 
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32. Los posibles beneficios, riesgos, costos y eficacia de toda intervención nueva deben ser 
evaluados mediante su comparación con la mejor intervención probada existente, excepto en las 
siguientes circunstancias: 

- El uso de un placebo, o ningún tratamiento, es aceptable en estudios para los que no hay una 
intervención probada existente. 

- Cuando por razones metodológicas, científicas y apremiantes, el uso de un placebo es necesario 
para determinar la eficacia y la seguridad de una intervención que no implique un riesgo, efectos 
adversos graves o daño irreversible para los pacientes que reciben el placebo o ningún tratamiento. 
Se debe tener muchísimo cuidado para evitar abusar de esta opción. 
 
33. Al final de la investigación, todos los pacientes que participan en el estudio tienen derecho a ser 
informados sobre sus resultados y compartir cualquier beneficio, por ejemplo, acceso a 
intervenciones identificadas como beneficiosas en el estudio o a otra atención apropiada o 
beneficios. 
 
34. El médico debe informar cabalmente al paciente los aspectos de la atención que tienen relación 
con la investigación. La negativa del paciente a participar en una investigación o su decisión de 
retirarse nunca debe perturbar la relación médico-paciente. 
 
35. Cuando en la atención de un enfermo las intervenciones probadas han resultado ineficaces o no 
existen, el médico, después de pedir consejo de experto, con el consentimiento informado del 
paciente o de un representante legal autorizado, puede permitirse usar intervenciones no 
comprobadas, si, a su juicio, ello da alguna esperanza de salvar la vida, restituir la salud o aliviar el 
sufrimiento. Siempre que sea posible, tales intervenciones deben ser investigadas a fin de evaluar su 
seguridad y eficacia. En todos los casos, esa información nueva debe ser registrada y, cuando sea 
oportuno, puesta a disposición del público. 



 

Publicada D.O. 9 mar/010 - Nº 27932 

Ley Nº 18.651 

PROTECCIÓN INTEGRAL DE PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD 

NORMAS 

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos 
en Asamblea General,  

DECRETAN: 

 

CAPÍTULO I  

OBJETO DE LA LEY, DEFINICIONES Y RESPONSABILIDAD DEL ESTADO  

Artículo 1º.- Establécese un sistema de protección integral a las personas con discapacidad, 
tendiente a asegurarles su atención médica, su educación, su rehabilitación física, psíquica, 
social, económica y profesional y su cobertura de seguridad social, así como otorgarles los 
beneficios, las prestaciones y estímulos que permitan neutralizar las desventajas que la 
discapacidad les provoca y les dé oportunidad, mediante su esfuerzo, de desempeñar en la 
comunidad un rol equivalente al que ejercen las demás personas. 

Artículo 2º.- Se considera con discapacidad a toda persona que padezca o presente una alteración 
funcional permanente o prolongada, física (motriz, sensorial, orgánica, visceral) o mental 
(intelectual y/o psíquica) que en relación a su edad y medio social implique desventajas 
considerables para su integración familiar, social, educacional o laboral. 

Artículo 3º.- Prevención es la aplicación de medidas destinadas a impedir la ocurrencia de 
discapacidades tal como se describen en el artículo 2º de la presente ley o, si éstas han ocurrido, 
evitar que tengan consecuencias físicas, psicológicas o sociales negativas. 

Artículo 4º.- Rehabilitación integral es el proceso total, caracterizado por la aplicación 
coordinada de un conjunto de medidas médicas, sociales, psicológicas, educativas y laborales, 
para adaptar o readaptar al individuo, que tiene por objeto lograr el más alto nivel posible de 
capacidad y de inclusión social de las personas con discapacidad, así como también las acciones 
que tiendan a eliminar las desventajas del medio en que se desenvuelven para el desarrollo de 
dicha capacidad. 



Se entiende por rehabilitación profesional la parte del proceso de rehabilitación integral en que se 
suministran los medios, especialmente orientación profesional, formación profesional y 
colocación selectiva, para que las personas con discapacidad puedan obtener y conservar un 
empleo adecuado. 

Artículo 5º.- Sin perjuicio de los derechos que establecen las normas nacionales vigentes y 
convenios internacionales del trabajo ratificados, los derechos de las personas con discapacidad 
serán los establecidos en la Declaración de los Derechos de los Impedidos, de 9 de diciembre de 
1975, y la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental proclamados por las Naciones 
Unidas, de 20 de diciembre de 1971; la Declaración de los Derechos de la Salud Mental del 
Pacto de Ginebra de 2002 y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas por Resolución 61/106, de diciembre de 
2006, y ratificada por Ley Nº 18.418, de 20 de noviembre de 2008. 

Las personas con discapacidad gozarán de todos los derechos sin excepción alguna y sin 
distinción ni discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de otra índole, origen nacional o social, fortuna, nacimiento o cualquier otra 
circunstancia, tanto si se refiere personalmente a ellas como a su familia. 

A esos efectos se reconoce especialmente el derecho: 

A) Al respeto a su dignidad humana cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad de 
sus trastornos y deficiencias. 

B) A disfrutar de una vida decorosa lo más normal y plena que sea posible. 

C) A la adopción de medidas destinadas a permitirle lograr la mayor autonomía. 

D) A la salud, la educación, la adaptación y readaptación profesionales y a su inserción laboral.

E) A la seguridad económica y social, a un nivel de vida decoroso y a la vivienda. 

F) A vivir en el seno de su familia o de un hogar sustituto. 

G) A ser protegido contra toda explotación, toda reglamentación o todo trato discriminatorio, 
abusivo o degradante. 

H) A contar con el beneficio de una asistencia letrada competente cuando se compruebe que 
esa asistencia es indispensable para la protección de su persona y bienes. Si fuera objeto de 
una acción judicial deberá ser sometido a un procedimiento adecuado a sus condiciones 
físicas y mentales. 



Artículo 6º.- El Estado prestará a las personas con discapacidad el amparo de sus derechos en la 
medida necesaria y suficiente que permita su más amplia promoción y desarrollo individual y 
social. 

Dicho amparo se hará extensivo además y en lo pertinente: 

1) A las personas de quienes ellos dependan o a cuyo cuidado estén. 

2) A las entidades de acción con personería jurídica cuyos cometidos específicos promuevan la 
prevención, desarrollo e integración de las personas con discapacidad. 

3) A las instituciones privadas con personería jurídica, que les proporcionen los mismos 
servicios que prestan a sus afiliados en general. 

Declárase de interés nacional la rehabilitación integral de las personas con discapacidad. 

Artículo 7º.- La protección de la persona con discapacidad de cualquier edad se cumplirá 
mediante acciones y medidas en orden a su salud, educación, seguridad social y trabajo. 

Artículo 8º.- El Estado prestará asistencia coordinada a las personas con discapacidad que 
carezcan de alguno o todos los beneficios a que refieren los literales siguientes del presente 
artículo, a fin de que puedan desempeñar en la sociedad un papel equivalente al que ejercen las 
demás personas. 

A tal efecto, tomará las medidas correspondientes en las áreas que a continuación se mencionan, 
así como en toda otra que la ley establezca: 

A) Atención médica, psicológica y social. 

B) Rehabilitación integral. 

C) Programas de seguridad social. 

D) Programas tendientes a la educación en la diversidad propendiendo a su integración e 
inclusión. 

E) Formación laboral o profesional. 

F) Prestaciones o subsidios destinados a facilitar su actividad física, laboral e intelectual. 

G) Transporte público. 



H) Formación de personal especializado para su orientación y rehabilitación. 

I) Estímulos para las entidades que les otorguen puestos de trabajo. 

J) Programas educativos de y para la comunidad a favor de las personas con discapacidad. 

K) Adecuación urbana, edilicia y de paseo público, sea en áreas cerradas o abiertas. 

L) Accesibilidad a la informática incorporando los avances tecnológicos existentes. 

Artículo 9º.- Los Ministerios, las Intendencias Municipales y otros organismos involucrados en 
el cumplimiento de la presente ley quedan facultados para proyectar en cada presupuesto las 
partidas necesarias para cubrir los gastos requeridos por la ejecución de las acciones a su cargo. 

Artículo 10.- Se impulsará un proceso dinámico de integración social con participación de la 
persona con discapacidad, su familia y la comunidad. 

Artículo 11.- Se promoverá la progresiva equiparación en las remuneraciones que perciban las 
personas con discapacidad, beneficiarios del régimen de Asignación Familiar, ya sea pública o 
privada, al área de actividad laboral en que se desempeñen sus padres, tutores u otros 
representantes legales que corresponda. 

Artículo 12.- Se fomentará la colaboración de las organizaciones de voluntarios y de las 
organizaciones de personas con discapacidad en el proceso de rehabilitación integral de éstos y la 
incorporación del voluntariado organizado en los equipos multidisciplinarios de atención. 

CAPÍTULO II  

COMISIÓN NACIONAL HONORARIA DE LA DISCAPACIDAD  

Creación y cometidos  

Artículo 13.- Créase la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad, organismo que 
funcionará en la jurisdicción del Ministerio de Desarrollo Social y se integrará de la siguiente 
forma: 

- Por el Ministro de Desarrollo Social que la presidirá, o un delegado de éste, que tendrá igual 
función. 

- Un delegado del Ministerio de Salud Pública. 

- Un delegado del Ministerio de Educación y Cultura. 



- Un delegado del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

- Un delegado de la Facultad de Medicina. 

- Un delegado del Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación 
Pública. 

- Un delegado del Congreso de Intendentes. 

- Un delegado de la Facultad de Odontología. 

- Un delegado del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 

- Un delegado del Banco de Previsión Social. 

- Un delegado del Banco de Seguros del Estado. 

- Un delegado de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata. 

- Un delegado de la Facultad de Ciencias Sociales. 

- Otros delegados por Facultades o áreas cuando así lo requiera la Comisión Honoraria. 

- Un delegado de cada una de las asociaciones de segundo grado de personas con 
discapacidad, que posean personería jurídica vigente o en trámite. Dichas asociaciones 
deberán estar conformadas por personas con discapacidad a excepción de aquellas 
situaciones en que las personas no tengan la aptitud para ejercer la representación de sus 
intereses, donde en ese caso podrán ser integradas por familiares directos o curador 
respectivo. 

Esta Comisión tendrá personería jurídica y domicilio legal en Montevideo y será renovada cada 
cinco años, correspondiendo la iniciación y término de dicho lapso con los del período 
constitucional de gobierno. Sin perjuicio de ello sus integrantes durarán en sus funciones hasta 
que tomen posesión los nuevos miembros. 

Artículo 14.- Corresponde a la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad la elaboración, 
el estudio, la evaluación y la aplicación de los planes de política nacional de promoción, 
desarrollo, rehabilitación biopsicosocial e integración social de la persona con discapacidad, a 
cuyo efecto deberá procurar la coordinación de la acción del Estado en sus diversos servicios, 
creados o a crearse, a los fines establecidos en la presente ley. 

Artículo 15.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la presente ley, la Comisión 
Nacional Honoraria de la Discapacidad deberá específicamente: 



A) Estudiar, proyectar y aconsejar al Poder Ejecutivo y a los Gobiernos Departamentales todas 
las medidas necesarias para hacer efectiva la aplicación de la presente ley. 

B) Apoyar y coordinar la actividad de las entidades privadas sin fines de lucro que orienten sus 
acciones a favor de las personas con discapacidad. 

C) Estimular a través de los medios de comunicación el uso efectivo de los recursos y servicios 
existentes, así como propender al desarrollo del sentido de solidaridad social en esta 
materia. 

D) Auspiciar, con el apoyo de los Ministerios de Educación y Cultura y de Salud Pública y de 
la Universidad de la República, la investigación científica sobre prevención, diagnóstico y 
tratamiento médico, psicológico, psicopedagógico y social de las distintas formas de 
discapacidad, de acuerdo con el artículo 2º de la presente ley. Se investigarán igualmente los 
factores sociales que causan o agravan una discapacidad para prevenirlos y poder programar 
las acciones necesarias para disminuirlos o eliminarlos. Asimismo se promocionarán las 
actividades de investigación, de enseñanza y de difusión de la Lengua de Señas Uruguaya. 

E) Además de sus cometidos nacionales, se encargará de las situaciones que se presenten en el 
departamento de Montevideo. 

F) Elaborar un proyecto de reglamentación de la presente ley que elevará al Poder Ejecutivo 
para su aprobación. 

Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a destinar una partida anual complementaria, a 
los efectos de dar cumplimiento a los cometidos aquí asignados. 

Artículo 16.- La Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad creará un Servicio de 
Asesoramiento para dar: 

1) Información sobre los derechos de las personas con discapacidad y de los medios de 
rehabilitación. 

2) Orientación terapéutica, educacional o laboral. 

3) Información sobre mercado de trabajo. 

4) Orientación y entrenamiento a padres, tutores, familiares y colaboradores. 

Artículo 17.- Exceptuando el departamento de Montevideo, en los demás departamentos de la 
República habrá una Comisión Departamental Honoraria de la Discapacidad que se integrará de 
la siguiente manera: 



- Un delegado del Ministerio de Desarrollo Social, que la presidirá. 

- Un delegado del Ministerio de Salud Pública. 

- Un delegado del Ministerio de Educación y Cultura. 

- Un delegado del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

- Un delegado del Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación 
Pública. 

- Un delegado de la Intendencia Municipal. 

- Un delegado del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 

- Un delegado del Banco de Previsión Social. 

- Un delegado del Banco de Seguros del Estado. 

- Un delegado de la Comisión Departamental del Patronato del Psicópata. 

- Un delegado de las Facultades que se indican en el artículo 13 de la presente ley, en la 
medida que las mismas tengan sedes en donde se establezcan estas Comisiones 
Departamentales. 

- Dos delegados de las organizaciones de personas con discapacidad del departamento, las 
que deberán estar conformadas por personas con discapacidad, a excepción de aquellas 
situaciones en que las personas no tengan la aptitud para ejercer la representación de sus 
intereses, en cuyos casos podrán ser integradas por familiares directos o curador respectivo. 
Cuando existan más de dos asociaciones con estas características tendrán preferencia las de 
segundo grado. 

Podrán crearse Comisiones Regionales y Subcomisiones Locales, integradas en la forma que 
fijen respectivamente, la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad y las Comisiones 
Departamentales Honorarias de la Discapacidad. 

Artículo 18.- Las Comisiones Regionales, Departamentales y Subcomisiones Locales tendrán 
dentro de su jurisdicción los siguientes cometidos: 

1) Estudiar, proyectar y aconsejar al Poder Ejecutivo y a los Gobiernos Departamentales todas 
las medidas necesarias para hacer efectiva la aplicación de la presente ley; y hacer efectiva 
la aplicación de los programas formulados por la Comisión Nacional Honoraria de la 



Discapacidad. 

2) Apoyar y coordinar la actividad de las entidades privadas sin fines de lucro que orienten sus 
acciones a favor de las personas con discapacidad. 

3) Estimular a través de los medios de comunicación el uso efectivo de los recursos y servicios 
existentes, así como propender al desarrollo del sentido de solidaridad social en esta 
materia. 

4) Evaluar la ejecución de los programas mencionados en el numeral 1) del presente artículo y 
formular recomendaciones al respecto. 

5) Ejecutar las demás actividades que por reglamentación se le confieran. 

CAPÍTULO III  

CONSTITUCIÓN DE BIEN DE FAMILIA Y DERECHO DE HABITACIÓN  

Artículo 19.- Podrá constituirse el bien de familia a favor de un pariente hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o afinidad con discapacidad por todo el tiempo que ésta persista y siempre que 
no integre su patrimonio otro bien inmueble. El inmueble deberá ser la casa habitación habitual 
del beneficiario. 

Artículo 20.- Sustitúyese el artículo 1º del Decreto-Ley Nº 15.597, de 19 de julio de 1984, por el 
siguiente: 

 

"ARTÍCULO 1º.- Toda persona capaz de contratar puede constituir en bien de familia un 
inmueble de su propiedad, con sujeción a las condiciones establecidas en el presente decreto-
ley". 

Artículo 21.- Sustitúyese el literal C) del artículo 6º del Decreto-Ley Nº 15.597, de 19 de julio de 
1984, por el siguiente: 

 

"C) Por el cónyuge o concubino sobreviviente y por el cónyuge o los cónyuges divorciados o 
separados de hecho a favor de los hijos del matrimonio o unión concubinaria menores de 
edad o con discapacidad, sobre los bienes propios pertenecientes al constituyente o los 
gananciales indivisos, conforme con lo dispuesto por el literal B) del presente artículo". 

Artículo 22.- El bien de familia podrá dejarse sin efecto cumpliendo con las mismas 
formalidades que requiere para su constitución, siempre que haya cesado la causa para la cual fue 
constituido. 

Artículo 23.- El ex cónyuge, el cónyuge separado de hecho y el padre o madre natural de hijos 
reconocidos o declarados tales o adoptante que tenga la tenencia de una persona con 



discapacidad o la curatela en su caso, podrá solicitar, para la persona con discapacidad, el 
derecho real de habitación sobre el bien hasta que persista la incapacidad. Si el cónyuge o 
cualquiera de los padres naturales o adoptantes de la persona con discapacidad se negaren a 
prestar el consentimiento, éste será suplido de acuerdo con lo dispuesto por el literal B) del 
artículo 6º del Decreto-Ley Nº 15.597, de 19 de julio de 1984. 

Artículo 24.- El inmueble que habitan los discapacitados severos, sea de su propiedad o de sus 
familiares, independientemente que se haya constituido o no como bien de familia, así como los 
bienes muebles de cualquier naturaleza existentes en dicho inmueble, no afectarán en ningún 
caso el derecho de las personas con discapacidades severas, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 2º de la presente ley, a las prestaciones servidas por el Banco de Previsión Social o por 
cualquier otro organismo del Estado. De igual forma, no afectarán ese derecho los ingresos del 
núcleo familiar cualquiera sea su origen. 

CAPÍTULO IV  

ASISTENCIA PERSONAL PARA PERSONAS CON DISCAPACIDADES SEVERAS  

Artículo 25.- Facúltase al Poder Ejecutivo a crear en el Banco de Previsión Social el Programa 
de Asistentes Personales para Personas con Discapacidades Severas, requiriendo para su 
instrumentación la intervención del Banco de Previsión Social. 

Artículo 26.- A través del Programa mencionado en el artículo 25 de la presente ley, facúltase al 
Poder Ejecutivo a otorgar una prestación para la contratación de asistentes personales a quienes 
acrediten la necesidad de ser beneficiarios de este servicio para el desarrollo de las actividades 
básicas de la vida diaria. Para ser asistente personal será imprescindible: 

A) Estar capacitado para desarrollar las tareas de asistencia personal. 

B) La obtención de certificado habilitante expedido por la entidad o entidades que determine la 
reglamentación. 

Artículo 27.- A los efectos de la presente ley se entenderá por: 

A) Actividades básicas de la vida diaria: levantarse de la cama, higiene, vestido, alimentación, 
movilización y desplazamiento, trabajo, estudio y recreación, entre otras. 

B) Asistentes personales: personas capacitadas para desarrollar las tareas de asistencia directa y 
personal a las personas mencionadas en el artículo 25 de la presente ley. 

Artículo 28.- La existencia de la discapacidad a que refiere el presente capítulo, será evaluada 
por el Ministerio de Salud Pública en acuerdo con la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad como establece el artículo 37 de la presente ley. 



Artículo 29.- Para la administración del Programa creado por el artículo 25 de la presente ley, el 
Banco de Previsión Social deberá: 

A) Registrar al beneficiario. 

B) Administrar los recursos del programa. 

C) Hacer efectivo el pago de las partidas. 

Artículo 30.- El monto de la prestación a percibir, de acuerdo con lo establecido en el artículo 26 
de la presente ley, así como el ejercicio del contralor correspondiente a efectos del cumplimiento 
de los fines para los que dicho beneficio es estatuido, será establecido por la reglamentación. 

CAPÍTULO V  

PREMIO NACIONAL A LA INTEGRACIÓN  

Artículo 31.- Créase el "Premio Nacional a la Integración" con la finalidad de distinguir a toda 
persona que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 2º de la presente ley, sea considerada 
como persona con discapacidad y que a través de su esfuerzo personal, haya desempeñado un 
papel destacado en beneficio de la sociedad. 

Asimismo, se otorgará una distinción a aquella entidad social pública o privada que haya 
realizado acciones concretas para la integración o inclusión social de las personas con 
discapacidad. 

Artículo 32.- El premio a que refiere el artículo 31 de la presente ley consistirá en el pago de una 
suma de dinero de acuerdo con lo que establezca la reglamentación y un diploma de honor, los 
que tendrán que ser entregados anualmente en acto público al que serán invitadas las máximas 
autoridades nacionales. En el mismo acto se deberá entregar la distinción establecida por el 
inciso segundo del artículo 31 de la presente ley. 

Artículo 33.- A los efectos del presente capítulo las categorías de personas con discapacidad son 
las establecidas en el artículo 2º de la presente ley. 

Se otorgará un máximo de tres distinciones anuales dentro de cada categoría, de las cuales al 
menos una se destinará a una niña, niño o adolescente. 

Artículo 34.- La selección de los postulantes y la adjudicación de los premios serán realizadas 
por un jurado. Sus miembros serán designados anualmente por la Comisión Nacional Honoraria 
de la Discapacidad y sus funciones serán las establecidas en la reglamentación correspondiente. 

CAPÍTULO VI  

SALUD  



Artículo 35.- La prevención de la deficiencia y de la discapacidad es un derecho y un deber de 
todo ciudadano y de la sociedad en su conjunto y formará parte de las obligaciones prioritarias 
del Estado en el campo de la salud pública, constituyéndose, asimismo, en un principio rector 
más del Sistema Nacional Integrado de Salud (artículo 3º de la Ley Nº 18.211, de 5 de diciembre 
de 2007). Será también especialmente atendida esta obligación en el área de la seguridad social, 
ocupacional o industrial. 

Artículo 36.- El Estado deberá implementar estrategias para apoyar y contribuir a la prevención 
de la deficiencia y de la discapacidad a través de: 

A) Promoción y educación para la salud física y mental. 

B) Educación del niño y del adulto en materia de prevención de situaciones de riesgo y de 
accidentes. 

C) Asesoramiento genético e investigación de las enfermedades metabólicas y otras para 
prevenir las enfermedades genéticas y las malformaciones congénitas. 

D) Atención adecuada del embarazo, del parto, del puerperio y del recién nacido. 

E) Atención médica correcta del individuo para recuperar su salud. 

F) Detección precoz, atención oportuna y declaración obligatoria de las personas con 
enfermedades discapacitantes, cualquiera sea su edad. 

G) Lucha contra el uso indebido de sustancias adictivas. 

H) Asistencia social oportuna a la familia. 

I) Contralor del medio ambiente y lucha contra la contaminación ambiental. 

J) Contralor de productos químicos de uso doméstico e industrial y de los demás agentes 
agresivos. 

K) Contralor de los trabajadores y de los ambientes de trabajo; estudio de medidas a tomar en 
situaciones específicas, horarios de trabajo, licencias, instrucción especial de los 
funcionarios, equipos e instalaciones adecuadas para prevenir accidentes y otros. 

L) Promoción y desarrollo de una conciencia nacional de la seguridad en general y en salud en 
particular. 

Artículo 37.- El Ministerio de Desarrollo Social en acuerdo con la Comisión Nacional Honoraria 
de la Discapacidad: 



A) Desarrollará desde el Programa Nacional de Discapacidad (PRONADIS) acciones 
coordinadas tendientes al mejoramiento de la calidad de vida de las personas con 
discapacidad. Dichas acciones se impulsarán desde la perspectiva de la inclusión social y en 
una óptica de la rehabilitación integral apoyada en la comunidad. 

B) Creará un Sistema Nacional de Rehabilitación Integral en coordinación con el Ministerio de 
Salud Pública. 

C) Promoverá la creación de hogares con internación total o parcial para personas con 
discapacidad cuya atención sea imposible a través del grupo familiar y reglamentará y 
controlará su funcionamiento en coordinación con el Ministerio de Salud Pública. 

D) En coordinación con el Ministerio de Salud Pública supervisará servicios de terapia 
ocupacional y talleres de habilitación ocupacional y tendrá a su cargo la habilitación y 
registro. 

E) Coordinará con el Ministerio de Salud Pública las medidas que este último deberá adoptar 
(artículo 5º de la Ley Nº 18.211, de 5 de diciembre de 2007) respecto a la participación de 
las distintas entidades que integran el Sistema Nacional Integrado de Salud en los distintos 
aspectos relacionados con la atención de las personas con discapacidad. 

Todas las entidades que integran el Sistema Nacional Integrado de Salud (artículo 11 de la Ley 
Nº 18.211, de 5 de diciembre de 2007) deberán informar, asesorar y orientar a quienes lo 
necesiten de las diversas posibilidades de atención cuando se presenta una discapacidad; además, 
no podrán hacer discriminación en la afiliación ni limitar la asistencia a las personas amparadas 
por la presente ley. 

Artículo 38.- El Ministerio de Salud Pública en coordinación con la Comisión Nacional 
Honoraria de la Discapacidad del Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Junta Nacional 
de Salud creada por el artículo 23 de la Ley Nº 18.211, de 5 de diciembre de 2007, del Sistema 
Nacional Integrado de Salud, realizará: 

A) La certificación de la existencia de discapacidad, su naturaleza y su grado. La certificación 
que se expida justificará plenamente la discapacidad en todos los casos en que sea necesario 
invocarla. 

B) Creará un órgano encargado de realizar la certificación única, la cual será válida para todas 
las instituciones de prestaciones sociales y será independiente de éstas. Será especialmente 
tenida en cuenta a los efectos de la prestación asistencial no contributiva establecida por el 
artículo 43 de la Ley Nº 16.713, de 3 de setiembre de 1995. Para ello deberán realizarse las 
coordinaciones administrativas necesarias con los distintos institutos de seguridad social. 

C) Este órgano será integrado por profesionales de la medicina, psicología y trabajo social que 
demuestren idoneidad en la temática. Su funcionamiento, constitución y reglamentación 



serán realizados en acuerdo con la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad, el 
Ministerio de Salud Pública y el Banco de Previsión Social dentro de los ciento ochenta días 
siguientes a la promulgación de la presente ley. 

D) El órgano que se creará en base a lo dispuesto en el literal B) del presente artículo, tendrá 
presente la clasificación internacional de la Organización Mundial de la Salud (OMS-CIF), 
para el establecimiento de los baremos nacionales y los instrumentos de valoración para la 
expedición de la certificación. 

E) Ampliará y reorganizará el Registro creado por la Ley Nº 13.711, de 29 de noviembre de 
1968, declarándose al efecto obligatorio el registro de toda persona con diagnóstico de 
discapacidad. El Registro proveerá a los servicios públicos, la información necesaria para el 
mejor cumplimiento de los cometidos de la presente ley, asegurando la privacidad de la 
información y sancionando los incumplimientos. 

CAPÍTULO VII  

EDUCACIÓN Y PROMOCIÓN CULTURAL  

Artículo 39.- El Ministerio de Educación y Cultura en coordinación con la Administración 
Nacional de Educación Pública deberá facilitar y suministrar a la persona con discapacidad, en 
forma permanente y sin límites de edad, en materia educativa, física, recreativa, cultural y social, 
los elementos o medios científicos, técnicos o pedagógicos necesarios para que desarrolle al 
máximo sus facultades intelectuales, artísticas, deportivas y sociales. 

Artículo 40.- La equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad, desde la 
educación inicial en adelante, determina que su integración a las aulas comunes se organice 
sobre la base del reconocimiento de la diversidad como factor educativo, de forma que apunte al 
objetivo de una educación para todos, posibilitando y profundizando el proceso de plena 
inclusión en la comunidad. 

Se garantizará el acceso a la educación en todos los niveles del sistema educativo nacional con 
los apoyos necesarios. 

Para garantizar dicha inclusión se asegurará la flexibilización curricular, de los mecanismos de 
evaluación y la accesibilidad física y comunicacional. 

Artículo 41.- Las personas con discapacidad tienen derecho a la educación, reeducación y 
formación profesional orientada hacia la inclusión laboral. 

Artículo 42.- A las personas que circunstancias particulares le impidan iniciar o concluir la fase 
de escolaridad obligatoria, se les otorgará una capacitación que les permita obtener una 
ocupación adecuada a sus intereses, vocación y posibilidades. 



A estos efectos, el Ministerio de Educación y Cultura, en coordinación con la Administración 
Nacional de Educación Pública, establecerá, en los casos que corresponda, la orientación y 
ubicación de los Talleres de Habilitación Ocupacional, atendidos por docentes especializados y 
equipados con tecnología adecuada a todas las modalidades educativas. 

Artículo 43.- Se facilitará a toda persona con discapacidad que haya aprobado la fase de 
instrucción obligatoria, la posibilidad de continuar sus estudios. 

En los edificios existentes que constituyan instituciones educativas, se harán las reformas 
pertinentes que posibiliten su adaptación, de acuerdo con lo que se indica en el Capítulo IX de la 
presente ley. En las nuevas construcciones de edificios que sean destinadas a alojar instituciones 
educativas, serán obligatorias las exigencias explicitadas en el capítulo mencionado. Asimismo, 
tendrán las herramientas tecnológicas indispensables para que toda persona con discapacidad 
pueda llevar adelante su formación educativa. 

Artículo 44.- El Ministerio de Educación y Cultura en coordinación con la Administración 
Nacional de Educación Pública, la Universidad de la República, entidades educativas terciarias y 
universitarias privadas, en todos los programas y niveles de capacitación profesional, incluidas 
las carreras de educación terciaria y universitarias, promoverá la inclusión en los temarios de los 
cursos regulares, la información, la formación y el estudio de la discapacidad en relación a la 
materia de que se trate y la importancia de la habilitación y rehabilitación, así como la necesidad 
de la prevención. 

Artículo 45.- Se promoverá la sensibilización y la educación de la comunidad sobre el 
significado y la conducta adecuada ante las diferentes discapacidades, así como la necesidad de 
prevenir la discapacidad, a través de las distintas instituciones o cualquier agrupamiento humano 
organizado. 

Artículo 46.- Los centros de recreación, educativos, deportivos, sociales o culturales no podrán 
discriminar y deberán facilitar el acceso y el uso de las instalaciones y de los servicios a las 
personas amparadas por la presente ley. 

Artículo 47.- Las personas que sean calificadas como aquellas con discapacidad de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 2º de la presente ley, estarán exoneradas del pago de cualquier 
derecho de admisión en todos los conciertos, muestras, obras teatrales, exposiciones, actividades 
deportivas y cualquier otra actividad ejecutada por organismos públicos. 

Asimismo, se exonerará a un acompañante cuando la asistencia del mismo sea necesaria. 

Las condiciones para generar el derecho de admisión antes mencionado, se establecerán en la 
reglamentación. Las Intendencias Municipales procurarán hacer lo propio en sus respectivas 
jurisdicciones. 

CAPÍTULO VIII  

TRABAJO  



Sección I  

Responsabilidad en el fomento del trabajo  

Artículo 48.- La orientación y la rehabilitación laboral y profesional deberán dispensarse en 
todas las personas con discapacidad según su vocación, posibilidades y necesidades y se 
procurará facilitarles el ejercicio de una actividad remunerada. 

La reglamentación determinará los requisitos necesarios para acceder a los diferentes niveles de 
formación. 

Artículo 49.- El Estado, los Gobiernos Departamentales, los entes autónomos, los servicios 
descentralizados y las personas de derecho público no estatales están obligados a ocupar 
personas con discapacidad que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo en una proporción 
mínima no inferior al 4% (cuatro por ciento) de sus vacantes. Las personas con discapacidad que 
ingresen de esta manera gozarán de las mismas obligaciones que prevé la legislación laboral 
aplicable a todos los funcionarios públicos, sin perjuicio de la aplicación de normas diferenciadas 
cuando ello sea estrictamente necesario. 

La obligación mencionada refiere al menos a la cantidad de cargos y funciones contratadas, sin 
perjuicio de ser aplicable también al monto del crédito presupuestario correspondiente a las 
mismas si fuere más beneficioso para las personas amparadas por la presente ley. 

En el primer caso el cálculo del 4% (cuatro por ciento) de las vacantes a ocupar por personas con 
discapacidad, se determinará sobre la suma total de las que se produzcan en las distintas unidades 
ejecutoras, reparticiones y escalafones que integran cada uno de los organismos referidos en el 
inciso primero del presente artículo. Cuando por aplicación de dicho porcentaje resultare una 
cifra inferior a la unidad, pero igual o mayor a la mitad de la misma, se redondeará a la cantidad 
superior. 

El Tribunal de Cuentas, la Contaduría General de la Nación y la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, dentro de sus competencias, deberán remitir a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, la información que resulte de sus registros relativa a la cantidad de vacantes que se 
produzcan en los organismos y entidades obligados por el inciso primero del presente artículo. 

La Oficina Nacional del Servicio Civil solicitará cuatrimestralmente informes a los organismos y 
entidades obligadas, incluidas las personas de derecho público no estatales -quienes deberán 
proporcionarlos- sobre la cantidad de vacantes que se hayan generado y provisto en el año. 
Dichos organismos deberán indicar también el número de personas con discapacidad ingresada, 
con precisión de la discapacidad que tengan y el cargo ocupado. La Oficina Nacional del 
Servicio Civil, en los primeros noventa días de cada año, comunicará a la Asamblea General del 
Poder Legislativo el resultado de los informes recabados, tanto de los obligados como del 
Tribunal de Cuentas, la Contaduría General de la Nación y la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, expresando el total de vacantes de cada uno de los obligados, la cantidad de 
personas con discapacidad incorporadas en cada organismo, con precisión de la discapacidad que 
presentan y el cargo ocupado e indicando, además, aquellos organismos que incumplen el 



presente artículo (artículo 768 de la Ley Nº 16.736, de 5 de enero de 1996). Las personas que 
presenten discapacidad -de acuerdo con lo definido en el artículo 2º de la presente ley- que 
quieran acogerse a los beneficios de la presente ley, deberán inscribirse en el Registro de 
Personas con Discapacidad que funciona en la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad 
(artículo 768 de la Ley Nº 16.736, de 5 de enero de 1996). 

A dichos efectos el Ministerio de Desarrollo Social en coordinación con el Ministerio de Salud 
Pública, deberá certificar la discapacidad. La evaluación se realizará con un Tribunal integrado 
por al menos un médico, un psicólogo y un asistente social, los cuales contarán con probada 
especialización. En dicho dictamen deberá precisarse la discapacidad que tenga la persona, con 
indicación expresa de las tareas que pueda realizar, así como aquellas que no puede llevar a cabo. 
Dicha certificación expresará si la discapacidad es permanente y el plazo de validez de la 
certificación. Al vencimiento de la misma deberá hacerse una nueva evaluación. A efectos de 
realizar la certificación el Ministerio de Desarrollo Social en coordinación con el Ministerio de 
Salud Pública, podrá requerir, de los médicos e instituciones tratantes de las personas con 
discapacidad -quienes estarán obligados a proporcionarlos- los informes, exámenes e historias 
clínicas de las mismas. Los profesionales intervinientes, tanto en la expedición del certificado, 
como los tratantes de las personas con discapacidad, actuarán bajo su más seria responsabilidad. 
En caso de constatarse que la información consignada no se ajusta a la realidad, serán 
responsables civil, penal y administrativamente, según corresponda. 

Artículo 50.- En caso de suprimida una vacante en el Estado, en los entes autónomos, en los 
servicios descentralizados y en los Gobiernos Departamentales, el 4% (cuatro por ciento) del 
crédito se transferirá a un único objeto del gasto con destino exclusivo a rehabilitar cargos o 
funciones contratadas a ser provistos con personas con discapacidad. 

El jerarca del Inciso o del organismo o entidad obligada propiciará ante el Poder Ejecutivo -
previo informe favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría General de 
la Nación- la rehabilitación de los cargos o funciones contratadas a que refiere el inciso primero 
del presente artículo, y la trasposición de los respectivos créditos existentes en el objeto del gasto 
a nivel de programa y unidad ejecutora. 

La Contaduría General de la Nación en coordinación con la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
velará por el cumplimiento de esta obligación, no pudiendo demorarse más de ciento ochenta 
días el proceso de rehabilitación de esta clase de cargos o funciones contratadas. El plazo se 
contará a partir de la supresión de la vacante. 

Lo dispuesto en los incisos anteriores será de aplicación, en lo pertinente, a las personas públicas 
no estatales. 

Artículo 51.- A efectos de dar cumplimiento a la obligación contenida en los artículos 49 y 50 de 
la presente ley, se establece que: 

A) Se consideran vacantes todas aquellas situaciones originadas en cualquier circunstancia que 
determinen el cese definitivo del vínculo funcional. Esta disposición no incluye las 
provenientes de lo dispuesto en los artículos 32, 723, 724 y 727 de la Ley Nº 16.736, de 5 



de enero de 1996, ni las originadas en los escalafones "K" Militar, "L" Policial, "G" y "J" 
Docentes y "M" Servicio Exterior. 

B) El incumplimiento en la provisión de vacantes, de acuerdo con lo preceptuado en el 
inciso primero del artículo 49 de la presente ley, aparejará la responsabilidad de los jerarcas 
de los organismos respectivos, pudiéndose llegar a la destitución y cesantía de los mismos 
por la causal de omisión, de acuerdo con los procedimientos establecidos en la Constitución 
de la República, en las leyes y en los reglamentos respectivos. Esta disposición será 
aplicable a quienes representen al Estado en los organismos directivos de las personas de 
derecho público no estatales. 

C) El Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil será responsable por el incumplimiento 
de los contralores cometidos a dicha Oficina, pudiendo llegar a la destitución y cesantía del 
mismo por la causal de omisión de acuerdo con los procedimientos establecidos en la 
Constitución de la República, en las leyes y en los reglamentos respectivos. 

D) La Oficina Nacional del Servicio Civil deberá elaborar un proyecto de reglamentación de la 
presente ley en el plazo de sesenta días a partir de su promulgación que elevará al Poder 
Ejecutivo, quien dispondrá de un plazo de treinta días para su aprobación. En la 
reglamentación se preverá la forma en que los organismos deberán cubrir las vacantes, los 
requisitos de idoneidad para desempeñar los cargos y el régimen sancionatorio para los 
infractores de la misma, estableciéndose que la omisión en el cumplimiento de la ley será 
pasible de destitución o cesantía. 

E) El Poder Legislativo, el Poder Judicial, el Tribunal de Cuentas, la Corte Electoral, el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los Gobiernos Departamentales, los entes 
autónomos, los servicios descentralizados y las personas de derecho público no estatales, 
deberán dictar sus reglamentos a efectos de la aplicación de la presente ley, en un plazo 
máximo de sesenta días, contado a partir día siguiente al de aprobación del dictado por el 
Poder Ejecutivo, debiendo remitirlos, una vez aprobados, a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil para su conocimiento. 

F) Al momento de cubrir las vacantes los organismos referidos en el literal E), deberán 
especificar claramente la descripción y los perfiles necesarios de los cargos a ser cubiertos, 
debiendo, en todo caso, remitir dicha información a la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad. Ésta estudiará la información y en un plazo máximo de sesenta días podrá 
asesorar y aconsejar al organismo las medidas convenientes en todos aquellos aspectos que 
se le planteen respecto a la información que se le envíe y proponer las adaptaciones que 
estime necesarias para llevar adelante las pruebas en caso de selección por concurso. El 
organismo deberá atender en cada llamado, las recomendaciones realizadas por la Comisión 
Nacional Honoraria de la Discapacidad. 

G) El organismo obligado, en coordinación con la Comisión Nacional Honoraria de la 



Discapacidad, deberá dar al llamado la más amplia difusión posible. 

H) Se deberá crear un dispositivo en cada organismo público que vele por la adecuada 
colocación de la persona con discapacidad en el puesto de trabajo, contemplando las 
adaptaciones necesarias para el adecuado desempeño de las funciones, así como la 
eliminación de barreras físicas y del entorno social que puedan ser causantes de actitudes 
discriminatorias. 

I) La Oficina Nacional del Servicio Civil deberá impartir los instructivos y las directivas para 
el efectivo cumplimiento del presente artículo. 

Artículo 52.- En caso de que una persona se encuentre desempeñando tareas propias de un 
funcionario público con carácter permanente, en régimen de dependencia y cuyo vínculo inicial 
con el Estado, con los Gobiernos Departamentales, con los entes autónomos o con los servicios 
descentralizados se hubiere desvirtuado en algunos de sus elementos esenciales y adquiriera una 
discapacidad certificada conforme con lo dispuesto en el artículo 49 de la presente ley, la 
Administración queda obligada a su presupuestación siempre que el grado de discapacidad lo 
permita. 

A tales efectos deberá buscarse la adaptación del lugar de trabajo en que se desempeñaba a la 
discapacidad de la persona o en caso de imposibilidad fundada, redistribuirlo a otra función que 
pueda desarrollar según su idoneidad. 

Lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo es aplicable en caso de que quien 
adquiriera la discapacidad fuera una persona que ya tuviera contrato de función pública. 

La persona que se encontrare en esta situación mantiene la opción de no acogerse a este 
beneficio, optando en los casos habilitados por otras normas por los retiros incentivados o en 
caso de configurar causal, por la correspondiente jubilación. 

Artículo 53.- Los sujetos enumerados en el artículo 49 de la presente ley, deberán priorizar, en 
igualdad de condiciones, la adquisición de insumos y provisiones de empresas que contraten a 
personas con discapacidad, situación que deberá ser fehacientemente acreditada, de acuerdo con 
lo que establezca la reglamentación. 

Artículo 54.- Siempre que se conceda y se otorgue el uso de bienes del dominio público o 
privado del Estado o de los Gobiernos Departamentales para la explotación de pequeños 
emprendimientos comerciales o de servicios, se dará prioridad a las personas con discapacidad 
que estén en condiciones de desempeñarse en tales actividades en la forma y con los requisitos 
que se determine. 

Será nula toda concesión o permiso otorgado si se verifica que no ha sido observada la prioridad 
establecida en el inciso primero del presente artículo. 



Artículo 55.- En caso de disponerse la privatización total o parcial de entes del Estado o la 
tercerización de servicios prestados por los mismos, en los pliegos de condiciones se 
establecerán normas que permitan asegurar las preferencias y beneficios previstos por la presente 
ley. 

Artículo 56.- Facúltase al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para que en coordinación 
con el Ministerio de Economía y Finanzas, proponga en un plazo máximo de ciento ochenta días 
de promulgada la presente ley, los incentivos y beneficios para las entidades paraestatales y del 
sector privado que contraten personas con discapacidad, en calidad de trabajadores, y para las 
que contraten producción derivada de Talleres de Producción Protegida. 

Artículo 57.- El Ministerio de Industria, Energía y Minería, a través de la Dirección Nacional de 
Artesanías y Pequeñas y Medianas Empresas (DINAPYME), en coordinación con la Comisión 
Nacional Honoraria de la Discapacidad del Ministerio de Desarrollo Social, deberá realizar 
dentro del plazo de ciento ochenta días de la entrada en vigencia de la presente ley, un inventario 
de: 

1) Lugares disponibles a los efectos de lo dispuesto en el artículo 54 de la presente ley. 

2) Adjudicatarios de los mismos. 

3) Aspirantes a utilizarlos. 

Dicha información deberá ser actualizada mensualmente. 

Asimismo tendrá a su cargo el dictado de cursos destinados a proporcionar a quienes desarrollen 
pequeños emprendimientos los conocimientos necesarios. 

Artículo 58.- Corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, entre otros, los siguientes 
cometidos: 

A) Contralor de los trabajadores y de los ambientes de trabajo y estudio de medidas a tomar en 
situaciones específicas, horarios de trabajo, licencias, instrucción especial de los 
funcionarios, equipos e instalaciones adecuadas para prevenir accidentes y otros. 

B) Reglamentar e inspeccionar el funcionamiento de los Talleres de Producción Protegida. 

Artículo 59.- Las personas cuya discapacidad haya sido certificada por las autoridades 
competentes, tendrán derecho a los beneficios del empleo selectivo que la reglamentación 
regulará, pudiendo a tal fin entre otras medidas: 

A) Establecer la reserva con preferencia absoluta de ciertos puestos de trabajo. 

B) Señalar las condiciones de readmisión por las empresas de sus propios trabajadores una vez 



terminada su readaptación o rehabilitación profesional, procurando la incorporación a un 
puesto de trabajo que pueda desempeñar. 

Artículo 60.- En la reglamentación se establecerán los medios necesarios para completar la 
protección a dispensar a las personas con discapacidad en proceso de rehabilitación. Esta 
protección comprenderá: 

A) Medios y atención para facilitar o salvaguardar la realización de su tarea, así como el 
acondicionamiento de los puestos de trabajo que ellos ocupen para preservar el derecho al 
trabajo. 

B) Medidas de fomento o contribución directa para la organización de Talleres de Producción 
Protegida. 

C) Créditos para el establecimiento como trabajador independiente. 

Artículo 61.- Toda trabajadora o todo trabajador que tenga o adopte un hijo o hija con el 
Síndrome de Down, parálisis cerebral u otras discapacidades sensoriales, físicas o intelectuales 
severas y mientras lo tenga a su cuidado, tendrá derecho a solicitar licencia extraordinaria sin 
goce de sueldo por un período de seis meses, adicional al correspondiente a la licencia por 
maternidad o paternidad. 

La comunicación al empleador de dicha circunstancia deberá ser efectuada dentro del plazo de 
diez días de verificado el nacimiento o la adopción y será acompañada de un certificado médico 
que acredite la configuración de la causal. 

Artículo 62.- En caso de que la madre o el padre no puedan tener al niño o a la niña bajo su 
cuidado, la licencia establecida en el artículo 61 de la presente ley, podrá ser solicitada por la 
persona que lo tenga a su cargo. 

Artículo 63.- Institúyese en la actividad pública y privada el empleo a tiempo parcial, de acuerdo 
con la capacidad de cada individuo, para aquellas personas con discapacidad que no puedan 
ocupar un empleo a tiempo completo. 

Artículo 64.- Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar del pago de los aportes patronales de 
carácter jubilatorio correspondientes a las personas con discapacidad que sean contratadas por 
empresas industriales, agropecuarias, comerciales o de servicios, sin perjuicio de lo establecido 
por el artículo 56 de la presente ley. 

Se tendrán en cuenta no sólo las personas con discapacidad que presten servicios directamente en 
las instalaciones de la empresa del empleador sino también aquellas que realicen trabajo a 
domicilio, siempre que éstas, sean dependientes de la empresa objeto de la exoneración. 

Artículo 65.- Los empleadores que participen del régimen establecido en el artículo 64 de la 
presente ley, deberán inscribirse previamente en el Registro Nacional de Empleadores de 



Personas con Discapacidad, el que estará a cargo de la Dirección Nacional de Empleo del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

La reglamentación establecerá la forma y las condiciones de dicho Registro. 

Artículo 66.- Los programas sociales o laborales financiados con fondos del Estado, deberán 
otorgar acceso a personas con discapacidad en un porcentaje no inferior al previsto por el 
artículo 49 de la presente ley. 

CAPÍTULO IX  

ARQUITECTURA Y URBANISMO  

Sección I  

Disposiciones generales  

Artículo 67.- Las instituciones que gobiernen los espacios y los edificios de carácter público, así 
como otros organismos que puedan prestar asesoramiento técnico en la materia, se ocuparán 
coordinadamente de formular un cuerpo de reglamentaciones que permita ir incorporando 
elementos y disposiciones que sean útiles para el desenvolvimiento autónomo de la persona con 
discapacidad. 

Artículo 68.- La construcción, la ampliación y la reforma de los edificios de propiedad pública o 
privada destinados a un uso que implique concurrencia de público, así como la planificación y la 
urbanización de las vías públicas, parques y jardines de iguales características, se efectuarán de 
forma tal que todas las personas puedan acceder, ingresar, usar y egresar, especialmente en 
situaciones de emergencia, en condiciones de seguridad, equidad, confort y con la mayor 
autonomía posible. 

Artículo 69.- Las Intendencias Municipales deberán incluir normas sobre el tema y en sus 
respectivos Planes Reguladores o de Desarrollo Urbano, las disposiciones necesarias con el 
objeto de adaptar las vías públicas, parques, jardines y edificios, de acuerdo con las normas 
técnicas establecidas por el Instituto Uruguayo de Normas Técnicas (UNIT). 

Artículo 70.- Los organismos públicos vinculados a la construcción o cuyas oficinas técnicas 
elaboren proyectos arquitectónicos, deberán igualmente cumplir con las normas técnicas de 
UNIT sobre accesibilidad. 

Artículo 71.- En todos aquellos pliegos de licitación para la construcción de edificios públicos 
por parte de organismos del Estado, Gobiernos Departamentales y personas públicas no estatales, 
deberá disponerse de una cláusula que establezca la obligatoriedad de aplicar las normas técnicas 
a la que hace referencia la presente ley. 

El incumplimiento de esta norma traerá aparejado la nulidad de los mismos. 



Artículo 72.- Las instalaciones, edificios, calles, parques y jardines existentes, cuya vida útil sea 
aún considerable, serán adaptados gradualmente de acuerdo con el orden de prioridades que 
reglamentariamente se determine. 

Artículo 73.- Los entes públicos habilitarán en sus presupuestos las asignaciones necesarias para 
la financiación de esas adaptaciones en los inmuebles que de ellos dependen. 

Artículo 74.- En todos los proyectos de viviendas colectivas se programará un mínimo de 
unidades accesibles; asimismo, el conjunto en general debe ser adecuado para facilitar el acceso 
y uso de los lugares comunes. 

Artículo 75.- El Estado otorgará a través de la institución que corresponda, préstamos para 
refaccionar y acondicionar de acuerdo con las normas de accesibilidad UNIT la vivienda en la 
cual vive o va a vivir la persona con discapacidad. 

Sección II  

Accesibilidad de personas con discapacidad  

Artículo 76.- En cumplimiento de los artículos 68 y 69 de la presente ley, establécese como 
prioridad la supresión de barreras físicas con el fin de lograr la accesibilidad para las personas 
con discapacidad, mediante la aplicación de normas técnicas UNIT sobre accesibilidad en: 

A) Los ámbitos urbanos arquitectónicos y de transporte que se creen, en los existentes o en los 
que sean remodelados o sustituidos en forma total o parcial sus elementos constitutivos. 

B) Los edificios de uso público y privados con concurrencia de público. 

C) Las áreas sin acceso al público en general o las correspondientes a edificios industriales y 
comerciales. 

D) Las viviendas individuales. 

E) Las viviendas colectivas. 

Subsección I  

Definiciones  

Artículo 77.- A los fines de la presente ley entiéndase por: 

A) Accesibilidad para las personas con discapacidad: condición que cumple un espacio, objeto, 
instrumento, sistema o medio para que sea utilizable por todas las personas en forma segura 



y de la manera más autónoma y confortable posible. 

B) Barreras físicas urbanas: obstáculos existentes en las vías y espacios públicos que impiden o 
dificultan el desplazamiento y el uso de los elementos de urbanización. 

C) Barreras físicas arquitectónicas: aquellos obstáculos físicos que impiden que personas con 
discapacidad puedan llegar, acceder, desplazarse o hacer uso de las instalaciones de los 
edificios. 

D) Adaptabilidad: implica la posibilidad de modificar en el tiempo el medio físico con el fin de 
hacerlo completa y fácilmente accesible a las personas con discapacidad. 

E) Practicabilidad: implica la adaptación efectiva a requisitos mínimos de los espacios físicos 
de uso habitual por personas con discapacidad. 

F) Visitabilidad: refiere estrictamente al ingreso y uso de los espacios comunes y servicios 
higiénicos por parte de personas con discapacidad. 

Subsección II  

Disposiciones para el cumplimiento de la Sección I  

Artículo 78.- A los efectos de la aplicación del artículo 76 de la presente ley se deberá cumplir 
con lo dispuesto en las Normas Técnicas UNIT sobre accesibilidad correspondiente, teniendo en 
cuenta además, lo especificado a continuación y todo aquello que sin estar expresamente referido 
corresponda. En los ámbitos descriptos en el literal A) del artículo 76 referido: 

1) Itinerarios peatonales: contemplarán una anchura mínima en todo su recorrido que permita 
el paso de personas usuarias en silla de ruedas. Los pisos serán antideslizantes sin resaltos ni 
aberturas que permitan el tropiezo de personas usuarias de sillas de ruedas. Los desniveles 
de todo tipo tendrán un diseño, grado e inclinación que permitan la transitabilidad, 
utilización y seguridad de las personas con discapacidad. 

2) Escaleras y rampas: las escaleras deberán facilitar su utilización por parte de personas con 
discapacidad, estarán dotadas de pasamanos. Las rampas tendrán las características 
señaladas para los desniveles en el numeral 1) precedente. 

3) Parques, jardines, plazas y espacios libres: deberán observar en sus itinerarios peatonales las 
disposiciones establecidas para los mismos en el numeral 1) precedente. Los baños públicos 
deberán ser accesibles y utilizables por personas con discapacidad. 

4) Estacionamientos: en la vía pública tendrán lugares accesibles reservados y señalizados, 
cercanos a los accesos peatonales, para vehículos que transporten personas con 



discapacidad. 

5) Señales, equipamientos y elementos urbanos: deberán ser accesibles y se dispondrán de 
forma que no constituyan obstáculo, en especial, para las personas ciegas o de baja visión y 
para las personas que se desplacen en silla de ruedas. 

6) Obras en la vía pública: estarán señalizadas, protegidas y deberán permitir detectar a tiempo 
la existencia del obstáculo. En las obras que reduzcan la sección transversal de la acera se 
deberá construir un itinerario peatonal alternativo con las características señaladas en el 
numeral 1) precedente. 

Respecto de los edificios descriptos en el literal B) del artículo 76 de la presente ley: 

1) Deberán contemplar la accesibilidad y la posibilidad de su uso en todas sus partes por 
personas con discapacidad. 

2) Cuando corresponda contar con estacionamientos, se deberán reservar lugares accesibles 
cercanos a los accesos peatonales. 

3) Deberán contar con espacios de circulación horizontal y de comunicación vertical que 
permitan el desplazamiento y la maniobra de dichas personas. 

4) Deberán contar con zonas reservadas señalizadas y adaptadas a los efectos de ser utilizadas 
por personas que se desplazan en silla de ruedas. 

5) Deberán contar con servicios higiénicos adaptados a las necesidades de dichas personas. 

A los efectos de las áreas descriptas en el literal C) del artículo 76 de la presente ley, se deberán 
concretar los grados de adaptabilidad a las personas con discapacidad. 

Con respecto a las viviendas descriptas en el literal D) del artículo 76 de la presente ley se 
observarán, cuando corresponda, las disposiciones de esta ley y su reglamentación en materia de 
diseño, ejecución y remodelación. 

En lo que refiere a las viviendas descriptas en el literal E) del artículo 76 de la presente ley, 
deberán desarrollarse condiciones de adaptabilidad y practicabilidad en los grados y plazos que 
establezca la reglamentación para los conjuntos ya existentes, respetándose para las nuevas las 
disposiciones de la presente ley. 

Artículo 79.- Las prioridades, requisitos y plazos de las adecuaciones establecidas en los 
artículos 76 y 78 de la presente ley, relativas a barreras urbanas y en edificios de uso público 
serán determinadas por la reglamentación en base a la realización de planes de accesibilidad, 
pero su ejecución total no podrá exceder un plazo de ocho años desde la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley. 



El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en acuerdo con los 
Gobiernos Departamentales, fijará el orden de prioridad para el desarrollo de las obras 
pertinentes. 

En toda obra nueva la aprobación de los proyectos requerirá imprescindiblemente la inclusión en 
los mismos de las disposiciones establecidas en la presente ley, su reglamentación y las 
respectivas disposiciones municipales en la materia. 

En toda obra de remodelación de edificios de vivienda se exhorta cuando sea posible a efectuar 
las adecuaciones pertinentes de acuerdo con lo establecido en las normas previstas en el presente 
Capítulo. 

Artículo 80.- Las personas con discapacidad que utilicen para su desplazamiento animales 
especialmente adiestrados, podrán ingresar y permanecer acompañadas por estos, en todos los 
lugares abiertos al público sin restricción alguna, siendo obligación de los propietarios o 
encargados de los mencionados lugares, proporcionar los medios idóneos para el cumplimiento 
efectivo de esta norma. 

Artículo 81.- A los efectos de la presente se adopta como símbolo de accesibilidad el dispuesto 
por la norma UNIT 906. 

CAPÍTULO X  

TRANSPORTE  

Artículo 82.- Constituyen barreras en los transportes, a los efectos de la presente ley, aquellas 
existentes en el acceso y utilización de los medios de transporte público terrestre, aéreo y 
acuático de corta, media y larga distancia y aquéllas que dificulten el uso de medios propios de 
transporte por las personas con discapacidad, a cuya supresión se tenderá por la observancia de 
los siguientes criterios: 

A) Vehículos de transporte público: deberán permitir el ascenso y descenso de personas con 
discapacidad, con movilidad reducida y usuarios de silla de ruedas; tendrán asientos 
reservados señalizados y cercanos a la puerta por cada coche para personas con 
discapacidad. Los coches contarán con piso antideslizante, elevadores para silla de ruedas 
en el acceso al vehículo y espacio para ubicación de bastones, muletas, silla de ruedas y 
otros elementos de utilización por tales personas. En los transportes aéreos y marítimos 
deberá privilegiarse la asignación de ubicaciones próximas a los accesos para pasajeros con 
discapacidad. 

B) Estaciones de transportes: contemplarán un itinerario peatonal con las características 
señaladas en el numeral 1) del inciso primero del artículo 78 de la presente ley en toda su 
extensión; bordes de andenes de textura reconocible y antideslizantes; piso alternativo o 
molinetes; sistema de anuncios por parlantes y servicios sanitarios adaptados. En los 
aeropuertos se preverán sistemas mecánicos de ascenso y descenso de pasaje de las personas 



con discapacidad en el caso que no hubiera métodos alternativos. 

C) Transportes propios: las personas con discapacidad tendrán derecho a libre tránsito y 
estacionamiento de acuerdo con lo que establezcan las respectivas disposiciones 
municipales. Estos vehículos serán reconocidos por el distintivo de la identificación -
símbolo de accesibilidad- dispuesto en el artículo 81 de la presente ley. 

Artículo 83.- Todas las empresas de transporte colectivo nacional terrestre de pasajeros están 
obligadas a transportar gratuitamente a las personas con discapacidad en las condiciones que 
regulará la reglamentación. 

Artículo 84.- Se otorgarán franquicias de estacionamiento a los vehículos de las personas con 
discapacidad debidamente identificados. 

Artículo 85.- Las empresas de transporte colectivo terrestre, deberán dar publicidad suficiente, en 
forma legible y entendible, a las frecuencias de las unidades accesibles para personas con 
discapacidad y un servicio de consulta telefónica respecto de esta información. 

La información acerca de este servicio deberá exhibirse en las unidades, terminales y principales 
paradas de los recorridos de las empresas de transporte colectivo terrestre. 

Todas las oficinas de información turística, dependientes del Ministerio de Turismo y Deporte o 
de las Intendencias Municipales, deberán poseer la información sobre las frecuencias y un 
número telefónico de referencia. 

Artículo 86.- Las adecuaciones establecidas en el transporte público por el literal A) del 
artículo 82 de la presente ley, deberán ser tenidas especialmente en cuenta por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas al momento de autorizar la renovación de flota de las empresas de 
transporte colectivo de pasajeros. 

Sin perjuicio de lo anterior, en un plazo máximo de cinco años deberán existir unidades de 
transporte con estas características en cada departamento del país y cada empresa de transporte 
colectivo deberá tener, al menos, una unidad accesible por línea de recorrido. 

El resto de las adecuaciones establecidas por el literal B) del artículo 82 de la presente ley 
deberán ejecutarse en un plazo máximo de ocho años. 

Artículo 87.- Incorpórase al artículo 365 del Código Penal el siguiente numeral: 

 
"17. El que ocupare los lugares reservados para las personas con discapacidad en los 

estacionamientos de vehículos sin tener la condición de tal". 

CAPÍTULO XI  

NORMAS TRIBUTARIAS  



Artículo 88.- Facúltase al Poder Ejecutivo en las condiciones que éste reglamente, a otorgar a las 
personas con discapacidad que no cuenten con los ingresos suficientes o a las instituciones 
encargadas de su atención, la exoneración del pago de la totalidad de los derechos arancelarios y 
demás gravámenes a las importaciones de las siguientes ayudas técnicas, siempre que no se 
produzcan en el país: 

1) Prótesis auditivas, visuales y físicas. 

2) Ortesis. 

3) Equipos, medicamentos y elementos necesarios para la terapia y rehabilitación de personas 
con discapacidad. 

4) Equipos, maquinarias y útiles de trabajo especialmente diseñados o adaptados para ser 
usados por personas con discapacidad. 

5) Elementos de movilidad, cuidado e higiene personal necesarios para facilitar la autonomía y 
la seguridad de las personas con discapacidad. 

6) Elementos especiales para facilitar la comunicación, la información y la señalización para 
personas con discapacidad. 

7) Equipos y material pedagógico especiales para educación, capacitación y recreación de las 
personas con discapacidad. 

Se consideran ayudas técnicas todos aquellos elementos necesarios para el tratamiento de la 
deficiencia o discapacidad, con el objeto de lograr su recuperación o rehabilitación o para 
impedir su progresión o derivación en otra discapacidad. Asimismo, se consideran ayudas 
técnicas las que permiten compensar una o más limitaciones funcionales, motrices, sensoriales o 
cognitivas de la persona con discapacidad, con el propósito de permitirle salvar las barreras de 
comunicación y movilidad y de posibilitar su plena integración en condiciones de normalidad. 

Artículo 89.- La discapacidad que padezcan las personas que soliciten los beneficios previstos en 
el artículo 88 de la presente ley, deberá ser acreditada de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 28 y en el literal A) del artículo 37 de la presente ley, sin cuyo cumplimiento no se 
autorizará su importación. 

Artículo 90.- A los efectos de acceder a los beneficios establecidos en este capítulo, las personas 
con discapacidad destinatarias de las ayudas técnicas deberán estar inscriptas en el Registro 
Nacional de la Discapacidad. 

Artículo 91.- Quedan comprendidas en la Ley Nº 13.102, de 18 de octubre de 1962, las personas 
con discapacidad intelectual. 



Artículo 92.- A los efectos de esta ley se entenderá por asociaciones de segundo grado aquellas 
que están integradas por más de dos asociaciones civiles sin fines de lucro, con delegados electos 
por las mismas. Las asociaciones de segundo grado pueden ser confederaciones, federaciones, 
plenarios u otra forma asociativa que exista y contemple lo dicho anteriormente. 

CAPÍTULO XII  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS, DEROGACIONES Y ADECUACIONES  

Artículo 93.- Deróganse las Leyes Nº 16.095, de 26 de octubre de 1989; Nº 16.169, de 24 de 
diciembre de 1990; Nº 16.592, de 13 de octubre de 1994; Nº 17.216, de 24 de setiembre de 1999; 
Nº 18.094, de 9 de enero de 2007; el Decreto Nº 431/999, de 22 de diciembre de 1999, y el 
literal D) del artículo 1º de la Ley Nº 16.127, de 7 de agosto de 1990; los artículos 9º y 546, de la 
Ley Nº 17.296, de 21 de febrero de 2001, y el artículo 2º de la Ley Nº 17.378, de 25 de julio de 
2001. 

Artículo 94.- Efectúanse las siguientes adecuaciones en la normativa vigente: 

A) La remisión efectuada por el artículo 12 de la Ley Nº 16.226, de 29 de octubre de 1991, y 
por el artículo 768 de la Ley Nº 16.736, de 5 de enero de 1996, al artículo 42 de la Ley 
Nº 16.095, de 26 de octubre de 1989, debe entenderse realizada al artículo 49 de la presente 
ley. 

B) La remisión efectuada por el artículo 3º del Decreto Nº 442/991, de 22 de agosto de 1991, a 
la Ley Nº 16.095, de 26 de octubre de 1989, debe entenderse realizada a la presente ley. 

C) La remisión efectuada por el artículo 2º del Decreto Nº 564/005, de 26 de diciembre de 
2005, al artículo 9º de la Ley Nº 17.296, de 21 de febrero de 2001, debe entenderse 
realizada al artículo 50 de la presente ley. 

D) La remisión efectuada por los artículos 8º, 9º, 10, 16 y 17 del Decreto Nº 205/007, de 11 de 
junio de 2007, a la Ley Nº 16.095, de 26 de octubre de 1989, y a la Ley Nº 18.094, de 9 de 
enero de 2007, debe entenderse realizada a la presente ley. 

    Sala de Sesiones de la Asamblea General, en Montevideo, a 9 de febrero de 2010. 

CARLOS MOREIRA, 
Primer Vicepresidente. 

Hugo Rodríguez Filippini, 
José Pedro Montero, 

Secretarios. 

MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 
 MINISTERIO DEL INTERIOR 
  MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 



   MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
    MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
     MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
      MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
       MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
        MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
         MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
          MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE 
           MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE 
            MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

Montevideo, 19 de febrero de 2010. 

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el Registro Nacional de Leyes 
y Decretos, la Ley por la que establecen normas sobre la protección integral a las personas con 
discapacidad.  

TABARÉ VÁZQUEZ. 
MARÍA JULIA MUÑOZ. 

JORGE BRUNI. 
NELSON FERNÁNDEZ. 
ANDRÉS MASOLLER. 

GONZALO FERNÁNDEZ. 
MARÍA SIMON. 
VÍCTOR ROSSI. 
RAÚL SENDIC. 

JULIO BARÁIBAR. 
ANDRÉS BERTERRECHE. 

HÉCTOR LESCANO. 
CARLOS COLACCE. 

ANA OLIVERA. 

 

 



















Publicada D.O. 14 set/004 - Nº 26586 

Ley Nº 17.823 

CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General,  

DECRETAN: 

CAPÍTULO I  

PRINCIPIOS GENERALES  

Artículo 1º. (Ambito de aplicación).- El Código de la Niñez y la Adolescencia es de aplicación a todos los seres humanos 
menores de dieciocho años de edad. 

A los efectos de la aplicación de este Código, se entiende por niño a todo ser humano hasta los trece años de edad y por
adolescente a los mayores de trece y menores de dieciocho años de edad. 

Siempre que este Código se refiere a niños y adolescentes comprende ambos géneros. 

Artículo 2º. (Sujetos de derechos, deberes y garantías).- Todos los niños y adolescentes son titulares de derechos, deberes
y garantías inherentes a su calidad de personas humanas. 

Artículo 3º. (Principio de protección de los derechos).- Todo niño y adolescente tiene derecho a las medidas especiales de
protección que su condición de sujeto en desarrollo exige por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 

Artículo 4º. (Interpretación).- Para la interpretación de este Código, se tendrán en cuenta las disposiciones y principios 
generales que informan la Constitución de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, leyes nacionales y 
demás instrumentos internacionales que obligan al país. 

En los casos de duda se deberá recurrir a los criterios generales de interpretación y, especialmente, a las normas propias
de cada materia. 

Artículo 5º. (Integración).- En caso de vacío legal o insuficiencia se deberá recurrir a los criterios generales de integración y, 
especialmente, a las normas propias de cada materia. 

Artículo 6º. (Criterio específico de interpretación e integración: el interés superior del niño y adolescente).- Para la 
interpretación e integración de este Código se deberá tener en cuenta el interés superior del niño y adolescente, que consiste
en el reconocimiento y respeto de los derechos inherentes a su calidad de persona humana. En consecuencia, este principio
no se podrá invocar para menoscabo de tales derechos. 

Artículo 7º. (Concurrencia para la efectividad y la protección de los derechos de los niños y adolescentes).- 

1) La efectividad y protección de los derechos de los niños y adolescentes es prioritariamente de los padres o tutores -en 
su caso - , sin perjuicio de la corresponsabilidad de la familia, la comunidad y el Estado. 
 

2) El Estado deberá actuar en las tareas de orientación y fijación de las políticas generales aplicables a las distintas 
áreas vinculadas a la niñez y adolescencia y a la familia, coordinando las actividades públicas y privadas que se 
cumplen en tales áreas. 
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CAPÍTULO II  

DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES  

Artículo 8º. (Principio general).- Todo niño y adolescente goza de los derechos inherentes a la persona humana. Tales 
derechos serán ejercidos de acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la forma establecida por la Constitución de la 
República, los instrumentos internacionales, este Código y las leyes especiales. En todo caso tiene derecho a ser oído y 
obtener respuestas cuando se tomen decisiones que afecten su vida. 

Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos procesales en defensa de sus derechos, siendo preceptiva la asistencia
letrada. El Juez ante quien acuda tiene el deber de designarle curador, cuando fuere pertinente, para que lo represente y
asista en sus pretensiones. 

Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de 
lo establecido en los incisos anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones cumplidas en forma contraria a lo aquí
dispuesto. 

Artículo 9º. (Derechos esenciales).- Todo niño y adolescente tiene derecho intrínseco a la vida, dignidad, libertad, identidad,
integridad, imagen, salud, educación, recreación, descanso, cultura, participación, asociación, a los beneficios de la seguridad
social y a ser tratado en igualdad de condiciones cualquiera sea su sexo, su religión, etnia o condición social. 

Artículo 10. (Derecho del niño y adolescente con capacidad diferente).- Todo niño y adolescente, con capacidad diferente 
psíquica, física o sensorial, tiene derecho a vivir en condiciones que aseguren su participación social a través del acceso
efectivo especialmente a la educación, cultura y trabajo. 

Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad de la persona. 

Artículo 11. (Derecho a la privacidad de la vida).- Todo niño y adolescente tiene derecho a que se respete la privacidad de
su vida. Tiene derecho a que no se utilice su imagen en forma lesiva, ni se publique ninguna información que lo perjudique y
pueda dar lugar a la individualización de su persona. 

Artículo 12. (Derecho al disfrute de sus padres y familia).- La vida familiar es el ámbito adecuado para el mejor logro de la 
protección integral. 

Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y a crecer junto a su familia y a no ser separado de ella por razones
económicas. 

Sólo puede ser separado de su familia cuando, en su interés superior y en el curso de un debido proceso, las autoridades
determinen otra relación personal sustitutiva. 

En los casos en que sobrevengan circunstancias especiales que determinen la separación del núcleo familiar, se respetará
su derecho a mantener vínculos afectivos y contacto directo con uno o ambos padres, salvo si es contrario a su interés
superior. 

Si el niño o adolescente carece de familia, tiene derecho a crecer en el seno de otra familia o grupo de crianza, la que será
seleccionada atendiendo a su bienestar. 

Sólo en defecto de esta alternativa, se considerará el ingreso a un establecimiento público o privado. Se procurará que su
estancia en el mismo sea transitoria. 

Artículo 13. (Conflictos armados).- Los niños y adolescentes no pueden formar parte de las hostilidades en conflictos 
armados ni recibir preparación para ello. 

CAPÍTULO III 

 

3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibilidad de los padres y demás obligados, el Estado deberá actuar 
preceptivamente, desarrollando todas las actividades integrativas, complementarias o supletivas que sean necesarias 
para garantizar adecuadamente el goce y ejercicio de los derechos de los niños y adolescentes.
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DE LOS DEBERES DEL ESTADO  

Artículo 14. (Principio general).- El Estado protegerá los derechos de todos los niños y adolescentes sujetos a su 
jurisdicción, independientemente del origen étnico, nacional o social, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra
índole, la posición económica, los impedimentos psíquicos o físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño o de sus
representantes legales. 

El Estado pondrá el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres o sus
representantes legales, cuya preocupación fundamental será el interés superior del niño, tienen obligaciones y derechos
comunes en lo que respecta a su crianza y desarrollo. 

El Estado asegurará la aplicación de toda norma que dé efectividad a esos derechos. 

Artículo 15. (Protección especial).- El Estado tiene la obligación de proteger especialmente a los niños y adolescentes 
respecto a toda forma de: 

CAPÍTULO IV  

DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O RESPONSABLES  

Artículo 16. (De los deberes de los padres o responsables).- Son deberes de los padres o responsables respecto de los 
niños y adolescentes: 

A) Abandono, abuso sexual o explotación de la prostitución. 
 

B) Trato discriminatorio, hostigamiento, segregación o exclusión en los lugares de estudio, esparcimiento o trabajo. 
 

C) Explotación económica o cualquier tipo de trabajo nocivo para su salud, educación o para su desarrollo físico, 
espiritual o moral. 
 

D) Tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
 

E) Estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inhalantes y drogas. 
 

F) Situaciones que pongan en riesgo su vida o inciten a la violencia, como el uso y el comercio de armas. 
 

G) Situaciones que pongan en peligro su seguridad, como detenciones y traslados ilegítimos. 
 

H) Situaciones que pongan en peligro su identidad, como adopciones ilegítimas y ventas. 
 

I) Incumplimiento de los progenitores o responsables de alimentarlos, cuidar su salud y velar por su educación.

A) Respetar y tener en cuenta el carácter de sujeto de derecho del niño y del adolescente. 
 

B) Alimentar, cuidar su salud, su vestimenta y velar por su educación. 
 

C) Respetar el derecho a ser oído y considerar su opinión. 
 

D) Colaborar para que sus derechos sean efectivamente gozados. 
 

E) Prestar orientación y dirección para el ejercicio de sus derechos. 
 

F) Corregir adecuadamente a sus hijos o tutelados. 
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CAPÍTULO V  

DE LOS DEBERES DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES  

Artículo 17. (De los deberes de los niños y adolescentes).- Todo niño y adolescente tiene el deber de mantener una actitud 
de respeto en la vida de relación familiar, educativa y social, así como de emplear sus energías físicas e intelectuales en la
adquisición de conocimientos y desarrollo de sus habilidades y aptitudes. 

Especialmente deberán: 

CAPÍTULO VI  

POLÍTICAS SOCIALES DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN A LA  
NIÑEZ Y ADOLESCENCIA  

Artículo 18. (Objetivos).- Son objetivos fundamentales: 

Artículo 19. (Vida familiar y en sociedad).- Son principios básicos: 

G) Solicitar o permitir la intervención de servicios sociales especiales cuando se produzca un conflicto que no pueda ser 
resuelto en el interior de la familia y que pone en grave riesgo la vigencia de los derechos del niño y del adolescente. 
 

H) Velar por la asistencia regular a los centros de estudio y participar en el proceso educativo. 
 

I) Todo otro deber inherente a su calidad de tal.

A) Respetar y obedecer a sus padres o responsables, siempre que sus órdenes no lesionen sus derechos o 
contravengan las leyes. 
 

B) Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a sus ascendientes en su enfermedad y ancianidad. 
 

C) Respetar los derechos, ideas y creencias de los demás. 
 

D) Respetar el orden jurídico. 
 

E) Conservar el medio ambiente. 
 

F) Prestar, en la medida de sus posibilidades, el servicio social o ayuda comunitaria, cuando las circunstancias así lo 
exijan. 
 

G) Cuidar y respetar su vida y su salud.

A) Promoción social. Deberá asegurarse la promoción tendiente a favorecer el desarrollo integral de todas las 
potencialidades del niño y del adolescente como persona en condición de ser en desarrollo, a efectos de procurar su 
integración social en forma activa y responsable como ciudadano. Se cuidará especialmente la promoción en equidad, 
evitando que se generen desigualdades por conceptos discriminatorios por causa de sexo, etnia, religión o condición 
social. 
 

B) Protección y atención integral. Deberá asegurarse una protección integral de los derechos y deberes de los niños y 
adolescentes, así como asegurar una atención especial por parte del Estado y de la sociedad ante la necesidad de 
ofrecer atención personalizada en determinadas situaciones.

A) El fortalecimiento de la integración y permanencia de los niños y adolescentes en los ámbitos primarios de 
socialización: la familia y las instituciones educativas. 
 

Page 4 of 43Ley 17.823

10/14/2011http://sip.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=17823



Artículo 20. (Afirmación de políticas sociales).- Las normas que regulan la vigencia efectiva de los derechos de los niños y
adolescentes en las áreas de supervivencia y desarrollo, requerirán de la implementación de un sistema de políticas sociales
básicas, complementarias, de protección especial, de carácter integral, que respondan a la diversidad de realidades y
comprendan la coordinación entre el Estado y la sociedad civil. 

Artículo 21. (Criterio rector).- Es criterio rector velar por el desarrollo armónico de los niños y adolescentes, 
correspondiendo fundamentalmente a la familia y a los sistemas de salud y educación su seguimiento hasta la mayoría de
edad, según el principio de concurrencia que emerge del artículo 7º de este Código. 

Artículo 22. (Líneas de acción).- La atención hacia la niñez y la adolescencia se orientará primordialmente a: 

CAPÍTULO VII  

I - De la filiación 

Artículo 23. (Derecho a la filiación).- Todo niño y adolescente tiene derecho a conocer quiénes son sus padres. 

Artículo 24. (Derecho a la protección).- Todo niño y adolescente tiene derecho, hasta la mayoría de edad, a recibir de sus
padres y responsables la protección y cuidados necesarios para su adecuado desarrollo integral y es deber de éstos el
proporcionárselos. 

Artículo 25. (Derecho a la identidad).- Sin perjuicio de las normas del Registro de Estado Civil, el recién nacido deberá ser 
identificado mediante las impresiones plantar y digital acompañadas por la impresión digital de la madre. 

Todas las maternidades públicas y privadas deberán llevar un registro para cumplir con lo dispuesto en el inciso anterior, al
momento de realizarse el parto. Se le otorgará copia a la madre y se enviará otra al Registro de Estado Civil. 

Los médicos o parteros que asistan nacimientos fuera de la maternidad, deberán realizar el registro de igual forma y, en
caso de imposibilidad, anotarlo en la historia clínica. 

En este último caso y fuera de las hipótesis señaladas anteriormente, las impresiones digital y plantar del recién nacido se

B) La descentralización territorial que asegure el acceso de los niños, adolescentes y familias en toda la gama de 
servicios básicos. 
 

C) La participación de la sociedad civil y la promoción de la solidaridad social hacia los niños y adolescentes.

A) La aplicación de políticas sociales básicas, que hagan efectivos los derechos consagrados en la Constitución de la 
República, para todos los niños y los adolescentes. 
 

B) La creación de programas de atención integral, para aquellos que lo necesiten, por carencia temporal o permanente: 
niños y adolescentes con capacidad diferente, situación de desamparo o marginalidad. 
 

C) La implementación de medidas apropiadas para que los niños tengan derecho a beneficiarse de los servicios de 
instalaciones de guarda, especialmente en el caso de que los padres trabajen. 
 

D) La adopción de programas integrales y servicios especiales de prevención y atención médica y psicosocial a las 
víctimas de negligencia, maltrato, violencia o explotación laboral o sexual. 
 

E) La aplicación de programas de garantías para la protección jurídico-social de los niños y adolescentes en conflicto con 
la ley, y de educación para la integración social. 
 

F) La adopción de programas de promoción de la niñez y adolescencia en las áreas deportivas, culturales y recreativas, 
entre otras. 
 

G) La creación de sistemas de indicadores de desarrollo del niño y del adolescente, respetando el derecho a la 
privacidad y el secreto profesional.
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tomarán al momento de hacerse la inscripción en el Registro de Estado Civil. 

Artículo 26. (Derecho al nombre y apellidos familiares). Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, a ser inscripto con 
nombre y apellido. 

Artículo 27. (Del nombre).- 

En la sentencia deberá dejarse constancia de la decisión respecto de los apellidos del adoptado, la que será anotada al
margen de la partida de nacimiento. 

Artículo 28. (Derecho y deber a reconocer los hijos propios).- Todo progenitor tiene el derecho y el deber, cualquiera fuere 
su estado civil, de reconocer a sus hijos. 

Derógase el inciso tercero del artículo 227 del Código Civil. 

Modifícase la redacción del inciso cuarto del artículo 227 del Código Civil, el que quedará redactado de la siguiente forma:  

Entiéndese, en todo el ordenamiento jurídico, las expresiones "hijo legítimo" e "hijo natural" como "hijo habido dentro del
matrimonio" e "hijo habido fuera del matrimonio", respectivamente.

1) El hijo habido dentro del matrimonio llevará como primer apellido el de su padre y como segundo el de su madre. 
 

2) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por ambos padres, llevará como primer apellido el de su padre y como 
segundo el de su madre. 
 

3) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por su padre llevará como primer apellido el de éste y como segundo el 
de la mujer que surja acreditada como su madre. 
 

4) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por su madre llevará los dos apellidos de ésta. Si la madre no tuviere 
segundo apellido el niño llevará como primero el de su madre biológica seguido de uno de uso común. 
 

5) El hijo habido fuera del matrimonio que no es inscripto por su padre ni por su madre, llevará igualmente en segundo 
lugar el apellido de su madre, en caso de ser ésta conocida y en primer lugar uno de uso común. 
 

6) El hijo habido fuera del matrimonio cuyos padres se desconocen, inscripto de oficio, llevará dos apellidos de uso 
común seleccionados por el Oficial del Registro de Estado Civil interviniente. 
 

7) Los apellidos de uso común serán sustituidos por el del padre o la madre que reconozca a su hijo o sean declarados 
tales por sentencia, debiendo recabarse a tales efectos la voluntad del reconocido que haya cumplido los trece años 
de edad (artículo 32). 
 

8) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por un familiar del niño, llevará dos apellidos, como primer apellido uno 
de uso común, seleccionado por el familiar interviniente y en segundo lugar el de la madre conocida. 
 

9) En los casos de legitimación adoptiva, el hijo llevará como primer apellido el de su padre y como segundo el de su 
madre legitimantes. La sentencia que autorice la legitimación adoptiva dispondrá el o los nombres de pila con que 
será inscripto el legitimado. 
 

10) En los casos de adopción simple realizada por un matrimonio, el o los apellidos del adoptado serán sustituidos por el 
del padre y madre adoptantes. Si la adopción simple fuere realizada por un hombre, el adoptado sustituirá su primer 
apellido por el del adoptante. Si la adopción simple fuere realizada por una mujer, el adoptado sustituirá su segundo 
apellido por el de la adoptante. No obstante, si se tratare de la adopción de un adolescente, podrá convenir con el o 
los adoptantes si mantendrá sus apellidos de origen o sustituirá alguno de ellos por el del o de los adoptantes.

"No se admitirá el reconocimiento de hijos naturales, aún después de disuelto el matrimonio, cuando ese reconocimiento 
se pretenda hacer a favor de una persona que tenga la posesión notoria de hijo legítimo, sin perjuicio de las acciones 
que, legalmente, se admiten para contestar esa filiación".
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Artículo 29.- Sustitúyense los artículos 214, 215, 216, 217, 218, 219, 220 y 221 del Código Civil, los que quedarán 
redactados de la siguiente manera: 

Artículo 30. (Capacidad de los padres para reconocer a sus hijos).- Todo progenitor tiene el derecho y el deber, cualquiera 
fuere su estado civil y edad, a reconocer a su hijo. 

No obstante, las mujeres menores de doce años y los varones menores de catorce no podrán realizar reconocimientos
válidos sin aprobación judicial, previa vista del Ministerio Público. 

En los casos de padres niños o adolescentes no casados, el Juez decidirá a quién se le atribuyen los derechos y deberes
inherentes a la tutela, otorgando preferencia a los abuelos que convivan con el padre que reconoce y el reconocido.

"ARTÍCULO 214.- Viviendo los cónyuges de consuno, y sin perjuicio de la prueba en contrario, la ley considera al marido 
padre de la criatura concebida por su esposa durante el matrimonio. 
 

  Las personas legitimadas por la ley, podrán destruir esta presunción acreditando que el vínculo biológico de paternidad 
no existe. 
 

ARTÍCULO 215.- Se considera concebida dentro del matrimonio, a la criatura nacida fuera de los ciento ochenta días 
después de contraído éste y dentro de los trescientos días siguientes a su disolución. Esta presunción es relativa. 
 

ARTÍCULO 216.- Se considera, asimismo, al marido padre de la criatura nacida de su mujer, dentro de los ciento 
ochenta días siguientes al matrimonio, siempre que aquél haya conocido el embarazo antes de contraer matrimonio o 
haya admitido su paternidad expresa o tácitamente por cualquier medio inequívoco. Fuera de estos casos, bastará al 
marido con negar judicialmente la paternidad de la criatura habida por su mujer, de lo que se le dará conocimiento a 
ésta. Si la madre se opusiera surgirá el contradictorio. 
 

ARTÍCULO 217.- La presunción de paternidad del marido que se configura conforme a lo dispuesto por los artículos 214, 
215 y 216 de este Código, podrá ser libremente impugnada por el marido, el hijo o los herederos de uno u otro, dentro 
de los plazos y en las condiciones que se dispone en los artículos siguientes. 
 

ARTÍCULO 218.- El marido podrá ejercer la acción de desconocimiento de paternidad a efectos de impugnar la 
presunción de legitimidad que hubiera surgido, dentro del plazo de un año contado desde que tomó conocimiento del 
nacimiento de la criatura cuya paternidad la ley le atribuye 
 

  Sus herederos podrán continuar la acción intentada por éste, o iniciar la misma, si el marido hubiera muerto dentro del 
plazo hábil para deducirla. Los herederos dispondrán del plazo de un año a contar desde el fallecimiento del marido. 
 

ARTÍCULO 219.- Hallándose el hijo en posesión del estado filiatorio legítimo, tenga o no su título, podrá impugnar la 
presunción de paternidad, actuando debidamente representado por un curador "ad litem", dentro del plazo de un año a 
contar desde el nacimiento. Si la acción no hubiera sido intentada durante la menor edad del hijo, podrá ejercerla éste 
dentro del plazo de un año a partir de su mayoría. En caso de fallecer el hijo dentro del plazo hábil para interponer la 
demanda de impugnación de la paternidad o durante su minoría de edad sin haberla interpuesto, la acción podrá ser 
ejercida por los herederos de éste dentro del plazo que aquél contaba. 
 

ARTÍCULO 220.- De faltar la posesión de estado de filiación legítima aun cuando exista su título, la acción de 
desconocimiento de paternidad podrá ser intentada indistintamente por la madre, por un curador "ad litem" que actúe en 
representación del hijo, por el padre biológico que manifieste su ánimo de reconocerlo o por el hijo al llegar a la mayoría 
de edad. La madre y el padre biológico no podrán accionar una vez que su hijo haya llegado a la mayoría de edad. En 
ausencia de posesión de estado de filiación legítima, la acción será imprescriptible para el hijo. 
 

  En los casos en que este artículo, el precedente y el inciso cuarto del artículo 227 se refieren a posesión de estado, no 
se requiere el transcurso del tiempo reclamado por el artículo 47 de este Código. 
 

  El acogimiento de la acción deducida por la madre o por el padre biológico, dejará al hijo emplazado en el estado civil 
de hijo natural del demandante. 
 

ARTÍCULO 221.- El proceso no será válidamente entablado si no intervienen en el mismo, en calidad de sujetos activos 
o pasivos, en su caso, el marido, la madre y el hijo de ésta".
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Previo a todas las decisiones a que refiere el inciso anterior que requieran autorización judicial, se deberá oír al padre o a la
madre que haya reconocido al hijo y que aún no tenga dieciocho años cumplidos de edad. 

La patria potestad será ejercida en forma plena por ambos padres, a partir de que éstos cumplan dieciocho años. 

Artículo 31. (Formalidades del reconocimiento). El reconocimiento puede tener lugar: 

Artículo 32. (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo fuere reconocido luego de haber cumplido trece años de edad, tiene
derecho a expresar en forma ante el Oficial del Registro de Estado Civil su voluntad de seguir usando los apellidos con los
que hasta entonces era identificado. Dicha expresión de voluntad será anotada al margen de su partida de nacimiento. 

Artículo 33. (Inscripción tardía).- El derecho consagrado en el artículo anterior, también rige para los supuestos de
inscripciones tardías de hijos mayores de trece años. 

Tratándose de inscripción tardía de hijos habidos dentro del matrimonio, basta con la presencia de uno o de ambos padres,
sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones legales correspondientes. 

II - De la tenencia del niño y adolescente 

Artículo 34. (Tenencia por los padres).- 

Artículo 35. (Facultades del Juez de Familia).- En caso de no existir acuerdo de los padres, el Juez resolverá, teniendo en
cuenta las siguientes recomendaciones: 

Artículo 36. (Tenencia por terceros).- 

1) Por la simple declaración formulada ante el Oficial del Registro de Estado Civil por el padre o la madre biológicos en 
oportunidad de la inscripción del nacimiento del hijo, como hijo habido fuera del matrimonio, suponiendo la sola 
inscripción reconocimiento expreso. 
 

2) Por testamento, en cuyo caso el reconocimiento podrá ser expreso o implícito. 
 

3) Por escritura pública.

1) Cuando los padres estén separados, se determinará de común acuerdo cómo se ejercerá la tenencia (artículo 177 del 
Código Civil). 
 

2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia la resolverá el Juez de Familia, dictando las medidas necesarias para 
su cumplimiento.

A) El hijo deberá permanecer con el padre o la madre con quien convivió el mayor tiempo, siempre que lo favorezca. 
 

B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor de dos años, siempre que no sea perjudicial para él. 
 

C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el Juez siempre deberá oír y tener en cuenta la opinión del niño o 
adolescente.

1) Cualquier interesado puede solicitar la tenencia de un niño o adolescente siempre que ello tenga como finalidad el 
interés superior de éste. El Juez competente, bajo la más seria responsabilidad funcional, deberá evaluar el entorno 
familiar ofrecido por el interesado. 
 

2) La persona que ejerce la tenencia de un niño o adolescente está obligada a brindarle la protección y cuidados 
necesarios para su desarrollo integral. 
 

3) La persona que no se sienta capacitada para proseguir con la tenencia, deberá ponerlo en conocimiento del Juez de 
Familia, quien resolverá la situación del niño o adolescente.
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Artículo 37. (Procedimiento).- Todas las pretensiones relativas a la tenencia, recuperación de tenencia o guarda de los
niños o adolescentes, se regularán por el procedimiento extraordinario consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 del 
Código General del Proceso. La ratificación de tenencia se tramitará por el procedimiento voluntario (artículos 402 y 
siguientes del Código General del Proceso). Es Juez competente para conocer en dichas pretensiones, el del domicilio del
niño o adolescente. 

III – Visitas 

Artículo 38. (Principio general).- Todo niño y adolescente tiene derecho a mantener el vínculo, en orden preferencial, con 
sus padres, abuelos y demás familiares y consecuentemente, a un régimen de visitas con los mismos. Sin perjuicio que el
Juez competente basado en el interés superior del niño o adolescente, incluya a otras personas con las que aquél haya
mantenido vínculos afectivos estables. 

Artículo 39. (Determinación de las visitas).- 

Artículo 40. (Incumplimiento en permitir las visitas).- La parte que está obligada a permitir las visitas o entregar al niño o
adolescente de acuerdo al régimen establecido, y se negara en forma inmotivada, habilitará a que la otra parte acuda
personalmente ante el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus veces en donde este no exista, el cual dispondrá de
inmediato la comparecencia de la parte incumplidora, siendo notificada por la Policía. En caso de incomparecencia, podrá ser
conducida por la fuerza pública, si así lo dispusiere el Juez. 

El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus veces, escuchará a ambas partes y de ser inmotivada la reticencia de la
parte obligada a permitir las visitas, dispondrá -apreciando las circunstancias del caso, la edad y especialmente los intereses 
del niño o adolescente- la entrega del mismo a la parte que lo reclama, la cual deberá reintegrarlo según lo acordado, salvo
que el Juez de Familia entienda que deberá conservarlo el solicitante, hasta tanto resuelva el Juez de la causa. 

Artículo 41. (Régimen de visitas definitivo).- El día hábil inmediato siguiente, el Juez de Familia de Urgencia o quien haga
sus veces en donde este no exista dará cuenta al Juez de Familia que intervino en la fijación del régimen de visitas,
remitiéndole los antecedentes, quien resolverá en definitiva sobre el mantenimiento o no del régimen fijado. 

A tales efectos, deberá convocar a las partes a una audiencia, la cual deberá celebrarse en un plazo no mayor a los tres
días hábiles de recibidos los antecedentes. En dicha audiencia será preceptiva la presencia del Ministerio Público y Fiscal, así
como la asistencia letrada. 

Artículo 42. (Incumplimiento en realizar las visitas).- Si la parte a cuyo favor se establece un régimen de visitas, no
cumpliere con el mismo, podrá la otra parte acudir al Juez de Familia competente, explicando la situación y la repercusión que
la falta de cumplimiento por parte del obligado tiene sobre sus hijos. 

En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 40 y el artículo 41. 

Artículo 43. (Sanción por incumplimiento).- El incumplimiento grave o reiterado del régimen de visitas homologado o fijado
judicialmente podrá originar la variación de la tenencia si ello no perjudicara el interés del niño o adolescente, sin perjuicio de
las sanciones pecuniarias que fije el Juez a instancia de parte o de oficio, cuyo producido será en beneficio de aquél. 

El Juez deberá hacer saber a la parte incumplidora que el desatender las necesidades afectivas de los hijos puede dar
lugar a la pérdida de la patria potestad y al delito previsto en el artículo 279 B. del Código Penal. 

Artículo 44. (Principio general de procedimiento).- Todas las pretensiones que conciernen al régimen de visitas, se
regularán por el procedimiento extraordinario consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código General del 
Proceso. 

Es Juez competente para conocer en dichas pretensiones, el del domicilio del niño o adolescente. 

CAPÍTULO VIII 

1) La determinación de las visitas se fijará de común acuerdo entre las partes. 
 

2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el ejercicio del derecho mencionado, el Juez de Familia fijará el mismo. Se 
garantizará el derecho del niño o adolescente a ser oído, teniendo en cuenta su opinión, la cual se recabará en un 
ámbito adecuado.
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DE LOS ALIMENTOS  

Artículo 45. (Concepto de deber de asistencia familiar).- El deber de asistencia familiar está constituido por los deberes y
obligaciones a cargo de los integrantes de la familia u otros legalmente asimilados a ellos, cuya finalidad es la protección
material y moral de los miembros de la misma. 

Bajo la denominación de alimentos, se alude en este Código a la asistencia material. 

Artículo 46. (Concepto de alimentos).- Los alimentos están constituidos por las prestaciones monetarias o en especie que
sean bastantes para satisfacer, según las circunstancias particulares de cada caso, las necesidades relativas al sustento,
habitación, vestimenta, salud y los gastos necesarios para adquirir una profesión u oficio, educación, cultura y recreación. 

También se consideran alimentos los gastos de atención de la madre durante el embarazo, desde la concepción hasta la
etapa del posparto. 

Las prestaciones deberán ser proporcionales a las posibilidades económicas de los obligados y a las necesidades de los
beneficiarios. 

Artículo 47. (Forma de prestación de los alimentos).- Las prestaciones alimentarias serán servidas en dinero o en especie, 
o de ambas formas, en atención a las circunstancias de cada caso. 

Todas las prestaciones se servirán en forma periódica y anticipada. 

El obligado a prestar alimentos podrá exigir de la persona que administre la pensión alimenticia, rendición de cuentas sobre
los gastos efectuados para los beneficiarios. 

El Juez apreciará si corresponde dar trámite a la solicitud de rendición de cuentas. 

Artículo 48. (De la vigencia de la prestación alimentaria).- La prestación alimentaria se debe desde la interposición de la
demanda. 

Tratándose de aumento o reducción de la prestación, la misma surtirá efecto desde la interposición de la demanda, salvo
que el Juez, apreciando las circunstancias del caso, disponga que se aplique desde que la sentencia quede ejecutoriada. 

La convenida extrajudicialmente, se debe desde la fecha pactada. 

Artículo 49. (Alimentos provisionales).- El Juez al proveer sobre la demanda, y atendidas las circunstancias invocadas, 
fijará alimentos provisionales. 

Artículo 50. (Beneficiarios de la obligación alimentaria).- Son acreedores de la obligación alimentaria los niños y
adolescentes así como los mayores de dieciocho años y menores de veintiuno que no dispongan -en el último caso- de 
medios de vida propios y suficientes para su congrua y decente sustentación. 

Artículo 51. (Personas obligadas a prestar alimentos y orden de preferencia).- Los alimentos se prestarán por los padres o, 
en su caso, por el o los adoptantes. Para el caso de imposibilidad o insuficiencia del servicio pensionario, se prestarán
subsidiariamente de acuerdo al siguiente orden: 

En los casos previstos en los numerales 1) y 4), si concurrieren varias personas en el mismo orden, la obligación será
divisible y proporcional a la posibilidad de cada obligado.

1) Los ascendientes más próximos, con preferencia los del progenitor obligado. 
 

2) El cónyuge respecto a los hijos del otro en cuanto conviva con el beneficiario. 
 

3) El concubino o la concubina, en relación al o los hijos del otro integrante de la pareja, que no son fruto de esa 
relación, si conviven todos juntos conformando una familia de hecho. 
 

4) Los hermanos legítimos o naturales, con preferencia los de doble vínculo sobre los de vínculo simple.

Page 10 of 43Ley 17.823

10/14/2011http://sip.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=17823



Artículo 52. (Caracteres de la obligación alimentaria).- 

Artículo 53. (Pensiones alimenticias atrasadas).- No obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, las pensiones 
alimenticias atrasadas podrán renunciarse, y el derecho a demandarlas, podrá trasmitirse por causa de muerte. 

Artículo 54. (Transacción sobre alimentos futuros).- La transacción sobre alimentos futuros no surtirá efectos sino después
de ser aprobada judicialmente. 

Artículo 55. (Modificación de la obligación alimentaria).- Los alimentos podrán ser objeto de aumento o de reducción, si se
modifica la situación económica del deudor o las necesidades del acreedor. Se tramitarán por el procedimiento establecido en
los artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 

Artículo 56. (Extinción de la obligación alimentaria).- La obligación de alimentos se extingue y su cese debe ser 
judicialmente decretado en los siguientes casos: 

En el caso previsto en el numeral 1) cuando se trate de un beneficiario que cumpla veintiún años de edad, bastará que el
alimentante se presente ante el Juez Letrado de Familia que intervino en la fijación de alimentos solicitando el cese de la
pensión, agregando la partida de nacimiento del beneficiario, y sustanciándose con traslado a la contraparte por el plazo
perentorio de veinte días. 

Transcurrido el plazo sin que se evacuare el traslado, se decretará el cese de la pensión alimenticia, notificando a la otra
parte. 

Si se dedujere oposición se tramitará por el procedimiento establecido en los artículos 346 y 347 del Código General del 
Proceso. 

Los casos de los numerales 2) a 4) se tramitarán por el procedimiento establecido en los artículos 346 y 347 del Código
General del Proceso. 

Artículo 57. (Omisión injustificada de los alimentos).- Cuando el obligado judicialmente a servir alimentos de acuerdo a las
disposiciones de este Código que, habiendo sido intimado judicialmente, omitiera prestarlos sin causa justificada, el Juez de
Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal que corresponda, a los efectos previstos por el artículo 279 A. 
del Código Penal. 

El Juez Letrado en lo Penal deberá comunicar al Juez de Familia las resultancias de las actuaciones llevadas a cabo por
dicha sede. 

1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. El derecho de pedir alimentos no puede trasmitirse por causa de muerte, ni 
renunciarse, ni venderse o cederse de modo alguno. 
 

2) Inembargabilidad e incompensabilidad. Las pensiones alimenticias no son embargables. 
 

  El deudor de alimentos no puede oponer al demandante, en compensación, lo que el demandante le deba, excepto 
que lo adeudado refiera a la pensión alimenticia objeto del litigio. 
 

3) Imprescriptibilidad. 
 

  El derecho a pedir alimentos es imprescriptible.

1) Cuando se dejen de cumplir los supuestos establecidos en el artículo 50. 
 

2) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de servirlos. 
 

3) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de la asignación forzosa que grava la masa de la herencia. 
 

4) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la obligación se extiende a los gastos funerarios, siempre que no puedan 
cubrirse de otra manera.

Page 11 of 43Ley 17.823

10/14/2011http://sip.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=17823



Artículo 58. (Concepto de ingresos).- A los efectos de este Código, se entiende por sueldo o haberes, todo ingreso de 
cualquier naturaleza, periódico o no, que se origine en la relación laboral, arrendamiento de obras o de servicios o derive de
la seguridad social. No se computarán por ingresos, a los efectos de la pensión alimenticia, lo que perciba el obligado a la
prestación por concepto de viáticos sujetos a rendición de cuentas. Cuando los viáticos no estén sujetos a rendición de
cuentas se computarán a efectos de la pensión alimenticia en un 35% (treinta y cinco por ciento). 

Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso anterior, los ingresos provenientes de retiros periódicos por concepto de
utilidades, beneficios o ganancias, cobro de intereses o dividendos. En general, todo lo que perciba el deudor de alimentos
por su trabajo o su capital. 

Artículo 59. (Límite de la retención por alimentos).- Podrá retenerse mensualmente hasta un 50% (cincuenta por ciento) de 
los ingresos cuando así lo justifique el número de hijos y las necesidades de los mismos. La resolución del Juez deberá ser
fundada y será apelable sin efecto suspensivo. 

Artículo 60. (Medidas asegurativas de la prestación alimentaria).- En el caso de prestar el alimentante servicios retribuidos 
por particulares o empresas, éstas tendrán la obligación de informar a la Sede que así lo solicite todo lo relativo a los ingresos
de aquél dentro del plazo de quince días de recibido el oficio por el que se le reclama. El incumplimiento de esta obligación
hará pasibles a los particulares o empresas a la condena en astreintes. La obligación de informar existe aún cuando el
alimentante no integre los cuadros funcionales o planilla de trabajo, pero tuviese con la empresa o particular cualquier
relación patrimonial o beneficio económico. Cuando el alimentante prestase servicios retribuidos por particulares o empresas
y se negare a cumplir la obligación de alimentos, se ordenará a aquéllos que efectúen la retención correspondiente a los
sueldos o haberes respectivos. 

Para hacer efectiva la contribución señalada por el Juez, bastará la orden librada por oficio al habilitado en la oficina en que
preste servicios el alimentante, y la empresa o el patrón responderán personal, solidaria e ilimitadamente del pago, si
injustificadamente no cumplieran la orden recibida. 

Artículo 61. (Obstáculos al cumplimiento de la obligación alimentaria).- El empleador o empresario que intencionalmente 
ocultare, total o parcialmente los ingresos, sueldos o haberes del obligado, será considerado incurso en el delito de estafa. 

En el mismo delito incurrirá todo aquel que obstaculizare o impidiere el correcto servicio de la obligación alimentaria
dispuesta judicialmente, o simulare créditos contra el obligado, o de cualquier manera colaborare intencional y
fraudulentamente, en la reducción del patrimonio efectivo del alimentante. 

El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal que corresponda. 

Artículo 62. (Prohibición al alimentante de ausentarse del país sin dejar garantías suficientes).- Iniciado el juicio de 
alimentos, el demandado no podrá ausentarse del país sin dejar garantías suficientes, siempre que así lo solicitare el actor. 

Artículo 63. (Procedimiento).- El proceso de alimentos se rige por las normas previstas para el proceso extraordinario en el
Código General del Proceso (artículos 346 y 347, numeral 2) del artículo 349 y artículo 350 del Código General del Proceso). 

Artículo 64. (Competencia).- El Juez competente para conocer en el juicio por alimentos, es el del domicilio del niño o
adolescente o el del demandado, a elección del actor. 

CAPÍTULO IX  

DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES  

I - Órganos de competencia y principios procesales 

Artículo 65. (Competencia).- La competencia de los órganos jurisdiccionales en materia de niños y adolescentes es la que
fija la Ley Nº 15.750, de 24 de junio de 1985, con excepción de las siguientes modificaciones: 

"ARTÍCULO 67.- Los Jueces Letrados de Menores entenderán en primera instancia en todos los procedimientos que 
den lugar las infracciones de adolescentes a la ley penal. 
 

  En segunda instancia entenderán los Tribunales de Familia. 
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Artículo 66. (Competencia de urgencia).- La Suprema Corte de Justicia asignará, por lo menos, a cuatro Juzgados Letrados
de Familia en Montevideo y a los Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior de la República, que entienden en
materia de familia, competencia de urgencia, con excepción de las infracciones de adolescentes a la ley penal, para atender
en forma permanente todos los asuntos que requieran intervención inmediata, o en los casos previstos en el inciso segundo
del artículo 122 de este Código. Ello sin perjuicio cuando fuere necesario, del uso de las facultades que otorga a los Jueces
de Paz del Interior el artículo 379 de la Ley Nº 16.320, de 1º de noviembre de 1992. Se entenderá por asuntos que requieran
intervención inmediata, todos aquellos en que exista riesgo de lesión o frustración de un derecho del niño o adolescente. 

Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de los derechos, los derivarán al Juzgado que corresponda. 

La Suprema Corte de Justicia propenderá a que los Juzgados cuenten con la asistencia permanente de asistente social,
psicólogo y psiquiatra del Poder Judicial u otros profesionales de dicho Poder, cuyo asesoramiento podrá serles requerido por
el Juez. 

La Defensoría de Oficio de Familia establecerá un régimen de turnos de Defensores de Oficio, para que actúen en dichos
Juzgados, a efectos de asistir a las personas que se presenten ante el mismo. 

Asimismo, se establecerá un régimen de turnos para asegurar la presencia del Ministerio Público y Fiscal. 

Artículo 67. (Criterio básico).- Reclamada la intervención en forma legal y en materia de su competencia, los Tribunales 
aplicarán como criterio básico la promoción de las familias, en especial de las más vulnerables y el desarrollo del niño en el
ámbito de la misma, de acuerdo a los principios que emergen del artículo 12 de este Código. 

No podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por razones de silencio, oscuridad o insuficiencia de las leyes, de
acuerdo con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 5º de la Ley Nº 15.750, de 24 de junio de 1985. 

Artículo 68. (Competencia del Instituto Nacional del Menor).- El Instituto Nacional del Menor es el órgano administrativo 
rector en materia de políticas de niñez y adolescencia, y competente en materia de promoción, protección y atención de los
niños y adolescentes del país y, su vínculo familiar al que deberá proteger, promover y atender con todos los medios a su
alcance. Deberá determinar, por intermedio de sus servicios especializados, la forma de llevar a cabo la implementación de
las políticas a través de distintos programas, proyectos y modalidades de intervención social, públicos o privados, orientados
al fortalecimiento de las familias integradas por niños y adolescentes y al fiel cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 12
y 19 de este Código. 

Previos diagnósticos y estudios técnicos, deberá velar por una adecuada admisión, ingreso, atención, derivación y
desvinculación de los niños y de los adolescentes bajo su cuidado. La incorporación a los distintos hogares, programas,
proyectos y modalidades de atención se realizará habiéndose oído al niño o al adolescente y buscando favorecer el pleno
goce y la protección integral de sus derechos. 

Procurará que todos los niños y adolescentes tengan igualdad de oportunidades para acceder a los recursos sociales, a
efectos de poder desarrollar sus potencialidades y de conformar personalidades autónomas capaces de integrarse
socialmente en forma activa y responsable. Las acciones del Instituto Nacional del Menor deberán priorizar a los más
desprotegidos y vulnerables. 

Los adolescentes que, estando a disposición del Instituto Nacional del Menor, alcanzaren la mayoría de edad serán
orientados y apoyados a efectos que puedan hacerse cargo de sus vidas en forma independiente. Las personas con
capacidad diferente que alcanzaren dicha mayoría, estando a cuidado del Instituto Nacional del Menor, podrán permanecer
bajo su protección siempre y cuando no puedan ser derivados para su atención en servicios o programas de adultos. 

El Instituto Nacional del Menor fiscalizará, en forma periódica, las instituciones privadas a las que concurran niños y
adolescentes, sin perjuicio de la competencia de la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP). 

Asimismo fiscalizará toda institución privada, comunitaria o no gubernamental con la que ejecute programas bajo la
modalidad de convenios. 

Deberá también incorporar en todos los programas que gestione, en forma directa o en la modalidad de convenio, un
enfoque comprensivo de las diversas situaciones familiares de los niños y adolescentes. 

Toda fiscalización deberá ser realizada por equipos multidisciplinarios de profesionales a efectos de evaluar la situación en

  Los actuales Juzgados Letrados de Menores pasarán a denominarse Juzgados Letrados de Adolescentes".
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que se encuentran los niños y adolescentes, así como el trato y formación que se les da a los mismos, de acuerdo a los
derechos que éstos tienen y a las obligaciones de dichas instituciones. 

El Instituto Nacional del Menor podrá formular observaciones y efectuar las denuncias que correspondan ante las
autoridades competentes, por la constatación de violaciones de los derechos del niño y adolescente, sin perjuicio de lo
preceptuado por el artículo 177 del Código Penal (omisión de los funcionarios en proceder a denunciar los delitos). 

II - De los adolescentes y las infracciones a la ley penal 

Artículo 69. (Infracciones a la ley penal).- A los efectos de este Código son infracciones a la ley penal: 

Artículo 70. (Adolescente infractor).- Se denomina adolescente infractor a quien sea declarado responsable por sentencia 
ejecutoriada, dictada por Juez competente, como autor, coautor o cómplice de acciones u omisiones descritas como
infracciones a la ley penal. 

Artículo 71. (Relación causal).- Sólo puede ser sometido a proceso especial regulado por este Código el adolescente a
quien se le pueda atribuir material y psicológicamente un hecho constitutivo de infracción a la ley penal. 

La existencia de la infracción debe ser la consecuencia de su acción u omisión. 

Artículo 72. (Clases de infracción).- Las infracciones a la ley penal se clasifican en graves y gravísimas. 

Son infracciones gravísimas a la ley penal: 

1) Las acciones u omisiones dolosas consumadas, cometidas en calidad de autor o coautor, tipificadas por el Código 
Penal y las leyes penales especiales. 
 

2) Las acciones u omisiones culposas consumadas, cometidas en calidad de autor, coautor, tipificadas por el Código 
Penal y las leyes penales especiales, cuando el Juez reúna los elementos de convicción suficientes, fundados 
exclusivamente en el desarrollo de la personalidad psicosocial del infractor; avalado por un equipo técnico, que 
permita concluir que el adolescente disponía la capacidad cognitiva de las posibles consecuencias de su obrar. 
 

3) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley penal. 
 

4) La participación en calidad de cómplice en infracciones gravísimas a la ley penal.

1) Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 
 

2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 
 

3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
 

4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 
 

5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del Código Penal). 
 

6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
 

7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
 

8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 del Decreto-Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la redacción 
dada por el artículo 3º de la Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998). 
 

9) Cualquier otra acción u omisión que el Código Penal o las leyes especiales castigan con una pena cuyo límite mínimo 
sea igual o superior a seis años de penitenciaría o cuyo límite máximo sea igual o superior a doce años de 
penitenciaría. 
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En los casos de violación no se tomará en cuenta la presunción del ejercicio de violencia (artículo 272 del Código Penal). 

Las restantes son infracciones graves a la ley penal. 

Artículo 73. (Adecuación a la normativa del Código Penal y de la Ley Nº 16.707, de 12 de julio de 1995).- El Juez deberá 
examinar cada uno de los elementos constitutivos de la responsabilidad, de las circunstancias que eximen de la aplicación de
medidas o que aminoren el grado de las infracciones y el concurso de infracciones e infractores, tomando en cuenta los
preceptos de la parte general del Código Penal, de la Ley Nº 16.707, de 12 de julio de 1995, la condición de adolescentes y 
los presupuestos de perseguibilidad de la acción. 

CAPÍTULO X  

I - Derechos y garantías del procedimiento 

Artículo 74. (Principios que rigen).- En todos los casos en que al adolescente se le impute el haber incurrido en actos que 
se presumen comportan infracción a la ley penal, deberá asegurarse el cumplimiento estricto de las garantías del debido
proceso, especialmente las siguientes: 

 

10) La tentativa de las infracciones señaladas en los numerales 1), 5) y 6) y la complicidad en las mismas infracciones.

A) Principios de judicialidad y legalidad.- El adolescente imputado de haber cometido una infracción a la ley penal, será 
juzgado por los Jueces competentes en conformidad a los procedimientos especiales establecidos por este Código. 
 

  Se asegurará, además, la vigencia de las normas constitucionales, legales e instrumentos internacionales, 
especialmente la Constitución de la República, la Convención de los Derechos del Niño. 
 

B) Principio de responsabilidad.- Sólo puede ser sometido a proceso especial, regulado por este Código, el adolescente 
mayor de trece y menor de dieciocho años de edad, imputado de infracción a la ley penal. 
 

  La responsabilidad del adolescente tendrá lugar a partir de la sentencia definitiva que le atribuya la comisión del 
hecho constitutivo de infracción a la ley penal. 
 

  Si se encuentran involucrados niños menores de trece años de edad, se procederá de acuerdo a lo preceptuado en 
el Capítulo XI, artículos 117 y siguientes de este Código. 
 

C) Principio que condiciona la detención.- Sólo puede ser detenido en casos de infracciones flagrantes o existiendo 
elementos de convicción suficientes sobre la comisión de una infracción. En este último caso, mediante orden escrita 
de Juez competente comunicada por medios fehacientes. La detención será una medida excepcional. 
 

D) Principio de humanidad.- El adolescente privado de libertad será tratado con la humanidad y respeto que merece la 
dignidad inherente a la persona humana. 
 

  Ningún adolescente será sometido a torturas, ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes, ni a experimentos 
médicos o científicos. 
 

  Tendrá derecho a mantener contacto permanente con su familia o responsables, salvo en circunstancias especiales.
 

E) Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se presuma su inocencia. No será obligado a declarar contra sí mismo ni 
a declararse culpable. 
 

F) Principio de inviolabilidad de la defensa.- Tiene derecho a contar en forma permanente con asistencia jurídica gratuita, 
especializada, pública o privada, a partir de la detención, durante el proceso y hasta la ejecución completa de las 
medidas. 
 

G) Principio de libertad de comunicación.- Tiene derecho durante la privación de libertad, de comunicarse libremente y en 
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II - Régimen procesal 

Artículo 75. (Principio general).- En todos los casos en que se investigue la responsabilidad del adolescente, el
procedimiento se ajustará a los trámites establecidos por este Código y subsidiariamente por el Código General del Proceso. 

Artículo 76. (Procedimiento).- 

privado con su defensa, con sus padres, responsables, familiares y asistentes espirituales. 
 

H) Principio de prohibición del juicio en rebeldía.- Tiene derecho de no ser juzgado en su ausencia, so pena de nulidad 
de todo lo actuado (artículo 21 de la Constitución de la República). 
 

I) Principio de impugnación.- Todo adolescente tendrá derecho a impugnar todas las decisiones judiciales que lo 
perjudiquen. 
 

J) Principio de duración razonable.- En ningún caso la situación derivada de la formalización del proceso excederá en 
sus consecuencias al término de duración de la medida que hubiere correspondido. 
 

K) Principio de asistencia de intérpretes.- Todo adolescente tendrá derecho a contar con la libre asistencia gratuita de un 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma oficial. 
 

L) Principio de oportunidad reglada.- El adolescente tiene derecho a que se prescinda del procedimiento cuando, por la 
característica del hecho o por la naturaleza del bien jurídico agredido, no se justifica la prosecución de la acción.

1) Actuaciones previas al proceso. 
 

A) Cometidos de la autoridad policial. 
 

  Cuando proceda la detención del adolescente conforme a lo establecido en el literal C) del artículo 74, la 
autoridad aprehensora, bajo su más severa responsabilidad, deberá: 
 

a) Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la persona y reputación del adolescente. 
 

b) Poner el hecho de inmediato en conocimiento del Juez, o en un plazo máximo de dos horas después de 
practicada la detención. 
 

c) Hacer conocer al adolescente los motivos de la detención y los derechos que le asisten, especialmente el 
derecho que tiene de designar defensor. 
 

d) Informar a sus padres o responsables, como forma de asegurar sus garantías y derechos. 
 

e) Si fuere necesario, antes de conducirlo a la presencia del Juez, hará constar lo indispensable para la 
información de los hechos. 
 

f) Si no fuere posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, previa autorización de éste, deberá 
conducírselo a la dependencia especializada del Instituto Nacional del Menor que corresponda o del 
Instituto Policial, no pudiendo permanecer en este último lugar por más de doce horas. 
 

g) Los traslados interinstitucionales y a la sede judicial deben estar precedidos del correspondiente examen 
médico. 
 

B) Cuando el Juez tome conocimiento que el adolescente se encuentra en la situación prevista en el artículo 117 
de este Código, lo pondrá en conocimiento del Juez competente, sin perjuicio de la actuación procesal referida 
a la infracción. 
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2) Audiencia preliminar. 
 

  En los casos de infracciones de adolescentes que lo justifiquen, el Juez dispondrá, en un plazo que no exceda las 
veinticuatro horas, la realización de una audiencia preliminar donde deberán estar presentes, bajo pena de nulidad, el 
adolescente, su defensor y el Ministerio Público. 
 

  Se procurará la presencia de los padres o responsables. También podrán comparecer, si lo aceptaran y no existiera 
peligro para su seguridad, la víctima y testigos. 
 

  El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en términos accesibles los motivos de la detención y los derechos que le 
asisten. 
 

  Se dispondrá la inmediata agregación de la partida de nacimiento o la acreditación de la edad mediante medios 
sustitutivos. 
 

  Mediando acuerdo de partes, podrá prescindirse de la agregación inmediata. 
 

3) Medidas probatorias. 
 

  Durante esta audiencia, el Ministerio Público y la defensa podrán solicitar las medidas que estimen convenientes. 
 

  La información deberá recabarse en un plazo que no exceda de los veinte días continuos y perentorios, contados a 
partir de la decisión judicial. 
 

  La prueba se diligenciará en audiencia con las garantías que aseguren el debido proceso, incluidos los informes del 
equipo técnico, en un plazo que no exceda de los veinte días, continuos y perentorios, contados a partir de la decisión 
judicial. 
 

  En todo lo que le fuere requerido, la Policía prestará colaboración. 
 

4) Resolución de la audiencia preliminar y medidas cautelares. 
 

   Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 
 

A) Dispondrá las medidas probatorias a que refiere el numeral anterior. 
 

B) Fijará la audiencia final en un plazo de sesenta días, salvo si decreta como medida cautelar el arresto 
domiciliario o la internación provisoria, caso en que dicha audiencia se fijará en un plazo máximo de treinta 
días. 
 

C) Decidirá la aplicación de alguna medida cautelar, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral siguiente. 
 

5) Medidas cautelares. 
 

  El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oída la defensa, dispondrá las medidas cautelares necesarias que menos 
perjudiquen al adolescente. 
 

  Son medidas cautelares: 
 

1) La prohibición de salir del país. 
 

2) La prohibición de acercarse a la víctima o a otras personas, de concurrir a determinados lugares o de tomar 
contacto con personas determinadas. 
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3) La obligación de concurrir periódicamente al Tribunal o ante la autoridad que el Juez determine. 
 

4) El arresto domiciliario. 
 

5) La internación provisoria. 
 

  El arresto domiciliario y la internación provisoria no podrán durar más de sesenta días. Transcurrido ese plazo 
sin que se hubiera dictado sentencia de primera instancia, se deberá dejar en libertad al adolescente. Ambas 
medidas cautelares sólo podrán aplicarse si la infracción que se imputa al adolescente puede ser objeto en 
definitiva de una medida privativa de libertad, de acuerdo con el artículo 86, y siempre que ello sea 
indispensable para: 
 

A) Asegurar la comparecencia del adolescente a los actos procesales esenciales. 
 

B) La seguridad de la víctima, el denunciante o los testigos. 
 

  La internación provisoria se cumplirá en un establecimiento especial del Instituto Nacional del Menor. 
 

6) Informe del equipo técnico. 
 

  Si el Juez resuelve la internación, dispondrá que el equipo técnico del establecimiento de internación, en un 
término que no exceda los veinte días dispuesto para la prueba, produzca un informe con una evaluación 
médica y psicosocial, el cual se expedirá especialmente sobre las posibilidades de convivencia en régimen de 
libertad. 
 

7) Informe del Centro de Internación. 
 

  Los técnicos producirán los informes verbales o escritos que el Juez disponga y supervisarán la aplicación de 
las medidas. Los informes verbales se producirán en audiencia. 
 

8) Formulación de demanda o sobreseimiento. 
 

  Diligenciada la prueba, los autos pasarán en vista al Ministerio Público por seis días. En caso de deducir 
acusación, relacionará las pruebas ya diligenciadas y analizará los informes técnicos y formulará los 
presupuestos fácticos, jurídicos y técnicos de la imputación. 
 

  Si el Ministerio Público solicitara el sobreseimiento, el Juez lo dictará sin más trámite. Si se dedujere demanda 
fiscal, se conferirá traslado a la defensa por seis días, la que podrá ofrecer prueba y contradecir o allanarse. 
 

9) Allanamiento. 
 

  De mediar allanamiento de la defensa, el Juez deberá dictar sentencia en cinco días. 
 

10) Audiencia final. 
 

  Deberán participar, bajo pena de nulidad, el adolescente, su defensor y el Ministerio Público. Será convocada 
dentro de los quince días de la contestación de la demanda fiscal, por la defensa. 
 

  Se pondrán a disposición los informes técnicos recabados. 
 

  Se dará participación a sus padres o responsables, y a la víctima, si lo solicitaren. 
 

11) Plazo para dictar sentencia. 
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III - Medidas socioeducativas 

Artículo 77. (Principios generales).- Las medidas contempladas en este Código sólo podrán aplicarse a los adolescentes
respecto a los cuales haya recaído declaración de responsabilidad, por sentencia ejecutoriada. 

Artículo 78. (Ejecución de las medidas).- Una vez que el Juez disponga las medidas, deberá comunicarlo por escrito al 
Instituto Nacional del Menor o institución privada seleccionada para el cumplimiento de la misma, con remisión del texto de
las resoluciones o sentencias, sin cuyos requisitos el órgano destinatario no dará curso a la ejecución de la misma. 

Artículo 79. (Medidas complementarias).- Todas las medidas que se adopten conforme a lo establecido en el numeral 12)

  El Juez deberá dictar sentencia definitiva de primera instancia al cabo de la audiencia final, y en esa misma 
oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos. Se dará lectura de todo ello, a los efectos de su 
comunicación (artículo 76 del Código General del Proceso), siendo de aplicación, en lo pertinente, el 
artículo 245 del Código del Proceso Penal. 
 

  La sentencia será escrita y deberá ser redactada de un modo breve y claro para que pueda ser comprendida 
en todas sus partes por el adolescente imputado. 
 

  Cuando la complejidad del asunto lo justifique, se podrá prorrogar la audiencia por quince días perentorios, 
procediéndose para su comunicación a la formalización de una audiencia complementaria. 
 

12) Contenido de la sentencia. 
 

  Si se dispusieran medidas socioeducativas, las sentencias serán dictadas con la finalidad de preservar el 
interés del adolescente. 
 

  La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que 
proceda. 
 

  Deberá fundamentar por qué no es posible aplicar otra medida distinta a la de privación de libertad. 
 

  El Juez no podrá imponer medidas educativas sin previo pedido del Ministerio Público, ni hacerlo de manera 
más gravosa de la solicitada por éste. 
 

13) Coparticipación de mayores. 
 

  En el caso de hechos con apariencia delictiva en que se hallen involucrados adolescentes junto a personas 
mayores, la autoridad policial lo hará saber simultáneamente al Juez Letrado de Adolescentes y al Juez Penal 
de Turno, quienes actuarán en forma paralela, comunicándose recíprocamente las alternativas de la causa. 
 

  Deberá recabarse autorización del Juez Letrado de Adolescentes para el traslado del adolescente al Juzgado 
Penal, siempre que sea necesaria su declaración. 
 

14) Régimen impugnativo. 
 

  Se aplicará el régimen impugnativo que la ley establece (artículos 253 y 254 del Código General del Proceso).
 

  La apelación será automática cuando la medida impuesta tenga una duración superior a un año de privación 
de libertad. 
 

15) Zonas de difícil acceso. 
 

  Cuando, en virtud de la distancia o por otras circunstancias, no sea posible llevar de inmediato al adolescente 
a presencia del Juez Letrado competente, el Juez de Paz respectivo podrá adoptar las primeras y más urgentes 
medidas (artículo 45 del Código del Proceso Penal).
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del artículo 76, se podrán complementar con el apoyo de técnicos, tendrán carácter educativo, procurarán la asunción de 
responsabilidad del adolescente y buscarán fortalecer el respeto del mismo por los derechos humanos y las libertades
fundamentales de terceros como asimismo, el robustecimiento de los vínculos familiares y sociales. 

La medida será seleccionada por el Juez, siguiendo los criterios de proporcionalidad e idoneidad para lograr tales objetivos.

MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE LIBERTAD  

Artículo 80. (Medidas sustitutivas).- Podrán aplicarse, entre otras, las siguientes medidas no privativas de libertad: 

Artículo 81. (Programas de orientación).- Los programas de orientación y apoyo tienen por finalidad incorporar 
paulatinamente al adolescente al medio familiar o grupo de crianza u otros grupos, así como a los centros de enseñanza y
cuando corresponda, a los centros de trabajo. 

Estos programas podrán ser ejecutados por el Instituto Nacional del Menor o por otras instituciones públicas o privadas. 

Artículo 82. (Trabajos en beneficio de la comunidad).- Los trabajos en beneficio de la comunidad se regularán de acuerdo a 
las directivas que al efecto programe el Instituto Nacional del Menor. 

Preferentemente podrán realizarse en hospitales y en otros servicios comunitarios públicos. No podrán exceder de seis
horas diarias. La autoridad administrativa vigilará su cumplimiento, concertando con los responsables de su ejecución, de
forma que no perjudique la asistencia a los centros de enseñanza, de esparcimiento y las relaciones familiares, en todo lo
cual se observará el cuidado de no revelar la situación procesal del adolescente. 

Artículo 83. (Obligación de reparar el daño o satisfacción de la víctima).- En cualquier etapa del proceso, previa 
conformidad del adolescente y de la víctima o a petición de parte, el Juez podrá derivar el caso a mediación, suspendiéndose
las actuaciones por un plazo prudencial. Alcanzando un acuerdo, previo informe técnico y oídos la defensa y el Ministerio
Público, el Juez deberá valorar razonablemente desde la perspectiva exclusiva del interés superior del adolescente, el sentido
pedagógico y educativo de la reparación propuesta, disponiendo, en caso afirmativo, la clausura de las actuaciones. Tal
decisión será preceptiva en caso de opinión favorable del Ministerio Público. El mismo efecto tendrán los acuerdos
conciliatorios celebrados en audiencia. 

Artículo 84. (Régimen de libertad asistida y vigilada).- 

A) Advertencia, formulada por el Juez en presencia del defensor y de los padres o responsables, sobre los perjuicios 
causados y las consecuencias de no enmendar su conducta. 
 

B) Amonestación, formulada por el Juez en presencia del defensor, de los padres o responsables, intimándolo a no 
reiterar la infracción. 
 

C) Orientación y apoyo mediante la incorporación a un programa socioeducativo a cargo del Instituto Nacional del Menor 
o de instituciones públicas o privadas, por un período máximo de un año. 
 

D) Observancia de reglas de conducta, como prohibición de asistir a determinados lugares o espectáculos, por un 
período que no exceda de seis meses. 
 

E) Prestación de servicios a la comunidad, hasta por un máximo de dos meses. 
 

F) Obligación de reparar el daño o satisfacción de la víctima. 
 

G) Prohibición de conducir vehículos motorizados, hasta por dos años. 
 

H) Libertad asistida. 
 

I) Libertad vigilada.

A) El régimen de libertad asistida consiste en acordarle al adolescente el goce de libertad en su medio familiar y social. 
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Artículo 85. ("Non bis in idem").- El Juez sólo podrá aplicar una de las medidas previstas en este Título o en el siguiente. 

MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD  

Artículo 86. (Aplicación).- Las medidas privativas de libertad sólo se aplicarán a los adolescentes declarados por sentencia 
ejecutoriada, responsables de infracción, que a juicio del Juez justifique las mismas. 

También podrán aplicarse a los adolescentes que, habiendo sido declarados por sentencia ejecutoriada responsables de
una infracción, incumplen las medidas adoptadas por el Juez. 

Artículo 87. (Aplicabilidad).- Las medidas privativas de libertad no son obligatorias para el Juez. Se aplicarán cuando 
configurándose los requisitos legales, no existan otras medidas adecuadas dentro de las no privativas de libertad. El Juez
fundamentará los motivos de la no aplicación de otras medidas. Se tendrá en consideración el derecho del adolescente a vivir
con su familia, y en caso que proceda la separación, a mantener contacto permanente con la familia, pareja, amigos,
referentes afectivos y otros, si ellos no fueren perjudiciales para el mismo. 

Artículo 88. (Medidas privativas de libertad).- Las medidas privativas de libertad son: 

RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD  

Artículo 89. (Privación de libertad).- El régimen de privación de libertad consiste en recluir al adolescente en un
establecimiento que asegure su permanencia en el recinto, sin menoscabo de los derechos consagrados en este Código, las
normas constitucionales, legales e instrumentos internacionales. 

Artículo 90. (Régimen de semilibertad).- El régimen de semilibertad consiste en disponer que el adolescente, cuya privación 
de libertad ha sido dispuesta en establecimientos, goce de permiso para visitar a su familia o para la realización de
actividades externas, de ocho horas de duración, en su beneficio personal, controladas por la autoridad donde se encuentra
internado. 

Este régimen se extiende, a voluntad del adolescente, mientras se aplica la medida de privación de libertad, salvo la
suspensión temporaria o definitiva por inobservancia de las reglas de comportamiento. 

Artículo 91. (Duración de las medidas de privación de libertad).- La medida de privación de libertad tendrá una duración 
máxima de cinco años. 

En ningún caso el adolescente que al llegar a los dieciocho años permanece sujeto a medidas, cumplirá lo que le resta en
establecimientos destinados a los adultos. 

En situaciones de peligrosidad manifiesta, se adoptarán las medidas que fueren compatibles con la seguridad de la
población y los propósitos de recuperación del infractor.

 

  Será, necesariamente, apoyado por especialistas y funcionarios capacitados para el cumplimiento de programas 
educativos. 
 

  El Juez determinará la duración de la medida. 
 

  En cualquier momento de su ejecución la medida podrá ser interrumpida, revocada o sustituida, de oficio o a 
instancia de los actores habilitados y previa intervención del Ministerio Público y del defensor. 
 

B) El régimen de libertad vigilada consiste en la permanencia del adolescente en la comunidad con el acompañamiento 
permanente de un educador, durante el tiempo que el Juez determine.

A) Internación en establecimientos, separados completamente de los establecimientos carcelarios destinados a adultos. 
 

B) Internación en iguales establecimientos con posibilidades de gozar de semilibertad.
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Artículo 92. (Cumplimiento).- El cumplimiento de las medidas de privación de libertad son de responsabilidad exclusiva,
irrenunciable e indelegable del Estado. 

Se cumplirán en centros especiales hasta la finalización de las medidas y de acuerdo a criterios, entre otros, de edad,
complexión física, gravedad de la infracción y adaptación a la convivencia. 

En ningún caso podrán cumplirse en establecimientos destinados a los adultos. 

Se tendrá especial cuidado por las situaciones en que el adolescente requiera tratamiento médico, en cuyo caso deberá ser
internado en un centro adecuado a sus condiciones. 

Artículo 93. (Infractores con dependencia).- En los casos de adolescentes infractores, que padecen dependencias 
alcohólicas o toxicómanas, se efectivizará la asistencia a programas de orientación y tratamiento adecuados. 

Artículo 94. (Procedimiento por modificación o cese de las medidas).- Se deberá decretar, en cualquier momento, el cese 
de la medida cuando resulte acreditado en autos que la misma ha cumplido su finalidad socioeducativa. 

La tramitación de todas las solicitudes de sustitución, modificación o cese de las medidas, se hará en audiencia, debiendo
dictarse resolución fundada, previo los informes técnicos que se estimen pertinentes, con presencia del adolescente, de sus
representantes legales, de la defensa y del Ministerio Público. 

La audiencia deberá celebrarse en un plazo que no exceda los diez días a partir de la respectiva solicitud. 

Artículo 95. (Traslado de infractores).- La internación de los adolescentes fuera de la jurisdicción de su domicilio se limitará
al mínimo posible, atendidas las circunstancias del caso. 

Cuando los Juzgados dispongan la internación de adolescentes infractores fuera de su jurisdicción, declinarán competencia
para ante el Juez del lugar de internación. 

Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia certificada del expediente en sobre cerrado, que será entregado por el
funcionario que lo traslade, bajo su más grave responsabilidad funcional, al Juez de turno del lugar de la internación. 

Artículo 96. (Reserva).- Queda prohibida la identificación de la persona del adolescente por cualquier medio de 
comunicación, sin perjuicio de la información sobre los hechos. 

Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la prensa, en contravención a lo dispuesto en el inciso anterior, serán
pasibles de una suspensión de diez días con pérdida de haberes la primera vez, y un mes por la siguiente. La tercera
infracción dará lugar a la destitución. La infracción será comunicada preceptivamente a la institución a que pertenece, con
transcripción de las normas. 

Los medios de comunicación que infringieren lo dispuesto en el inciso primero incurrirán en una multa, a juicio del Juez,
equivalente entre 20 UR (veinte unidades reajustables) y 200 UR (doscientas unidades reajustables), según los casos, siendo
el destino de la misma el Instituto Nacional del Menor. 

Artículo 97. (Competencia).- En las infracciones previstas en el inciso tercero del artículo anterior, entenderán los Jueces
Letrados de Adolescentes, siguiendo el procedimiento legal para reprimir las faltas en el Derecho Penal de adultos. 

Artículo 98. (Recurribilidad).- La sentencia podrá ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, cuya decisión hará 
cosa juzgada. 

IV- Principios de la ejecución 

Artículo 99. (Supuestos de la ejecución).- La actividad procesal de ejecución de las medidas educativas, comprende los 
actos destinados a promover el cumplimiento de las medidas y el trámite y la decisión de las cuestiones sobrevinientes. 

Artículo 100. (Control que ejercen los Jueces competentes).- Son cometidos de los Jueces Letrados de Adolescentes: 

1) Vigilar los casos en los que han recaído medidas educativas dispuestas por sentencia ejecutoriada, hasta el término 
de su cumplimiento. 
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Artículo 101. (Control de la autoridad administrativa).- El Instituto Nacional del Menor o las autoridades de los
establecimientos de internación, informarán cada tres meses al Juez sobre la forma como se cumple la medida y la evolución
del adolescente. 

El Instituto Nacional del Menor reglamentará el funcionamiento de los establecimientos donde se cumplen las medidas
privativas de libertad. 

V - Derechos y deberes durante la ejecución de las medidas socioeducativas 

Artículo 102. (Principio especial de la privación de libertad).- Sin perjuicio de los derechos y garantías enumerados en el 
artículo 74, se tendrán en cuenta los derechos y deberes de los adolescentes, con miras a contrarrestar los efectos 
perjudiciales de la institucionalización y a fomentar su integración a la sociedad: 

 

2) Entender por audiencia y con intervención del defensor y Ministerio Público, las reclamaciones de los adolescentes 
durante el período de ejecución de las medidas, tanto en los establecimientos, como fuera de ellos. 
 

3) Visitar, por lo menos cada tres meses los centros de internación, dejando constancia en el expediente respectivo del 
resultado. 
 

  Sin perjuicio de lo que antecede, podrá realizar inspecciones cada vez que lo considere oportuno. 
 

  En ambos casos, tomar las medidas que más convengan al interés superior del adolescente. 
 

4) Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en los casos que se constaten irregularidades graves.

A) Derechos: 
 

1) A ser informado del régimen de funcionamiento institucional y de sus derechos y deberes y conocer a los 
funcionarios que lo tendrán bajo su responsabilidad durante la internación o en régimen ambulatorio. 
 

2) A conocer el régimen interno a fin de comunicarse personalmente con el Juez, Fiscal, defensor, educadores, 
familiares y a ejercer efectivamente ese derecho. 
 

3) A estar informado sobre las medidas que se proyectan para lograr su inserción al ámbito familiar y social. 
 

4) A recibir los servicios de salud, sociales, educativos, religiosos y de esparcimiento, y ser tratado conforme a su 
desarrollo y necesidades. 
 

  En todo caso se garantizará su seguridad, en tanto protección contra influencias nocivas y situaciones de 
riesgo. 
 

5) A estar informado sobre el régimen de convivencia. 
 

6) A no ser trasladado del centro donde cumple la medida educativa sin que se dé cuenta de inmediato al Juez 
competente. Todo traslado podrá ser recurrido conforme a derecho, sin efecto suspensivo. 
 

7) No podrán imponerse sanciones colectivas. 
 

B) Deberes: 
 

  Durante la ejecución de las medidas, los adolescentes, deberán respetar a sus educadores y responsables y 
observar los reglamentos internos en cuanto a convivencia, estudio y tareas de capacitación, esparcimiento, aseo 
personal y de las dependencias que ocupan, y respeto a sus educadores, responsables y demás personas con 
quienes se vinculan cotidianamente. 
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VI - Cesación del proceso 

Artículo 103. (Principio general).- En cualquier estado del proceso el Juez, oyendo al Ministerio Público, al adolescente y a 
su defensa, dispondrá la clausura del proceso, en los siguientes casos: 

Artículo 104. (Prescindencia de la acción penal).- En cualquier estado del proceso el Juez podrá, oyendo al Ministerio
Público, al adolescente y a su defensa, prescindir total o parcialmente de la persecución penal; o limitada a una o varias
infracciones o de alguna o de todas las personas que hayan participado en el hecho, cuando: 

Artículo 105. (Egreso y clausura de antecedentes).- Decretado el cese, si el adolescente estuviese privado de libertad, se 
dispondrá su inmediato egreso y clausura de antecedentes. 

VII - De las medidas curativas 

Artículo 106. (Procedencia).- A los adolescentes incapaces que hubieren cometido infracciones a la ley penal, se les
aplicarán, con las garantías del debido proceso fijado para los infractores, las medidas de carácter curativo, que se cumplirán
en establecimientos adecuados y separados de los adultos mayores de dieciocho años. Corresponde a los Directores de
dichos establecimientos y a los técnicos que designe el Juez, determinar su tratamiento. 

Artículo 107. (Control).- Durante la internación, se aplicarán, en lo pertinente, las medidas de contralor a cargo de los 
Jueces Letrados de Adolescentes, establecidas en el artículo 100. 

VIII - De las audiencias 

Artículo 108. (Presencia del Juez).- El Juez Letrado de Adolescentes presidirá por sí mismo las audiencias, bajo pena de 
nulidad, que compromete su responsabilidad funcional. 

Igual deber compete al Ministerio Público, al defensor y a los técnicos asesores a quienes el Juez requiera opinión. Los
defensores privados que no asistan serán sustituidos por Defensores de Oficio. 

Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse a cabo ninguna audiencia. 

Artículo 109. (Contenido de las audiencias).- 

 

C) Ámbito de aplicación: 
 

  Todos los derechos y deberes establecidos en orden a la ejecución de las medidas socioeducativas, se aplicarán, en 
lo pertinente, a todo tipo de privación de libertad.

1) Cuando se comprobare que el adolescente no es responsable. 
 

2) Cuando se comprobare que no es el autor, coautor o cómplice del hecho constitutivo de la infracción. 
 

3) Cuando se comprobare que obró amparado por alguna de las circunstancias que eximen de pena. 
 

4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho imputado. El plazo de prescripción será de dos años para los delitos 
gravísimos y un año para los delitos graves.

A) Se trate de un hecho que, por su escasa gravedad o lo exiguo de la contribución del partícipe, haga innecesaria una 
medida en definitiva. 
 

B) El adolescente haya sufrido, a consecuencia del hecho, un daño físico o moral grave.

1) Las audiencias preliminar y final, referidas en los numerales 2) y 10) del artículo 76 se documentarán con la mayor 
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Artículo 110. (Acceso al expediente).- Las partes y los técnicos designados durante el trámite tendrán, en todo momento,
libre acceso al expediente, salvo casos excepcionales, a juicio del Juez y en atención al interés superior del adolescente. 

IX - De las comunicaciones procesales 

Artículo 111. (Notificaciones preceptivas).- 

Artículo 112. (Notificación ficta).- Si la notificación se retardare tres días hábiles por falta de comparecencia del interesado, 
se tendrá por efectuada, sin necesidad de constancia alguna en los autos. 

Si el día que concurriere el interesado, la actuación no se hallare disponible, la Oficina Actuaria expedirá constancia en
formulario al efecto, si aquél lo solicitare (artículo 86 del Código General del Proceso). 

Artículo 113. (Autorización para notificarse).- Por simple escrito se podrá autorizar a una tercera persona para que con ella
se entiendan las notificaciones. 

Artículo 114. (Régimen complementario).- En todos los casos no contemplados en este Código se aplicarán, en lo 
pertinente, las disposiciones del Código General del Proceso (artículos 76 a 90 de la Sección III). 

X - Plazos procesales 

Artículo 115. (Carácter de los plazos).- 

Artículo 116. (Infracciones reiteradas).- En los casos de infracciones reiteradas, los procesos se tramitarán por el Juez
competente de cada una hasta la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación de las medidas impuestas, la que se
realizará en vía incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que hubiere entendido en la última infracción. 

La Suprema Corte de Justicia reglamentará el régimen de antecedentes judiciales. 

CAPÍTULO XI 

precisión en acta que se labrará durante su desarrollo o al cabo de la misma. En forma resumida se consignará fecha 
y lugar en que se labra, describirán los hechos, la tipificación legal con expresa mención de la norma jurídica 
presuntamente violada y las alegaciones de las partes, quienes podrán solicitar lo que estimen pertinente para 
asegurar la fidelidad del resumen. La decisión del Juez deberá comprender el examen de los puntos tratados por las 
partes. 
 

2) Si lo solicitaren, se entregarán a las partes copia íntegra de las sentencias definitivas, autenticadas por la Oficina 
Actuaria.

1) Cuando se produzca la detención del adolescente, el Juez dispondrá que el hecho sea inmediatamente notificado por 
la Policía a su defensor, al Ministerio Público y a los padres o representantes legales; el mismo procedimiento se 
seguirá con los asesores técnicos para cuyo asesoramiento el Juez estime necesario convocar. 
 

2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se tendrán por notificadas a quienes estén presentes o hayan debido 
concurrir al acto. 
 

3) Salvo en los casos que indique el Juez, las notificaciones se practicarán en la oficina. 
 

  A tal efecto, todos los interesados que actúen en el procedimiento respectivo, excepción hecha del Ministerio 
Público, concurrirán a la oficina para enterarse de las actuaciones.

1) Todos los plazos señalados en este Código son perentorios e improrrogables. En casos excepcionales, el Juez podrá 
suspender su curso fundando la medida y su duración. 
 

2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dispuesto por los artículos 92 a 99 del Código General del Proceso.
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I - Protección de los derechos amenazados o vulnerados de los niños y adolescentes y 
situaciones especiales 

Artículo 117. (Principio general).- Siempre que los derechos reconocidos a los niños y adolescentes en este Código sean
amenazados o vulnerados, se aplicarán las medidas que dispone este título. 

De igual forma se aplicarán a los niños que vulneren derechos de terceros. 

Artículo 118. (Primeras diligencias).- El Juez que tiene conocimiento, por cualquier medio, que un niño o adolescente se 
encuentra en la situación prevista en el artículo anterior, tomará las más urgentes e imprescindibles medidas, debiéndose
proceder a continuación conforme lo estatuye el artículo 321 del Código General del Proceso. 

Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o adolescente, en presencia del defensor que se le proveerá en el acto y de
sus padres o responsables, si los tuviere, y recabará los informes técnicos correspondientes. 

El Ministerio Público deberá ser oído preceptivamente, quien intervendrá en favor del efectivo respeto a los derechos y
garantías, reconocidos a los niños y adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de tres días. 

Artículo 119. (Medidas).- Medidas para los padres o responsables. 

El Juez podrá imponer, en protección de los derechos de los niños o adolescentes, para los padres o responsables, las
siguientes medidas: 

Artículo 120. (Medidas ambulatorias para niños y adolescentes).- El Juez dispondrá las siguientes medidas: 

Artículo 121. (Medidas en régimen de internación sin conformidad del niño o adolescente).- El Juez solamente podrá 
ordenar la internación compulsiva en los siguientes casos: 

En todos los casos deberá existir prescripción médica. El plazo máximo de la internación será de treinta días prorrogables
por períodos de igual duración mediando indicación médica hasta el alta de internación.

A) Llamada de atención para corregir o evitar la amenaza o violación de los derechos de los hijos a su cuidado, y exigir 
el cumplimiento de las obligaciones que le corresponden en la protección de los derechos afectados. 
 

B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario socio-familiar prestado por programas públicos o privados reconocidos. 
 

C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en un centro de enseñanza o programas educativos o de capacitación y 
observar su asistencia o aprendizaje. 
 

D) Derivación a un programa público o privado de protección a la familia.

A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue protección a sus derechos a través del sistema de atención integral 
diurno. Al mismo servicio podrá recurrirse respecto a los institutos privados especializados, que así lo acepten. 
 

B) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, psicológico o psiquiátrico a instituciones públicas o privadas. 
 

  El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar o aplicar directamente estas medidas, cuando su intervención haya 
sido requerida por el niño, padres o responsables o terceros interesados.

A) Niño o adolescente con patología psiquiátrica. 
 

B) Niño o adolescente que curse episodios agudos vinculados al consumo de drogas. 
 

C) Niño o adolescente necesitado de urgente tratamiento médico destinado a protegerlo de grave riesgo a su vida o su 
salud.
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El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar directamente estas medidas mediando indicación médica y cuando su
intervención obedezca a la situación de un niño o adolescente que pone en riesgo inminente su vida o la integridad física de
otras personas, de todo lo que se dará cuenta inmediata al Juez de Familia de Urgencia. 

Artículo 122. (Adicciones a drogas y alcohol).- El Juez podrá ordenar la aceptación de niños y adolescentes en centros 
residenciales especializados de atención a adicciones de drogas y alcohol, sea en régimen de tiempo completo, ambulatorio o
semiambulatorio. 

Tratándose de adolescentes se requerirá su conformidad; en caso de niños será necesario el consentimiento de sus padres
o responsables y se oirá previamente al niño. 

En todos los casos se deberá proporcionar defensor al niño o adolescente, tomar declaración salvo imposibilidad, oír
preceptivamente al Ministerio Público, tomar declaración a los padres o responsables, y recabar los informes técnicos
correspondientes. 

Artículo 123. (Derivación a centros de atención permanente para niños y adolescentes).- El Juez podrá disponer la 
derivación de un niño o adolescente a un centro de atención permanente como medida de último recurso, cuando se
encuentre gravemente amenazado su derecho a la vida o integridad física. 

Esta medida no podrá implicar en caso alguno privación de libertad y durará el menor tiempo posible, promoviéndose la
superación de la amenaza de sus derechos para favorecer su egreso. 

En estos establecimientos se procurará mantener los vínculos familiares, según lo dispone el artículo 12 de este Código y 
la incorporación del niño o adolescente al sistema educativo que corresponda, según sea su edad. 

Artículo 124. (Programas de atención integral).- El Estado deberá garantizar a todos los niños y adolescentes el derecho a
acceder voluntariamente a programas de atención integral, cuidados y alojamiento. Si la solicitud fuera formulada por los
padres, se oirá preceptivamente al niño, quien será asistido por su defensor. 

Si a la solicitud formulada por el niño o adolescente se oponen sus padres o responsables, sin perjuicio de la inmediata
protección del niño o adolescente, la situación se pondrá en el más breve plazo posible en conocimiento del Juzgado de
Familia de Urgencia. 

El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño o adolescente. Deberá tenerse en cuenta ésta y el interés superior. 

Artículo 125. (Programas de alternativa familiar).- El Juez podrá entregar al niño o adolescente gravemente amenazado en
su derecho a la vida o integridad física o privado de su medio familiar, al cuidado de una persona o matrimonio seleccionado
por el Instituto Nacional del Menor, que se comprometa a brindarle protección integral. 

Estos niños o adolescentes deberán recibir orientación y apoyo de la persona o matrimonio, quienes serán supervisados
por medio de equipos especializados. 

Artículo 126. (Comportamiento policial).- Cuando la autoridad policial tome conocimiento que un niño o adolescente se 
encuentra en la situación prevista en el artículo 117 de este Código, deberá llevarlo de inmediato a presencia del Juez
competente, el que notificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional del Menor. 

Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, previa autorización, deberá llevarlo al Instituto Nacional del
Menor, quien deberá prestarle la debida atención. 

Artículo 127. (Responsabilidad penal).- Si se configuraren elementos de convicción suficientes como para atribuir
responsabilidad penal a los padres, responsables o terceros, se pasarán los antecedentes al Juzgado Letrado de Primera
Instancia en lo Penal o al Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, que corresponda. 

Artículo 128. (Reserva de autos).- Cumplidas las diligencias por la Justicia, se reservarán los autos, sin perjuicio del
seguimiento y control que el Juez interviniente considere adecuado efectuar. 

Artículo 129. (Competencia).- Los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior de la República tendrán igual
competencia que la asignada a los Jueces de Familia (artículo 71 de la Ley Nº 15.750, de 24 de junio de 1985). 

II - Del maltrato y abuso del niño o adolescente
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Artículo 130. (Definición).- A los efectos de este título entiéndese por maltrato y abuso del niño o adolescente las siguientes
situaciones, no necesariamente taxativas: maltrato físico, maltrato psíquico-emocional, prostitución infantil, pornografía, abuso 
sexual y abuso psíquico o físico. 

Artículo 131. (La denuncia).- Ante denuncia escrita o verbal por la realización de cualquiera de las conductas mencionadas
en el artículo anterior, la autoridad receptora deberá comunicar el hecho de forma fehaciente e inmediata al Juzgado
competente. En todo caso el principio orientador será prevenir la victimización secundaria. 

III - De los hogares de cuidado 

Artículo 132. (Entrega de niños y adolescentes).- El que entregue a un niño o adolescente a persona ajena a la familia 
biológica y quien o quienes lo reciban, deberán comunicarlo al Juez de Familia dentro de las cuarenta y ocho horas. El Juez
adoptará en forma urgente las medidas de protección necesarias y solicitará informe psicológico y social respecto a las
posibilidades de mantener al niño o adolescente en su familia de origen. En caso afirmativo, dispondrá las medidas de apoyo
familiar que se requieran para asegurar la permanencia de este vínculo filial. De lo contrario, deberá proceder conforme se
dispone en el artículo siguiente. 

Artículo 133. (Separación definitiva. Procedimiento).- La separación de un niño o adolescente de su familia de origen, 
deberá ser decretada por resolución fundada del Juez competente, sobre la base de información fehaciente y previo el
asesoramiento de equipo técnico especializado. El procedimiento para decretarla se regulará por las disposiciones del
proceso extraordinario regulado por el Código General del Proceso, debiendo designarse defensor al niño o adolescente, 
aplicándose el literal C) del artículo 35 de este Código, quienes deberán ser oídos si fuese posible. Se citará y emplazará a
los padres o responsables y a quienes, hasta la entrega a que hace referencia el artículo anterior, se hubieren ocupado del
niño. 

Una vez resuelta la separación definitiva, deberá asegurarse su inserción en un medio adecuado, prefiriéndose aquellos
hogares que permitan al niño salvaguardar sus vínculos afectivos. A tales efectos podrá disponerse, entre otros, la tenencia
por terceros (artículo 36), la integración a un hogar institucional que ofrezca garantías para su adecuado desarrollo, o la
adopción. Cuando se entendiere por la Sede que corresponde la colocación de un niño en una familia con fines de adopción,
deberá intervenir el Instituto Nacional del Menor o una institución especializada autorizada para ello (artículo 158). Cuando los 
padres de origen, o los integrantes de esa familia de origen presten su consentimiento a los efectos previstos en este artículo,
el mismo sólo será válido si ha sido dado en presencia del Juez, con el asesoramiento necesario y en conocimiento de las
consecuencias que ello implicará. 

Artículo 134. (Invalidez).- No tendrá validez el consentimiento que se otorgue para la separación del hijo que está por nacer 
o dentro de los treinta días de su nacimiento. 

En caso de que una vez nacido el niño, la madre no desee tenerlo, deberá comunicarse al Juez competente, que procederá
como lo dispone el artículo 132. Provisoriamente, el Juez tomará las medidas del caso para la protección del niño, pero no
podrá dar comienzo al procedimiento establecido en el artículo anterior hasta que se cumpla el lapso fijado en el
inciso primero de este artículo y previa citación de los progenitores del niño. 

IV - De la adopción 

Adopción simple 

Artículo 135. (Adoptantes).- 

1) La adopción simple se permite a toda persona mayor de veinticinco años, cualquiera sea su estado civil, y siempre 
que tenga por lo menos quince años más que el adoptado, y hubiera tenido al niño o adolescente a su cargo por el 
mínimo de un año. 
 

2) El tutor no puede adoptar al niño o adolescente hasta que hayan sido aprobadas judicialmente las cuentas del cargo. 
 

3) Nadie puede ser adoptado por más de una persona, a no ser por dos cónyuges que tengan por lo menos un año de 
matrimonio y hubieran tenido al niño o adolescente a su cargo por un término no inferior a un año. 
 

  Si no se computara el año de matrimonio, pero hubiera existido durante dicho lapso un concubinato estable que 
culminó en matrimonio, se incluirá a los efectos de la tenencia, el período de la unión libre. 
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Artículo 136. (Adoptados).- 

Artículo 137. (Efectos).- 

Artículo 138. (Revocación).- 

  Por motivo fundado y expreso, el Tribunal podrá otorgar la adopción aun cuando alguno de los cónyuges o ambos 
no alcanzaren la diferencia de edad con el adoptado o adoptada, reduciéndola hasta un límite que admita 
razonablemente que éste pueda ser hijo de los adoptantes. 
 

  Ninguno de los cónyuges puede adoptar sin el consentimiento expreso del otro, salvo que estuviere impedido de 
manifestar su voluntad o que exista sentencia de separación de cuerpos. 
 

4) Se permitirá la adopción por parte del nuevo cónyuge o concubino del padre o madre del hijo habido dentro del 
matrimonio o habido fuera del matrimonio reconocido del otro cónyuge o concubino. 
 

5) Realizada la adopción, la separación o divorcio ulterior de los cónyuges no los exime de sus obligaciones para con el 
adoptado menor de edad.

1) Puede ser adoptado todo niño o adolescente cuyo consentimiento será recabado conforme a las normas establecidas 
en este Código. 
 

2) Cuando el adoptado no sea capaz de hacerse entender de ninguna forma, prestarán el consentimiento sus 
representantes legales. 
 

3) Si se trata de un niño o adolescente sometido a patria potestad, será necesario el consentimiento de quien o quienes 
se encuentren en su ejercicio. En caso contrario, será necesario el consentimiento de quienes lo han tenido a su 
cargo. 
 

  El consentimiento para la adopción será prestado indistintamente ante el Juez Letrado de Familia del domicilio de los 
adoptantes, compareciendo personalmente ante aquél, o mediante escritura pública. 
 

  Los padres que consienten en la adopción quedarán suspendidos en el ejercicio de la patria potestad sobre el niño o 
adolescente, la que pasará al adoptante. En el caso del numeral 4) del artículo anterior, quien ejerciere la patria 
potestad sobre el niño o adolescente adoptado por su pareja, continuará en su ejercicio. 
 

  El procedimiento se regirá por lo establecido en los artículos 346 y 347 del Código General del Proceso.

1) El adoptado continúa perteneciendo a su familia biológica o de origen, donde conserva todos sus derechos. 
 

2) En caso de interdicción, de ausencia comprobada judicialmente, de muerte del adoptante o de revocación de la 
adopción, durante la minoría de edad del adoptado, se dará conocimiento al Juez del domicilio real de éste, que 
dispondrá lo que más convenga al interés del niño o adolescente: el reintegro a su familia de origen o la entrega a 
otra familia sustituta. 
 

3) La adopción sólo establece relaciones jurídicas entre el adoptado y el adoptante y no entre cualquiera de ellos y la 
familia del otro. 
 

4) La adopción produce los siguientes efectos: 
 

A) Obligación recíproca de respeto entre el adoptante y el adoptado. 
 

B) Obligación de prestarse alimentos como primeros obligados.

1) La adopción podrá revocarse por motivos graves. La misma podrá solicitarse tanto por el adoptante como por el 
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Artículo 139. (Procedimiento judicial).- 

Artículo 140. (Procedimiento ante escribano público).- La adopción podrá, asimismo, ser hecha por escritura pública,
aceptada por los representantes legales del adoptado y por el adoptado, en su caso, debiéndose inscribir dentro de los treinta
días contados desde su otorgamiento, en un libro especial, que llevará al efecto la Dirección General del Registro de Estado
Civil, y deberá constar además, al margen del acta de nacimiento. 

La omisión de la inscripción será sancionada con multa al escribano autorizante de la escritura, de 12 UR a 50 UR (doce a
cincuenta unidades reajustables), a más de no surtir efecto la adopción hasta después de ser inscripta. Una vez inscripta
surtirá efecto desde la fecha de su otorgamiento. 

Cuando se trate de la adopción de un niño o de un adolescente, ningún escribano podrá autorizar la escritura respectiva sin
previa autorización del Instituto Nacional del Menor en que se acredite la idoneidad moral y la capacidad del o de los
adoptantes, probada por todos los medios de investigación que el Instituto Nacional del Menor considere necesarios. 

Artículo 141. (Procedimiento especial).- Tratándose de niños o adolescentes con capacidad diferente que tengan la calidad 
de huérfanos o separados definitivamente de su familia, el Instituto Nacional del Menor hará un llamado público a personas
que deseen adoptarlos en cualquiera de las formas previstas en este Código. El Estado, a través de sus diversos servicios
asegurará la atención integral de estos niños y adolescentes en forma gratuita, derecho que se mantendrá cualquiera sea la
edad de la persona. 

El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de dar vigencia efectiva a este artículo en un plazo de ciento ochenta días con
posterioridad a la entrada en vigencia de este Código. 

Artículo 142. (Derecho de acceso a los antecedentes).- El adoptado tiene derecho a conocer su condición de tal. 

Será deber de los padres adoptivos informarle al respecto siempre que ello no lo perjudique, atendiendo a su edad y
características. 

Si el adoptado es mayor de quince años de edad podrá solicitar al Juez Letrado de Familia competente la exhibición del

adoptado o quien lo represente, o por el Ministerio Público, ante el Juez de Familia correspondiente. 
 

2) La revocación hará cesar para el futuro los efectos de la adopción, lo que se comunicará a la Dirección General del 
Registro de Estado Civil a los efectos pertinentes. 
 

3) Se procederá de acuerdo a lo establecido en los artículos 346 y 347 del Código General del Proceso.

1) Las pretensiones de adopción, así como todas las reclamaciones relacionadas con las mismas, se tramitarán ante el 
Juzgado Letrado de Familia del domicilio del adoptante mediante el proceso voluntario (artículos 402 y siguientes del 
Código General del Proceso) con intervención preceptiva del Ministerio Público. 
 

2) Los interesados a que refiere el artículo 403.2 del mismo Código son los padres y abuelos del niño o adolescente, los 
que serán citados personalmente o por edictos si no se conociera su domicilio. 
 

  En caso de oposición por parte de uno de los mencionados, el proceso será contencioso aplicándose las normas del 
Código General del Proceso correspondientes al proceso extraordinario (artículos 346 y siguientes). 
 

  Previo al pronunciamiento, admitiendo o denegando la adopción el Juzgado interviniente deberá solicitar al Instituto 
Nacional del Menor, una evaluación sobre las condiciones personales de el o los adoptantes, su estabilidad familiar y 
las demás circunstancias que permitan fundamentar su criterio, para aconsejar la conveniencia o no de la adopción en 
el caso. 
 

  La sentencia que admite la adopción será comunicada a la Dirección General del Registro de Estado Civil, a la 
Intendencia Municipal correspondiente y a la Dirección Nacional de Identificación Civil, a efectos de la anotación 
pertinente en la partida del niño o adolescente. 
 

  En todos los casos, se deberá tener en cuenta la opinión del niño o adolescente adoptado.
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expediente judicial o antecedentes de su adopción, fundando su pretensión. El Juez recabando los asesoramientos que
correspondan, previa vista al Ministerio Público y apreciando las características, motivos del solicitante y los antecedentes de
la adopción, podrá acceder a su petición, informándole acerca de la identidad, situación y paradero de su familia de origen en
cuanto estos datos surgieren de los antecedentes, a efectos de permitirle tomar contacto con ella si aquél lo deseara. 

El Instituto Nacional del Menor establecerá un programa para apoyar a los padres adoptantes y al adoptado en este
proceso de conocimiento y de eventual acercamiento a su familia de origen. 

Si el adoptado tiene más de dieciocho años de edad no podrá negársele el acceso al expediente o antecedentes
respectivos. 

Se podrá habilitar el acceso a otras personas en los siguientes casos: 

En ambos casos, se requerirá decisión judicial fundada acerca de la necesidad de la medida. 

Artículo 143. (Salida del país).- Para que el niño o adolescente que ha sido adoptado pueda salir del país, se requerirá
autorización de quienes ejerzan la patria potestad. 

LEGITIMACIÓN ADOPTIVA  

Artículo 144. (Adoptados).- 

Artículo 145. (Adoptantes).- Pueden solicitar la legitimación adoptiva: 

1) Cuando por razones de carácter médico sea necesario conocer los antecedentes de la familia biológica del adoptado.
 

2) Cuando se esté realizando una investigación judicial de cualquier naturaleza y sea necesario obtener la información 
como elemento de prueba.

1) Se permite la legitimación adoptiva a favor de: 
 

A) Los niños o adolescentes abandonados o huérfanos de padre y madre, o pupilos del Estado, o hijos de padres 
desconocidos o del hijo o hijos reconocidos por uno de los adoptantes. 
 

B) Los niños o adolescentes abandonados por uno de sus progenitores legítimos, cuando fuere solicitada por el 
padre o madre que haya mantenido la patria potestad, conjuntamente con el cónyuge con el que contrajo nuevo 
matrimonio. 
 

  La legitimación adoptiva prevista en este literal sólo podrá llevarse a cabo una sola vez, respecto al niño o 
adolescente. 
 

2) Cuando la legitimación adoptiva se pretendiere para dos o más niños o adolescentes simultáneamente, no será 
obstáculo la circunstancia de que mediasen menos de ciento ochenta días entre sus respectivos nacimientos. 
 

3) En caso de existir hermanos en situación de abandono, se propenderá a su integración conjunta en una familia 
adoptiva. 
 

  En todos los casos previstos en este Código, la condición de abandono se acreditará únicamente por sentencia 
ejecutoriada, debiendo seguirse los procedimientos establecidos en el artículo 133 y concordantes.

1) Los cónyuges, mayores de veinticinco años, con quince años más que el niño o adolescente y que lo hubieran tenido 
bajo su guarda o tenencia por un término no inferior a un año, que computen por lo menos cuatro años de matrimonio, 
pudiéndose considerar en su caso el tiempo de concubinato previo al mismo, siempre que éste hubiera sido estable, 
singular y público, compartiendo la vida en común. 
 

  Por motivo fundado y expreso, el Tribunal podrá otorgarla aun cuando alguno de los cónyuges o ambos no 

Page 31 of 43Ley 17.823

10/14/2011http://sip.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=17823



Artículo 146. (Procedimiento).- 

Artículo 147. (Procedencia).- La legitimación adoptiva sólo se otorgará por justos motivos y existiendo conveniencia para el
niño o adolescente. 

Cuando el niño o adolescente tuviere derechos cuyo dominio se acredite por documento público o privado, el Juez
dispondrá que el Actuario inserte en el mismo constancia breve que exprese el cambio de nombre del titular, de lo que tomará
nota el Registro respectivo cuando correspondiere. 

Artículo 148. (Sentencia).- Con el testimonio de la sentencia ejecutoriada que autorice la legitimación adoptiva, la parte
solicitante efectuará la inscripción del niño o adolescente en la Dirección General del Registro de Estado Civil como hijo
legítimo inscripto fuera de término. 

En la partida correspondiente no se hará mención alguna del juicio y su texto será el corriente en dicho instrumento. 

Se realizará también la anotación pertinente en la libreta de organización de la familia de modo idéntico a la de los hijos
habidos dentro del matrimonio. 

El testimonio de la sentencia se archivará en forma, dejándose constancia de haberse efectuado la inscripción mencionada.

Toda la tramitación y la expedición de partidas será gratuita. 

Artículo 149. (Efectos).- 

alcanzaren tal diferencia de edad con el adoptado reduciéndola hasta un límite que admita razonablemente que éste 
puede ser hijo de los adoptantes o, en casos excepcionales, y si no mediare oposición del Ministerio Público, a pesar 
de que uno o los dos cónyuges no fueren mayores de veinticinco años de edad o no completaren los cuatro años de 
matrimonio a que refiere el inciso anterior. 
 

2) El viudo o viuda y los esposos divorciados siempre que medie la conformidad de ambos y cuando la guarda o 
tenencia del niño o adolescente hubiera comenzado durante el matrimonio y se completara después de la disolución 
de éste. 
 

3) No es obstáculo para la legitimación adoptiva la existencia de una previa adopción simple realizada por los mismos 
peticionantes.

1) La legitimación adoptiva deberá ser promovida ante el Juzgado Letrado de Familia del domicilio del adoptante. 
 

  Se seguirá el procedimiento voluntario previsto en los artículos 402 y siguientes del Código General del Proceso, 
notificándose al Instituto Nacional del Menor. 
 

2) En caso de oposición a la legitimación adoptiva el proceso será contencioso. Se aplicarán las normas del Código 
General del Proceso referidas al proceso extraordinario (artículos 346 y siguientes). 
 

  El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y las que juzgue convenientes interrogando a los peticionantes y al niño o 
adolescente en su caso. 
 

3) La tramitación será reservada en cuanto a terceros, no así respecto al niño o adolescente interesado quien tendrá 
derecho a acceder al expediente y a sus antecedentes cuando tuviere dieciocho años de edad. 
 

4) Previamente al dictado de la sentencia, será oído preceptivamente el Ministerio Público.

1) Realizada la legitimación adoptiva, caducarán los vínculos de filiación anterior del niño o adolescente a todos sus 
efectos, con excepción de los impedimentos previstos en el artículo 91 del Código Civil. 
 

  Deberá hacerse constar dicha caducidad en el acta de inscripción original del niño o adolescente. 
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ADOPCIÓN INTERNACIONAL  

Artículo 150. (Principio general).- En defecto de convenios internacionales ratificados por la República, las adopciones
internacionales se regularán por las disposiciones de este Capítulo. 

Se considera adopción internacional a la que se lleva a cabo por matrimonios con domicilio o residencia habitual en el
extranjero, con relación a niños o adolescentes con domicilio o residencia habitual en la República. 

Artículo 151. (Preferencia).- El Instituto Nacional del Menor y las demás autoridades con competencia en materia de
adopción, deberán dar preferencia a la ubicación de los niños o adolescentes adoptables en familias u hogares que los
requieran y vivan dentro del territorio nacional. 

Artículo 152. (Requisitos).- Las adopciones internacionales se constituirán con la intervención preceptiva del Instituto
Nacional del Menor, quien una vez obtenidos todos los antecedentes presentará en el plazo de sesenta días un informe
pormenorizado, teniendo asimismo los demás requisitos previstos en los artículos 133, 145 y 154 de este Código. 

El no pronunciamiento en plazo se tendrá por aceptación. 

Artículo 153. (Residencia).- La adopción internacional tendrá el mismo efecto que la legitimación adoptiva, pudiendo 
acceder a ella cónyuges cuya unión matrimonial no sea inferior a cuatro años. 

Sólo se realizará con aquellos países cuyas normas en materia de adopción y protección de niños y adolescentes tengan
una razonable equivalencia con las de nuestro país. 

Los adoptantes deberán residir y convivir con el niño o adolescente en el territorio nacional, aun en forma alternada, por un
plazo de seis meses. Por razones fundadas y teniendo en cuenta el interés superior del niño, el plazo podrá ser reducido por
el Juez competente. 

Artículo 154. (Documentos necesarios).- Con la solicitud de la adopción se deberá presentar la documentación justificativa 
de las condiciones físicas, morales, económicas y familiares de los solicitantes. Los informes y documentos al respecto
deberán tramitarse por medio de las autoridades centrales del país de los adoptantes y de la República. 

Artículo 155. (Competencia).- Serán competentes para el otorgamiento de la adopción internacional los Jueces de Familia 
del domicilio del adoptado, quienes procederán de acuerdo a los trámites del juicio extraordinario del Código General del
Proceso (artículo 346). La apelación se regirá por la misma normativa (artículo 347). 

Los solicitantes deberán comparecer a la audiencia preliminar en forma personal, preceptivamente. También deberán
hacerlo cuando el Tribunal, en forma fundada, lo considere conveniente. 

El impedimento fundado de los solicitantes a concurrir personalmente a la audiencia hará que el Juzgado fije otra, pero en
ningún caso se permitirá la representación por apoderado. 

Hasta tanto no haya recaído sentencia firme, para que el niño o adolescente pueda salir del país deberá hacerlo en
compañía de uno de los solicitantes, contando con autorización judicial, la que no podrá concederse sin intervención
preceptiva del Ministerio Público, si fundadamente se probare la integración del niño. 

Artículo 156. (Juicios de anulación).- Corresponde a los Jueces de Familia que autorizaron la adopción, la tramitación de
los juicios de anulación, los que serán resueltos teniendo en cuenta el interés superior del niño o adolescente. El trámite se
regirá por el procedimiento extraordinario del Código General del Proceso (artículos 346 y 347). 

Artículo 157. (Nacionalidad).- Los niños y adolescentes de nacionalidad oriental adoptados por extranjeros domiciliados en 
el exterior mantienen su nacionalidad, sin perjuicio de adquirir, además, la de los adoptantes.

 

2) La legitimación adoptiva es irrevocable, aunque posteriormente nazcan hijos propios de uno o de ambos legitimantes.
 

  La legitimación adoptiva tendrá efectos constitutivos sobre el estado civil del niño o adolescente objeto de la misma, 
quien se reputará en adelante, con los mismos derechos y deberes que si hubiera nacido del matrimonio legitimante.
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CONTROL ESTATAL DE LAS ADOPCIONES  

Artículo 158. (Control).- El Instituto Nacional del Menor, a través de sus servicios especializados, es el organismo 
encargado de proponer, ejecutar y fiscalizar la política a seguir en materia de adopciones. 

Para el desarrollo de programas de adopción, el Instituto Nacional del Menor podrá autorizar el funcionamiento de
instituciones privadas con personalidad jurídica y especialización en la materia. 

Artículo 159. (Cometidos del equipo técnico).- Todos los servicios e instituciones que desarrollen programas de adopción
deberán contar con equipo técnico interdisciplinario que tendrá como cometidos: 

DEL REGISTRO DE ADOPCIONES  

Artículo 160. (Registro General de Adopciones).- El Instituto Nacional del Menor llevará un registro reservado donde
constarán los datos identificatorios de: 

CAPÍTULO XII  

TRABAJO  

Artículo 161. (Principio general).- El estatuto de los adolescentes que trabajan se regulará conforme a las normas de este
Código, leyes especiales, tratados, convenciones y convenios internacionales ratificados por el país. 

Artículo 162. (Edad de admisión).- Fíjase en quince años la edad mínima que se admitirá en los adolescentes que trabajen 
en empleos públicos o privados, en todos los sectores de la actividad económica, salvo las excepciones especialmente
establecidas en los artículos siguientes, y aquellas que, teniendo en cuenta el interés superior del niño o adolescente,
conceda el Instituto Nacional del Menor. 

Cuando el Instituto Nacional del Menor no las otorgue de oficio, las excepciones deberán ser gestionadas por los padres o
quien acredite la tutoría legal y establecer como mínimo el nombre del representante legal del menor, la naturaleza de la
actividad y la jornada diaria. 

A) Asesorar a los interesados en adoptar niños o adolescentes y analizar los motivos de su solicitud. 
 

B) Evaluar las condiciones de salud, psíquicas, sociales y jurídicas de los solicitantes y las posibilidades de convivencia. 
 

C) Llevar un Registro de Interesados en Adoptar, ordenado cronológicamente según fecha de solicitud, en el que conste 
el informe técnico a que refiere el literal anterior. 
 

D) Seleccionar de dicho Registro respetando estrictamente el orden de inscripción, los posibles padres adoptivos, ante la 
solicitud formulada por el Juzgado competente, en el caso de un niño o adolescente en condiciones de ser adoptado. 
 

  El orden sólo podrá ser alterado por las necesidades del niño o adolescente, debidamente fundadas. En todos los 
casos el niño o adolescente deberá ser oído preceptivamente. 
 

E) Orientar y acompañar el proceso de integración familiar. 
 

F) Asesorar al Juez toda vez que le sea requerido su informe.

1) El niño o adolescente. 
 

2) Los adoptantes: nombre, nacionalidad, domicilio y estado civil e institución nacional o extranjera que lo patrocinó, 
cuando corresponda. 
 

3) Juzgado en que se tramitó el proceso respectivo.
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Artículo 163. (Obligación de protección).- Para el caso de que los niños o adolescentes trabajen, el Estado está obligado a
protegerlos contra toda forma de explotación económica y contra el desempeño de cualquier tipo de trabajo peligroso, nocivo
para su salud o para su desarrollo físico, espiritual, moral o social. 

Prohíbese todo trabajo que no le permita gozar de bienestar en compañía de su familia o responsables o entorpezca su
formación educativa. 

Artículo 164. (Tareas y condiciones nocivas de trabajo).- El Instituto Nacional del Menor establecerá con carácter de
urgente el listado de tareas a incluir dentro de la categoría de trabajo peligroso o nocivo para la salud o para su desarrollo
físico, espiritual o moral, los que estarán terminantemente prohibidos, cualquiera fuere la edad del que pretenda trabajar o ya
se encuentre en relación de trabajo. 

Asimismo, el Instituto Nacional del Menor ante la presunción de la existencia de condiciones de trabajo peligrosas o nocivas
para la salud o el desarrollo físico, espiritual o moral de los adolescentes solicitará la intervención de la Inspección General
del Trabajo y de la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la que se pronunciará, en un plazo no mayor
a los veinte días corridos, sobre el carácter peligroso o nocivo de la actividad. 

Artículo 165. (Situaciones especiales).- El Instituto Nacional del Menor revisará las autorizaciones que ha prestado respecto
al empleo de niños y adolescentes entre los trece y los quince años. Sólo serán permitidos trabajos ligeros, que por su
naturaleza o por las condiciones en que se prestan no perjudican el desarrollo físico, mental o social de los mismos, ni obstan
a su escolaridad. 

Artículo 166. (Prevención, educación e información).- El Estado promoverá programas de apoyo integral para desalentar y
eliminar paulatinamente el trabajo de estos niños y adolescentes. 

La sociedad civil deberá prestar su concurso en las campañas preventivas, educativas e informativas que se desarrollen a
fin de asegurar el bienestar del niño y adolescente. 

Se consideran programas de educación en el trabajo, aquellos que, realizados por el Instituto Nacional del Menor o por
instituciones sin fines de lucro, tienen exigencias pedagógicas relativas al desarrollo personal y social del alumno, que
prevalecen sobre los aspectos productivos. En consecuencia, la remuneración que recibe el alumno por el trabajo realizado o
por la participación en la venta de productos de su trabajo, no desvirtúa la naturaleza educativa de la relación. 

Artículo 167. (Carné de habilitación).- Para trabajar, los adolescentes deberán contar con carné de habilitación tramitado
gratuitamente ante el Instituto Nacional del Menor, en el que deberá constar: 

Si el examen médico fuera impugnado por la persona legalmente responsable del adolescente podrá, a su requerimiento,
realizarse un nuevo examen. 

Artículo 168. (Renovación).- Anualmente, todos los menores de dieciocho años que trabajen serán sometidos
obligatoriamente a examen médico, a fin de comprobar si la tarea que realizan es superior a su capacidad física. En caso
afirmativo deberán abandonar el trabajo por otro más adecuado. 

La división técnica del Instituto Nacional del Menor podrá otorgar autorizaciones por períodos más breves, a los efectos de
exigir la repetición del examen médico en todos aquellos casos que a su juicio sean necesarios para garantizar una vigilancia
eficaz, en relación con los riesgos que presenta el trabajo o el estado de salud del niño o adolescente. 

A) Nombre. 
 

B) Fecha y lugar de nacimiento. 
 

C) Domicilio. 
 

D) Consentimiento para trabajar del adolescente y sus responsables. 
 

E) Constancia del examen médico que lo declare apto para el trabajo. 
 

F) Constancia de haber completado el ciclo de enseñanza obligatoria o el nivel alcanzado.
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El responsable del niño o adolescente podrá impugnar el examen y requerir otro. 

Artículo 169. (Jornada de trabajo).- Los adolescentes mayores de quince años no podrán trabajar más de seis horas
diarias, equivalentes a treinta y seis horas semanales y disfrutar de un día de descanso semanal, preferentemente en
domingo. El Instituto Nacional del Menor podrá excepcionalmente autorizar a los adolescentes entre dieciséis y dieciocho
años a trabajar ocho horas diarias, correspondiéndoles dos días continuos de descanso preferentemente uno en domingo,
por cada cinco días de trabajo, previa evaluación técnica individual, estudio del lugar y puesto de trabajo teniendo en cuenta
el interés superior del niño. 

Artículo 170. (Descansos).- El descanso intermedio en la jornada de trabajo de los niños y adolescentes tendrá una 
duración de media hora, que deberá ser gozada en la mitad de la jornada y tendrá carácter remunerado. No se admitirá la
jornada discontinua de trabajo ni horarios rotativos durante el ciclo lectivo. En todos los casos deberán mediar como mínimo
doce horas entre el fin de la jornada y el comienzo de la siguiente. 

Artículo 171. (Horarios especiales).- El Instituto Nacional del Menor podrá otorgar permisos con carácter excepcional a 
adolescentes mayores de quince años para desempeñarse en horarios especiales, durante períodos zafrales o estacionales,
siempre que la actividad no interfiera con el ciclo educativo y que las condiciones de trabajo no sean nocivas o peligrosas. El
descanso deberá ser concedido en la mitad de la jornada de trabajo. 

El período de excepción podrá ser de hasta un máximo de tres meses. 

Artículo 172. (Trabajo nocturno).- Los adolescentes no podrán ser empleados ni trabajar en horario nocturno,
entendiéndose por tal a los efectos de este Código, el período comprendido entre las veintidós y las seis horas del día
siguiente. 

No obstante, el Instituto Nacional del Menor podrá autorizarlo excepcionalmente, teniendo en cuenta su interés superior. 

Artículo 173. (Fiscalización y sanciones).- El Instituto Nacional del Menor tendrá autoridad y responsabilidad en la 
fiscalización del cumplimiento de las disposiciones específicas en materia de sus competencias respecto al trabajo de los
menores de edad y sancionar la infracción a las mismas, sin perjuicio del contralor general del cumplimiento de las normas
por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

Las empresas o los particulares que no cumplan las obligaciones impuestas, serán sancionados por el Instituto Nacional
del Menor con una multa de hasta 2.000 UR (dos mil unidades reajustables). 

El producido de las multas será destinado al Instituto Nacional del Menor. 

Artículo 174. (Competencia).- Serán competentes para entender en las infracciones previstas en el artículo anterior, los
Jueces Letrados de Familia de la capital, y en el interior del país los que la Suprema Corte de Justicia determine según su
superintendencia constitucional, quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraordinario previsto en el Código General del 
Proceso. 

Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 

Artículo 175. (Recurribilidad).- La sentencia podrá ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, cuya decisión hará
cosa juzgada. 

Artículo 176. (Responsabilidad de los padres o responsables).- Los padres o responsables de los niños y adolescentes que 
permitan o favorezcan que estos trabajen violando las normas prohibitivas consagradas en este Código, incurrirán en el delito
previsto por el artículo 279 B. del Código Penal. 

Constatada la infracción, el Instituto Nacional del Menor o cualquier persona responsable, formulará la denuncia al Juez
Letrado en lo Penal que corresponda. 

Artículo 177. (De la documentación).- El Instituto Nacional del Menor determinará los documentos que el empleador deberá 
llevar y tener a disposición de la autoridad competente. 

Estos documentos deberán indicar el nombre y apellido, fecha de nacimiento debidamente certificada, fecha de ingreso,
tarea, categoría, horario, descansos intermedios y semanal y fecha de egreso, de todas las personas menores de dieciocho
años empleadas por él o que trabajen para él. 
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Artículo 178. (Peculio profesional o industrial).- Todo adolescente que trabaje tendrá derecho de acuerdo a lo prescripto por 
los artículos 266 y siguientes del Código Civil, a la administración exclusiva del salario o remuneración que perciba, la que 
deberá serle abonada directamente, siendo válido el recibo que el empleador otorgue por tal concepto. Cualquier constancia
en el recibo o fuera de él que pudiera implicar renuncia del adolescente a sus derechos, será nula. 

Artículo 179. (Remuneración).- La remuneración del adolescente trabajador se regirá por lo dispuesto en las leyes, 
decretos, laudos o convenios colectivos de la actividad correspondiente. 

Artículo 180. (Accidentes de trabajo y enfermedades profesionales).- En caso de accidentes de trabajo o enfermedades 
profesionales de un adolescente trabajador, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Instituto Nacional del Menor
investigarán las causas del mismo de acuerdo con las competencias específicas de cada organismo. Asimismo se verificará
la realización de tareas prohibidas o el hecho de encontrarse el menor de edad en sitio en el que esté prohibida su presencia,
en cuyo caso se considerará culpa grave del empleador, con las consecuencias previstas por el artículo 7º de la Ley 
Nº 16.074, de 10 de octubre de 1989. 

El empleador podrá eximirse de esta responsabilidad si prueba fehacientemente que el joven se encontraba
circunstancialmente en el lugar y sin conocimiento de la persona habilitada para permitirle el acceso. 

CAPÍTULO XIII  

DE LA PREVENCIÓN ESPECIAL  

I - Medios de comunicación, publicidad y espectáculos 

Artículo 181. (Vulneración de derechos a su incitación).- La exhibición o emisión pública de imágenes, mensajes u objetos 
no podrá vulnerar los derechos de los niños y adolescentes, los principios reconocidos en la Constitución de la República y 
las leyes, o incitar a actitudes o conductas violentas, delictivas, discriminatorias o pornográficas. 

Artículo 182. (Programas radiales o televisivos).- Los programas de radio y televisión en las franjas horarias más
susceptibles de audiencia de niños y adolescentes, deben favorecer los objetivos educativos que dichos medios de
comunicación permiten desarrollar y deben potenciar los valores humanos y los principios del Estado democrático de
derecho. Debe evitarse, en las franjas horarias antedichas, la exhibición de películas que promuevan actitudes o conductas
violentas, delictivas, discriminatorias o pornográficas, o fomenten los vicios sociales. 

Artículo 183. (Principios rectores).- A fin de proteger los derechos de los niños y adolescentes, en lo que refiere a la 
publicidad elaborada y divulgada en todo el territorio nacional, deberán atenderse los siguientes principios: 

II - Publicidad protagonizada por niños y adolescentes 

Artículo 184. (Participación de niños y adolescentes).- Prohíbese la participación de niños y adolescentes en anuncios 
publicitarios que promocionen bebidas alcohólicas, cigarrillos o cualquier producto perjudicial para su salud física o mental. 

Artículo 185. (Mensajes publicitarios).- Prohíbese la participación de niños y adolescentes en mensajes publicitarios que 
atenten contra su dignidad o integridad física, psicológica o social. 

III - Espectáculos y centros de diversión 

Artículo 186. (Preservación de la corrupción).- Prohíbese la concurrencia de personas menores de dieciocho años a
casinos, prostíbulos y similares, whiskerías y clubes nocturnos, independientemente de su denominación. 

El Instituto Nacional del Menor reglamentará a los efectos pertinentes la concurrencia de adolescentes a locales de baile,
espectáculos públicos de cualquier naturaleza, hoteles de alta rotatividad y afines. 

Corresponde asimismo al Instituto Nacional del Menor regular la asistencia de niños y adolescentes a espectáculos

A) Los anuncios publicitarios no deben incitar a la violencia, a la comisión de actos delictivos o a cualquier forma de 
discriminación. 
 

B) Las prestaciones del producto deben mostrarse en forma comprensible y que coincida con la realidad.
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públicos de cualquier naturaleza. 

Artículo 187. (Prohibición de proveer).- Prohíbese la venta, provisión, arrendamiento o distribución a personas menores de
dieciocho años de: 

Artículo 188. (Fiscalización).- 

Artículo 189. (Competencia).- Serán competentes los Jueces Letrados de Familia en Montevideo, y los Jueces con
competencia penal en el interior del país, quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraordinario previsto por el Código 
General del Proceso. 

Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 

Artículo 190. (Recurribilidad).- La sentencia podrá ser apelada ante el Tribunal de Apelaciones de Familia respectivo, cuya 
decisión hará cosa juzgada. 

IV - Autorización para viajar 

Artículo 191. (Compañía de los padres o responsables).- Los niños y adolescentes no necesitan autorización para viajar 
cuando salen del país acompañados de quienes ejerzan la patria potestad. 

Artículo 192. (Uso del pasaporte-habilitado).- Tampoco necesitan autorización cuando viajen en posesión de pasaporte 
válido autorizado por quienes ejerzan la patria potestad o habilitado de edad. 

Artículo 193. (Autorizaciones).- Los niños y adolescentes que viajen solos o en compañía de terceros fuera del país
necesitan consentimiento de ambos padres o del representante legal en su caso. 

En caso de separación o divorcio de los padres, se requerirá la autorización de ambos. 

En los casos expuestos precedentemente si se planteara conflicto para consentimiento entre los otorgantes del mismo,
resolverá el Juez Letrado de Familia quien fijará los detalles de la estadía en el exterior.

1) Armas, municiones y explosivos. 
 

2) Bebidas alcohólicas. 
 

3) Tabacos, fármacos, pegamentos u otras sustancias que puedan significar un peligro o crear dependencia física o 
psíquica. 
 

4) Revistas, publicaciones, video casetes, discos compactos u otras formas de comunicación que violen las normas 
establecidas en los artículos 181 a 183 de este Código.

1) La fiscalización de lo establecido en los artículos 181 a 187 de este Código, será facultad del Instituto Nacional del 
Menor. 
 

2) Las empresas o los particulares que no cumplan con las obligaciones impuestas en los artículos 181 a 187 de este 
Código, serán sancionados con una multa, a juicio del Juez, entre 50 UR (cincuenta unidades reajustables) y 200 UR 
(doscientas unidades reajustables), según los casos. En los casos de reincidencia, podrán duplicarse los referidos 
montos. Las multas serán recaudadas por el Instituto Nacional del Menor. 
 

  El niño o adolescente encontrado en situación de riesgo será conducido y entregado por parte del Juez a los padres, 
tutor o encargado. El Juez advertirá a éstos personalmente y bajo su más seria responsabilidad de la situación. Si 
éstos han incumplido alguno de los deberes establecidos en el artículo 16 de este Código, el niño o adolescente será 
entregado al Instituto Nacional del Menor. 
 

  El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar al Juez competente la clausura, por veinticuatro horas a diez días, del 
establecimiento en infracción.
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Se seguirán los trámites del proceso incidental según lo dispone el Código General del Proceso, oyéndose preceptivamente 
al Ministerio Público en la audiencia respectiva a la que bajo responsabilidad deberá concurrir este último. 

La impugnación a la sentencia de primera instancia no tendrá efecto suspensivo, debiendo el Juzgado Letrado de Familia
de Primera Instancia expedir testimonio de la sentencia sin más trámite, inmediatamente de celebrada la audiencia
correspondiente. 

Artículo 194. (Adoptados).- Los niños y adolescentes adoptados por matrimonios extranjeros necesitan la autorización del 
Juez Letrado de Familia, aun cuando viajen con sus padres, la que se tramitará según las normas del proceso voluntario
(artículos 402 y siguientes del Código General del Proceso). 

CAPÍTULO XIV  

ACCIONES ESPECIALES  

Artículo 195. (Acción de amparo).- La acción de amparo para la protección de los derechos de los niños y adolescentes se 
regirá por la Ley Nº 16.011, de 19 de diciembre de 1988, y por las siguientes disposiciones. 

Podrá ser deducida también por el Ministerio Público, cualquier interesado o las instituciones o asociaciones de interés
social que según la ley, o a juicio del Tribunal, garanticen una adecuada defensa de los derechos comprometidos. 

Procederá en todos los casos, excepto que exista proceso jurisdiccional pendiente, presumiéndose, salvo prueba en
contrario, que los otros medios jurídicos de protección resultan ineficaces. 

Deberá ser promovida dentro de los treinta días a partir de la fecha en que se produjo el acto, hecho u omisión contra el
que se recurre. 

Serán competentes en razón de la materia los Jueces Letrados de Familia. 

Artículo 196. (Intereses difusos).- Amplíase a la defensa de los derechos de los niños y adolescentes las previsiones del
artículo 42 del Código General del Proceso. 

CAPÍTULO XV  

DE LA INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD O MATERNIDAD  

Artículo 197. (Principio general).- Las acciones de investigación de la paternidad o maternidad se regularán exclusivamente 
por las disposiciones contenidas en este Capítulo. 

La paternidad o maternidad declaradas asegurarán al niño y adolescente todos los derechos correspondientes a la filiación
natural, en especial, los derechos hereditarios inherentes a la misma, así como los alimentos necesarios para su desarrollo y
bienestar y el derecho a llevar los apellidos de quienes resulten declarados como sus padres. 

Artículo 198. (Accionantes).- Podrán iniciar la acción: 

1) El hijo, hasta los veinticinco años de edad. Durante la menor edad solamente podrá ser deducida la acción por la 
madre, el padre, o su representante legal, según correspondiere. 
 

2) La madre o el padre, desde que se constata la gravidez, hasta que el hijo cumpla dieciocho años. 
 

  Si el padre o la madre fuere menor de edad, se le nombrará curador "ad litem". 
 

  Si el padre o la madre menor de edad estuviere internado en el Instituto Nacional del Menor, éste deberá solicitar al 
Juez Letrado de Familia, el nombramiento de curador "ad litem". 
 

3) El Instituto Nacional del Menor, de oficio, cuando tenga conocimiento que el niño ha sido inscripto como hijo de 
padres desconocidos, o que ingrese al establecimiento un niño o adolescente sin filiación paterna o materna, o 
cuando un niño o adolescente lo solicite. 
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Artículo 199. (Emplazamiento).- En los casos previstos por el numeral 3) del artículo 198, el Instituto Nacional del Menor
iniciará los procedimientos judiciales ante el Juez de Familia competente, para que emplace al presunto padre o a la presunta
madre del niño o adolescente con domicilio conocido. 

Si no se conociera el domicilio, se le emplazará por edictos, según lo establecido por el Código General del Proceso. 

Artículo 200. (Acción del presunto padre o la presunta madre).- Si el presunto padre o la presunta madre comparece dentro 
del término y expresa su voluntad de iniciar por sí mismo la investigación, lo hará ajustándose al procedimiento fijado por este
Capítulo. 

Artículo 201. (No comparecencia).- Si citado por segunda vez y bajo apercibimiento, el presunto padre o la presunta madre
no comparece en autos, el Juez competente pondrá esta circunstancia en conocimiento del Ministerio Público quien podrá
proponer dos o más personas idóneas para que entre ellos se elija el curador "ad litem" del menor, quien instaurará y
proseguirá la acción. 

Las citaciones previstas en el inciso anterior serán con plazo de diez días. 

Artículo 202. (Administrador legal).- El Instituto Nacional del Menor será el administrador legal de la pensión alimentaria que
se obtenga como consecuencia de la acción, a la vez que será responsable del bienestar, salud y educación del niño o
adolescente internado en sus dependencias. 

Artículo 203. (Procedimientos).- Las pretensiones que conciernen a las cuestiones de investigación de la paternidad o
maternidad a que refiere este Capítulo, se tramitarán por el procedimiento ordinario previsto en el Código General del 
Proceso. 

Artículo 204. (Admisión de pruebas).- En esta clase de juicios serán admisibles todas las clases de prueba. La no 
colaboración para su diligenciamiento sin causa justificada, será tenida como una presunción simple en su contra. 

La excepción de mala conducta no tiene eficacia perentoria. 

Deberá oírse preceptivamente al Ministerio Público. 

Artículo 205. (Maniobras artificiosas).- Cuando de la denuncia sobre paternidad o maternidad, resultase el empleo de
maniobras artificiosas, se pasarán los antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de Turno en la fecha
que se invocó el engaño. 

CAPÍTULO XVI  

DE LA PÉRDIDA, LIMITACIÓN, SUSPENSIÓN O REHABILITACIÓN 
DE LA PATRIA POTESTAD  

Artículo 206. (Competencia).- Es Juez competente para conocer en los juicios de pérdida, limitación, suspensión o
rehabilitación de la patria potestad, en los casos previstos en los artículos 285, 286, 295 y 296 del Código Civil, aunque la 

 

  A efectos de esta acción, los Oficiales de la Dirección General del Registro de Estado Civil, darán cuenta, en el 
primer caso, de dicha inscripción. 
 

  El Instituto Nacional del Menor requerirá de las oficinas respectivas un informe semestral de estas situaciones. 
 

4) Cuando el presunto hijo o su representante legal ejercite conjuntamente con la acción de investigación de paternidad 
o maternidad la de petición de herencia, el Actuario, bajo su más seria responsabilidad funcional, lo comunicará 
dentro de quince días al registro correspondiente para su inscripción que producirá los efectos enunciados en el 
artículo 685 de Código Civil. Si entre los demandados hubiese herederos testamentarios, o de los llamados a la 
herencia por el artículo 1025 del Código Civil, o cónyuge con derecho a gananciales o porción conyugal, cualquiera 
de ellos podrá obtener que se limite la interdicción a un bien o lote de bienes hereditarios cuyo valor cubra 
ampliamente la legítima del actor, el que sólo sobre ese bien o lote podrá perseguir el pago de su haber hereditario 
cuando le sea reconocida la filiación invocada y sin perjuicio de la acción personal que le corresponda por restitución 
de frutos.
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patria potestad sea ejercida de acuerdo con el artículo 177 del mismo Código, el Juez Letrado de Familia en Montevideo y
los Jueces Letrados Departamentales del domicilio de los padres, y cuando el domicilio no sea conocido, el de la residencia
del niño o adolescente. 

Artículo 207. (Responsabilidad del Ministerio Público).- La demanda deberá ser deducida por el Ministerio Público siempre
que tenga conocimiento de alguno de los hechos que puedan dar lugar a la pérdida, limitación o suspensión de la patria
potestad. 

Cuando el Juez de Familia reciba información fehaciente que aconseje la separación de un niño o adolescente de su familia
de origen, previo asesoramiento técnico, deberá dar cuenta al Ministerio Público a fin de que éste determine si ejerce la
facultad conferida en el inciso anterior. 

En todos los casos, deberá aplicarse lo dispuesto en el literal C) del artículo 35 de este Código. 

Lo dispuesto en este artículo no modifica la posibilidad de deducir la demanda por quienes asimismo poseen legitimación
activa (artículo 289 del Código Civil). 

Artículo 208. (Procedimiento).- Las pretensiones que conciernen a las cuestiones de limitación, pérdida, suspensión o
rehabilitación de la patria potestad, se tramitarán por el proceso extraordinario previsto en el Código General del Proceso
(numeral 3) del artículo 349, y artículos 346, 347 y 350). 

Artículo 209. (Administración de los bienes).- El Juez Letrado de Familia o los Jueces Letrados Departamentales, cuando lo 
consideren conveniente, podrán entregar la administración de los bienes del niño o adolescente a instituciones bancarias de
notoria responsabilidad. 

Artículo 210. (Reserva).- No serán de conocimiento público las situaciones previstas en los artículos 285, 286, 295 y 296 
del Código Civil. 

No obstante, el Tribunal podrá decidir la publicidad del proceso siempre que las partes consintieran en ello (artículo 8º de la 
Ley Nº 16.699, de 25 de abril de 1995). 

CAPÍTULO XVII  

CONSEJO NACIONAL CONSULTIVO HONORARIO DE LOS 
DERECHOS DEL NIÑO Y ADOLESCENTE  

Artículo 211. (Creación).- Créase el Consejo Nacional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño y Adolescente que se
integrará con dos representantes del Poder Ejecutivo -uno de los cuales lo presidirá-, uno del Instituto Nacional del Menor, 
uno del Poder Judicial, uno de la Administración Nacional de Educación Pública, uno del Congreso de Intendentes, uno del
Instituto Pediátrico "Luis Morquio", uno del Colegio de Abogados y dos de las organizaciones no gubernamentales de
promoción y atención a la niñez y adolescencia. 

En caso de empate, el Presidente tendrá doble voto. 

La representación del Poder Ejecutivo coordinará directamente con los Ministerios de Deporte y Juventud, Trabajo y
Seguridad Social, Educación y Cultura, Salud Pública e Interior. 

Artículo 212. (Integración).- Los representantes de los organismos públicos deberán ser funcionarios de las más altas
jerarquías. 

Los representantes de las organizaciones no gubernamentales serán designados por la Asociación Nacional de
Organizaciones No Gubernamentales (ANONG). 

Artículo 213. (Convocatorias especiales).- El Consejo podrá convocar a sesiones extraordinarias consultivas a
representantes de los Ministerios y organismos públicos. Asimismo podrá convocar a representantes de las organizaciones
no gubernamentales y organizaciones privadas de promoción y atención a la niñez y adolescencia. 

Artículo 214. (Competencia).- El Consejo que se crea, tendrá competencia a nivel nacional. Sus fines serán: 
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Artículo 215. (Recursos).- El Ministerio de Educación y Cultura asignará los recursos necesarios para su funcionamiento y 
proveerá la infraestructura para realizar las reuniones del Consejo. 

Artículo 216. (Atribuciones).- El Consejo podrá crear Comisiones Departamentales o Regionales, reglamentando su
integración y funcionamiento. 

Dicha reglamentación podrá hacerse de manera tal, que se integren a las mismas los miembros y competencias de las
Comisiones previstas por el artículo 37 de la Ley Nº 16.707, de 12 de julio de 1995. 

Artículo 217. (Funcionamiento).- El Consejo dictará su reglamento interno de funcionamiento dentro del plazo de sesenta
días a partir de su instalación. 

CAPÍTULO XVIII  

REGISTRO DE INFORMACIÓN DE NIÑOS Y ADOLESCENTES  

Artículo 218. (Sistema de datos).- El Instituto Nacional del Menor deberá desarrollar el Sistema Nacional de Información
sobre Niñez y Adolescencia, que deberá incluir datos sobre el niño o adolescente a su cargo y las instituciones que lo
atienden. 

Artículo 219. (Seguimiento).- El Sistema Nacional de Información sobre Niñez y Adolescencia deberá generar datos que 
permitan un adecuado seguimiento de la atención del niño o adolescente y de la evolución de la misma, así como generar la
información necesaria para la formulación de las políticas de niñez y adolescencia. 

Artículo 220. (Colaboración).- 

Artículo 221. (Reserva).- El Instituto Nacional del Menor será el custodio de la información contenida en el Sistema 
Nacional de Información sobre Niñez y Adolescencia, por lo que se deberá garantizar el uso reservado y confidencial de los
datos correspondientes a cada niño o adolescente, en concordancia con su interés superior y en cumplimiento del derecho a
la privacidad de su historia personal, como único propietario de la misma. 

Artículo 222. (Limitaciones).- La información relativa a niños y adolescentes no podrá ser utilizada como base de datos para
el rastreo de los mismos, una vez alcanzada la mayoría de edad. 

Los antecedentes judiciales y administrativos de los niños o adolescentes que hayan estado en conflicto con la ley se
deberán destruir en forma inmediata al cumplir los dieciocho años o al cese de la medida.

1) Promover la coordinación e integración de las políticas sectoriales de atención a la niñez y adolescencia, diseñadas 
por parte de las diferentes entidades públicas vinculadas al tema. 
 

2) Elaborar un documento anual que contemple lo establecido en el numeral anterior. 
 

3) Ser oído preceptivamente en la elaboración del informe que el Estado debe elevar al Comité sobre los Derechos del 
Niño de las Naciones Unidas (artículo 44 de la Constitución de la República, la Convención sobre los Derechos del 
Niño). 
 

4) Opinar, a requerimiento expreso, sobre las leyes de presupuesto, rendición de cuentas y demás normas y programas 
que tengan relación con la niñez y adolescencia.

1) Los distintos Poderes y reparticiones del Estado, instituciones privadas y organismos no gubernamentales, deberán 
aportar los datos e información pertinentes al Sistema Nacional de Información sobre Niñez y Adolescencia, sin 
perjuicio de la autonomía y competencia específica de cada institución pública o privada. 
 

2) La Suprema Corte de Justicia, a través de sus órganos competentes, desarrollará un sistema de información sobre 
niños y adolescentes atendido tanto por la judicatura de adolescentes como de familia. 
 

  Los datos manejados por este Sistema Judicial de Información tendrán igual régimen y tratamiento que el 
establecido por los artículos 221 y 222 de este Código.
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CAPÍTULO XIX  

Artículo 223. (Nueva denominación).- A partir de la promulgación de este Código, el Instituto Nacional del Menor (INAME) 
pasará a denominarse "Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay" (INAU), manteniendo su carácter de servicio
descentralizado a todos sus efectos y competencias. 

Desde la publicación oficial de este Código, se incluirá en el texto la denominación del Instituto del Niño y Adolescente del
Uruguay (INAU). 

CAPÍTULO XX  

DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DE ESTE CÓDIGO  

Artículo 224.- Derógase la Ley Nº 9.342, de 6 de abril de 1934 (Código del Niño), sus modificaciones y todas las
disposiciones legales que se opongan a este Código. 

    Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 26 de agosto de 2004. 

LUIS HIERRO LÓPEZ, 
Presidente. 

Mario Farachio, 
Secretario. 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA  
 MINISTERIO DEL INTERIOR 
  MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
   MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
    MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
     MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
      MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
       MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
        MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 
         MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
          MINISTERIO DE TURISMO 
           MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 
            MINISTERIO DE DEPORTE Y JUVENTUD 

Montevideo, 7 de setiembre de 2004.

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el Registro Nacional de Leyes y Decretos.  

BATLLE. 
LEONARDO GUZMÁN. 

DANIEL BORRELLI. 
DIDIER OPERTTI. 

ISAAC ALFIE. 
YAMANDÚ FAU. 

GABRIEL GURMÉNDEZ. 
JOSÉ VILLAR. 

SANTIAGO PÉREZ DEL CASTILLO. 
CONRADO BONILLA. 

MARTÍN AGUIRREZABALA. 
JUAN BORDABERRY. 

SAÚL IRURETA. 

 
 

Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 
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Publicada D.O. 18 ago/008 - Nº 27549 

Ley Nº 18.331 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y ACCIÓN DE "HABEAS DATA" 

NORMAS 

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en 
Asamblea General,  

DECRETAN: 

 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES  

Artículo 1º. Derecho humano.- El derecho a la protección de datos personales es inherente a la persona 
humana, por lo que está comprendido en el artículo 72 de la Constitución de la República. 

Artículo 2º. Ámbito subjetivo.- El derecho a la protección de los datos personales se aplicará por 
extensión a las personas jurídicas, en cuanto corresponda. 

Artículo 3º. Ámbito objetivo.- El régimen de la presente ley será de aplicación a los datos personales 
registrados en cualquier soporte que los haga susceptibles de tratamiento, y a toda modalidad de uso 
posterior de estos datos por los ámbitos público o privado. 

No será de aplicación a las siguientes bases de datos: 

A) A las mantenidas por personas físicas en el ejercicio de actividades exclusivamente personales o 
domésticas. 

B) Las que tengan por objeto la seguridad pública, la defensa, la seguridad del Estado y sus 
actividades en materia penal, investigación y represión del delito. 

C) A las bases de datos creadas y reguladas por leyes especiales. 

Artículo 4º. Definiciones.- A los efectos de la presente ley se entiende por: 

A) Base de datos: indistintamente, designan al conjunto organizado de datos personales que sean 
objeto de tratamiento o procesamiento, electrónico o no, cualquiera que fuere la modalidad de su 
formación, almacenamiento, organización o acceso. 

B) Comunicación de datos: toda revelación de datos realizada a una persona distinta del titular de los 
datos. 

C) Consentimiento del titular: toda manifestación de voluntad, libre, inequívoca, específica e informada, 
mediante la cual el titular consienta el tratamiento de datos personales que le concierne. 

D) Dato personal: información de cualquier tipo referida a personas físicas o jurídicas determinadas o 
determinables. 
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E) Dato sensible: datos personales que revelen origen racial y étnico, preferencias políticas, 
convicciones religiosas o morales, afiliación sindical e informaciones referentes a la salud o a la vida 
sexual. 

F) Destinatario: persona física o jurídica, pública o privada, que recibiere comunicación de datos, se 
trate o no de un tercero. 

G) Disociación de datos: todo tratamiento de datos personales de manera que la información obtenida 
no pueda vincularse a persona determinada o determinable. 

H) Encargado del tratamiento: persona física o jurídica, pública o privada, que sola o en conjunto con 
otros trate datos personales por cuenta del responsable de la base de datos o del tratamiento. 

I) Fuentes accesibles al público: aquellas bases de datos cuya consulta puede ser realizada por 
cualquier persona, no impedida por una norma limitativa o sin más exigencia que, en su caso, el 
abono de una contraprestación. 

J) Tercero: la persona física o jurídica, pública o privada, distinta del titular del dato, del responsable de 
la base de datos o tratamiento, del encargado y de las personas autorizadas para tratar los datos 
bajo la autoridad directa del responsable o del encargado del tratamiento. 

K) Responsable de la base de datos o del tratamiento: persona física o jurídica, pública o privada, 
propietaria de la base de datos o que decida sobre la finalidad, contenido y uso del tratamiento. 

L) Titular de los datos: persona cuyos datos sean objeto de un tratamiento incluido dentro del ámbito de 
acción de la presente ley. 

M) Tratamiento de datos: operaciones y procedimientos sistemáticos, de carácter automatizado o no, 
que permitan el procesamiento de datos personales, así como también su cesión a terceros a través 
de comunicaciones, consultas, interconexiones o transferencias. 

N) Usuario de datos: toda persona, pública o privada, que realice a su arbitrio el tratamiento de datos, 
ya sea en una base de datos propia o a través de conexión con los mismos. 

CAPÍTULO II  

PRINCIPIOS GENERALES  

Artículo 5º. Valor y fuerza.- La actuación de los responsables de las bases de datos, tanto públicos 
como privados, y, en general, de todos quienes actúen en relación a datos personales de terceros, deberá 
ajustarse a los siguientes principios generales: 

A) Legalidad. 

B) Veracidad. 

C) Finalidad. 

D) Previo consentimiento informado. 

E) Seguridad de los datos. 

F) Reserva. 



G) Responsabilidad. 

Dichos principios generales servirán también de criterio interpretativo para resolver las cuestiones que 
puedan suscitarse en la aplicación de las disposiciones pertinentes. 

Artículo 6º. Principio de legalidad.- La formación de bases de datos será lícita cuando se encuentren 
debidamente inscriptas, observando en su operación los principios que establecen la presente ley y las 
reglamentaciones que se dicten en consecuencia. 

Las bases de datos no pueden tener finalidades violatorias de derechos humanos o contrarias a las 
leyes o a la moral pública. 

Artículo 7º. Principio de veracidad.- Los datos personales que se recogieren a los efectos de su 
tratamiento deberán ser veraces, adecuados, ecuánimes y no excesivos en relación con la finalidad para 
la cual se hubieren obtenido. La recolección de datos no podrá hacerse por medios desleales, 
fraudulentos, abusivos, extorsivos o en forma contraria a las disposiciones a la presente ley. 

Los datos deberán ser exactos y actualizarse en el caso en que ello fuere necesario. 

Cuando se constate la inexactitud o falsedad de los datos, el responsable del tratamiento, en cuanto 
tenga conocimiento de dichas circunstancias, deberá suprimirlos, sustituirlos o completarlos por datos 
exactos, veraces y actualizados. Asimismo, deberán ser eliminados aquellos datos que hayan caducado 
de acuerdo a lo previsto en la presente ley. 

Artículo 8º. Principio de finalidad.- Los datos objeto de tratamiento no podrán ser utilizados para 
finalidades distintas o incompatibles con aquellas que motivaron su obtención. 

Los datos deberán ser eliminados cuando hayan dejado de ser necesarios o pertinentes a los fines para 
los cuales hubieren sido recolectados. 

La reglamentación determinará los casos y procedimientos en los que, por excepción, y atendidos los 
valores históricos, estadísticos o científicos, y de acuerdo con la legislación específica, se conserven 
datos personales aun cuando haya perimido tal necesidad o pertinencia. 

Tampoco podrán comunicarse datos entre bases de datos, sin que medie ley o previo consentimiento 
informado del titular. 

Artículo 9º. Principio del previo consentimiento informado.- El tratamiento de datos personales es lícito 
cuando el titular hubiere prestado su consentimiento libre, previo, expreso e informado, el que deberá 
documentarse. 

El referido consentimiento prestado con otras declaraciones, deberá figurar en forma expresa y 
destacada, previa notificación al requerido de datos, de la información descrita en el artículo 12 de la 
presente ley. 

No será necesario el previo consentimiento cuando: 

A) Los datos provengan de fuentes públicas de información, tales como registros o publicaciones en 
medios masivos de comunicación. 

B) Se recaben para el ejercicio de funciones propias de los poderes del Estado o en virtud de una 
obligación legal. 

C) Se trate de listados cuyos datos se limiten en el caso de personas físicas a nombres y apellidos, 
documento de identidad, nacionalidad, domicilio y fecha de nacimiento. En el caso de personas 
jurídicas, razón social, nombre de fantasía, registro único de contribuyentes, domicilio, teléfono e 
identidad de las personas a cargo de la misma. 

D) Deriven de una relación contractual, científica o profesional del titular de los datos, y sean 



necesarios para su desarrollo o cumplimiento. 

E) Se realice por personas físicas o jurídicas, privadas o públicas, para su uso exclusivo personal o 
doméstico. 

Artículo 10. Principio de seguridad de los datos.- El responsable o usuario de la base de datos debe 
adoptar las medidas que resultaren necesarias para garantizar la seguridad y confidencialidad de los 
datos personales. Dichas medidas tendrán por objeto evitar su adulteración, pérdida, consulta o 
tratamiento no autorizado, así como detectar desviaciones de información, intencionales o no, ya sea que 
los riesgos provengan de la acción humana o del medio técnico utilizado. 

Los datos deberán ser almacenados de modo que permitan el ejercicio del derecho de acceso de su 
titular. 

Queda prohibido registrar datos personales en bases de datos que no reúnan condiciones técnicas de 
integridad y seguridad. 

Artículo 11. Principio de reserva.- Aquellas personas físicas o jurídicas que obtuvieren legítimamente 
información proveniente de una base de datos que les brinde tratamiento, están obligadas a utilizarla en 
forma reservada y exclusivamente para las operaciones habituales de su giro o actividad, estando 
prohibida toda difusión de la misma a terceros. 

Las personas que, por su situación laboral u otra forma de relación con el responsable de una base de 
datos, tuvieren acceso o intervengan en cualquier fase del tratamiento de datos personales, están 
obligadas a guardar estricto secreto profesional sobre los mismos (artículo 302 del Código Penal), cuando 
hayan sido recogidos de fuentes no accesibles al público. Lo previsto no será de aplicación en los casos 
de orden de la Justicia competente, de acuerdo con las normas vigentes en esta materia o si mediare 
consentimiento del titular. 

Esta obligación subsistirá aun después de finalizada la relación con el responsable de la base de datos. 

Artículo 12. Principio de responsabilidad.- El responsable de la base de datos es responsable de la 
violación de las disposiciones de la presente ley. 

CAPÍTULO III 

DERECHOS DE LOS TITULARES DE LOS DATOS  

Artículo 13. Derecho de información frente a la recolección de datos.- Cuando se recaben datos 
personales se deberá informar previamente a sus titulares en forma expresa, precisa e inequívoca: 

A) La finalidad para la que serán tratados y quiénes pueden ser sus destinatarios o clase de 
destinatarios. 

B) La existencia de la base de datos, electrónico o de cualquier otro tipo, de que se trate y la identidad 
y domicilio de su responsable. 

C) El carácter obligatorio o facultativo de las respuestas al cuestionario que se le proponga, en especial 
en cuanto a los datos sensibles. 

D) Las consecuencias de proporcionar los datos y de la negativa a hacerlo o su inexactitud. 

E) La posibilidad del titular de ejercer los derechos de acceso, rectificación y supresión de los datos. 

Artículo 14. Derecho de acceso.- Todo titular de datos personales que previamente acredite su 
identificación con el documento de identidad o poder respectivo, tendrá derecho a obtener toda la 
información que sobre sí mismo se halle en bases de datos públicas o privadas. Este derecho de acceso 



sólo podrá ser ejercido en forma gratuita a intervalos de seis meses, salvo que se hubiere suscitado 
nuevamente un interés legítimo de acuerdo con el ordenamiento jurídico. 

Cuando se trate de datos de personas fallecidas, el ejercicio del derecho al cual refiere este artículo, 
corresponderá a cualesquiera de sus sucesores universales, cuyo carácter se acreditará por la sentencia 
de declaratoria de herederos. 

La información debe ser proporcionada dentro de los cinco días hábiles de haber sido solicitada. 
Vencido el plazo sin que el pedido sea satisfecho o si fuera denegado por razones no justificadas de 
acuerdo con esta ley, quedará habilitada la acción de habeas data. 

La información debe ser suministrada en forma clara, exenta de codificaciones y en su caso 
acompañada de una explicación, en lenguaje accesible al conocimiento medio de la población, de los 
términos que se utilicen. 

La información debe ser amplia y versar sobre la totalidad del registro perteneciente al titular, aun 
cuando el requerimiento sólo comprenda un aspecto de los datos personales. En ningún caso el informe 
podrá revelar datos pertenecientes a terceros, aun cuando se vinculen con el interesado. 

La información, a opción del titular, podrá suministrarse por escrito, por medios electrónicos, 
telefónicos, de imagen, u otro idóneo a tal fin. 

Artículo 15. Derecho de rectificación, actualización, inclusión o supresión.- Toda persona física o 
jurídica tendrá derecho a solicitar la rectificación, actualización, inclusión o supresión de los datos 
personales que le corresponda incluidos en una base de datos, al constatarse error o falsedad o exclusión 
en la información de la que es titular. 

El responsable de la base de datos o del tratamiento deberá proceder a realizar la rectificación, 
actualización, inclusión o supresión, mediante las operaciones necesarias a tal fin en un plazo máximo de 
cinco días hábiles de recibida la solicitud por el titular del dato o, en su caso, informar de las razones por 
las que estime no corresponde. 

El incumplimiento de esta obligación por parte del responsable de la base de datos o del tratamiento o 
el vencimiento del plazo, habilitará al titular del dato a promover la acción de habeas data prevista en esta 
ley. 

No procede la eliminación o supresión de datos personales salvo en aquellos casos de: 

A) Perjuicios a los derechos e intereses legítimos de terceros. 

B) Notorio error o falsedad. 

C) Contravención a lo establecido por una obligación legal. 

Durante el proceso de verificación, rectificación o inclusión de datos personales, el responsable de la 
base de datos o tratamiento, ante el requerimiento de terceros por acceder a informes sobre los mismos, 
deberá dejar constancia que dicha información se encuentra sometida a revisión. 

En el supuesto de comunicación o transferencia de datos, el responsable de la base de datos o del 
tratamiento debe notificar la rectificación, inclusión o supresión al destinatario dentro del quinto día hábil 
de efectuado el tratamiento del dato. 

La rectificación, actualización, inclusión, eliminación o supresión de datos personales cuando 
corresponda, se efectuará sin cargo alguno para el titular. 

Artículo 16. Derecho a la impugnación de valoraciones personales.- Las personas tienen derecho a no 
verse sometidas a una decisión con efectos jurídicos que les afecte de manera significativa, que se base 
en un tratamiento automatizado o no de datos destinado a evaluar determinados aspectos de su 
personalidad, como su rendimiento laboral, crédito, fiabilidad, conducta, entre otros. 



El afectado podrá impugnar los actos administrativos o decisiones privadas que impliquen una 
valoración de su comportamiento, cuyo único fundamento sea un tratamiento de datos personales que 
ofrezca una definición de sus características o personalidad. 

En este caso, el afectado tendrá derecho a obtener información del responsable de la base de datos 
tanto sobre los criterios de valoración como sobre el programa utilizado en el tratamiento que sirvió para 
adoptar la decisión manifestada en el acto. 

La valoración sobre el comportamiento de las personas, basada en un tratamiento de datos, 
únicamente podrá tener valor probatorio a petición del afectado. 

Artículo 17. Derechos referentes a la comunicación de datos.- Los datos personales objeto de 
tratamiento sólo podrán ser comunicados para el cumplimiento de los fines directamente relacionados con 
el interés legítimo del emisor y del destinatario y con el previo consentimiento del titular de los datos, al 
que se le debe informar sobre la finalidad de la comunicación e identificar al destinatario o los elementos 
que permitan hacerlo. 

El previo consentimiento para la comunicación es revocable. 

El previo consentimiento no será necesario cuando: 

A) Así lo disponga una ley de interés general. 

B) En los supuestos del artículo 9º de la presente ley. 

C) Se trate de datos personales relativos a la salud y sea necesario por razones de salud e higiene 
públicas, de emergencia o para la realización de estudios epidemiológicos, en tanto se preserve la 
identidad de los titulares de los datos mediante mecanismos de disociación adecuados. 

D) Se hubiera aplicado un procedimiento de disociación de la información, de modo que los titulares de 
los datos no sean identificables. 

El destinatario quedará sujeto a las mismas obligaciones legales y reglamentarias del emisor y éste 
responderá solidaria y conjuntamente por la observancia de las mismas ante el organismo de control y el 
titular de los datos de que se trate. 

CAPÍTULO IV  

DATOS ESPECIALMENTE PROTEGIDOS  

Artículo 18. Datos sensibles.- Ninguna persona puede ser obligada a proporcionar datos sensibles. 
Éstos sólo podrán ser objeto de tratamiento con el consentimiento expreso y escrito del titular. 

Los datos sensibles sólo pueden ser recolectados y objeto de tratamiento cuando medien razones de 
interés general autorizadas por ley, o cuando el organismo solicitante tenga mandato legal para hacerlo. 
También podrán ser tratados con finalidades estadísticas o científicas cuando se disocien de sus titulares. 

Queda prohibida la formación de bases de datos que almacenen información que directa o 
indirectamente revele datos sensibles. Se exceptúan aquellos que posean los partidos políticos, 
sindicatos, iglesias, confesiones religiosas, asociaciones, fundaciones y otras entidades sin fines de lucro, 
cuya finalidad sea política, religiosa, filosófica, sindical, que hagan referencia al origen racial o étnico, a la 
salud y a la vida sexual, en cuanto a los datos relativos a sus asociados o miembros, sin perjuicio que la 
comunicación de dichos datos precisará siempre el previo consentimiento del titular del dato. 

Los datos personales relativos a la comisión de infracciones penales, civiles o administrativas sólo 
pueden ser objeto de tratamiento por parte de las autoridades públicas competentes, en el marco de las 
leyes y reglamentaciones respectivas, sin perjuicio de las autorizaciones que la ley otorga u otorgare. 
Nada de lo establecido en esta ley impedirá a las autoridades públicas comunicar o hacer pública la 
identidad de las personas físicas o jurídicas que estén siendo investigadas por, o hayan cometido, 



infracciones a la normativa vigente, en los casos en que otras normas lo impongan o en los que lo 
consideren conveniente. 

Artículo 19. Datos relativos a la salud.- Los establecimientos sanitarios públicos o privados y los 
profesionales vinculados a las ciencias de la salud pueden recolectar y tratar los datos personales 
relativos a la salud física o mental de los pacientes que acudan a los mismos o que estén o hubieren 
estado bajo tratamiento de aquéllos, respetando los principios del secreto profesional, la normativa 
específica y lo establecido en la presente ley. 

Artículo 20. Datos relativos a las telecomunicaciones.- Los operadores que exploten redes públicas o 
que presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público deberán garantizar, en el 
ejercicio de su actividad, la protección de los datos personales conforme a la presente ley. 

Asimismo, deberán adoptar las medidas técnicas y de gestiones adecuadas para preservar la seguridad 
en la explotación de su red o en la prestación de sus servicios, con el fin de garantizar sus niveles de 
protección de los datos personales que sean exigidos por la normativa de desarrollo de esta ley en esta 
materia. En caso de que exista un riesgo particular de violación de la seguridad de la red pública de 
comunicaciones electrónicas, el operador que explote dicha red o preste el servicio de comunicaciones 
electrónicas informará a los abonados sobre dicho riesgo y sobre las medidas a adoptar. 

La regulación contenida en esta ley se entiende sin perjuicio de lo previsto en la normativa específica 
sobre telecomunicaciones relacionadas con la seguridad pública y la defensa nacional. 

Artículo 21. Datos relativos a bases de datos con fines de publicidad.- En la recopilación de domicilios, 
reparto de documentos, publicidad, venta u otras actividades análogas, se podrán tratar datos que sean 
aptos para establecer perfiles determinados con fines promocionales, comerciales o publicitarios; o 
permitan establecer hábitos de consumo, cuando éstos figuren en documentos accesibles al público o 
hayan sido facilitados por los propios titulares u obtenidos con su consentimiento. 

En los supuestos contemplados en el presente artículo, el titular de los datos podrá ejercer el derecho 
de acceso sin cargo alguno. 

El titular podrá en cualquier momento solicitar el retiro o bloqueo de sus datos de los bancos de datos a 
los que se refiere el presente artículo. 

Artículo 22. Datos relativos a la actividad comercial o crediticia.- Queda expresamente autorizado el 
tratamiento de datos personales destinados a brindar informes objetivos de carácter comercial, incluyendo 
aquellos relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones de carácter comercial o crediticia que 
permitan evaluar la concertación de negocios en general, la conducta comercial o la capacidad de pago 
del titular de los datos, en aquellos casos en que los mismos sean obtenidos de fuentes de acceso público 
o procedentes de informaciones facilitadas por el acreedor o en las circunstancias previstas en la 
presente ley. Para el caso de las personas jurídicas, además de las circunstancias previstas en la 
presente ley, se permite el tratamiento de toda información autorizada por la normativa vigente. 

Los datos personales relativos a obligaciones de carácter comercial de personas físicas sólo podrán 
estar registrados por un plazo de cinco años contados desde su incorporación. En caso que al 
vencimiento de dicho plazo la obligación permanezca incumplida, el acreedor podrá solicitar al 
responsable de la base de datos, por única vez, su nuevo registro por otros cinco años. Este nuevo 
registro deberá ser solicitado en el plazo de treinta días anteriores al vencimiento original. Las 
obligaciones canceladas o extinguidas por cualquier medio, permanecerán registradas, con expresa 
mención de este hecho, por un plazo máximo de cinco años, no renovable, a contar de la fecha de la 
cancelación o extinción. 

Los responsables de las bases de datos se limitarán a realizar el tratamiento objetivo de la información 
registrada tal cual ésta le fuera suministrada, debiendo abstenerse de efectuar valoraciones subjetivas 
sobre la misma. 

Cuando se haga efectiva la cancelación de cualquier obligación incumplida registrada en una base de 
datos, el acreedor deberá en un plazo máximo de cinco días hábiles de acontecido el hecho, comunicarlo 
al responsable de la base de datos o tratamiento correspondiente. Una vez recibida la comunicación por 
el responsable de la base de datos o tratamiento, éste dispondrá de un plazo máximo de tres días hábiles 
para proceder a la actualización del dato, asentando su nueva situación. 



Artículo 23. Datos transferidos internacionalmente.- Se prohíbe la transferencia de datos personales de 
cualquier tipo con países u organismos internacionales que no proporcionen niveles de protección 
adecuados de acuerdo a los estándares del Derecho Internacional o Regional en la materia. 

La prohibición no regirá cuando se trate de: 

1) Cooperación judicial internacional, de acuerdo al respectivo instrumento internacional, ya sea 
Tratado o Convención, atendidas las circunstancias del caso. 

2) Intercambio de datos de carácter médico, cuando así lo exija el tratamiento del afectado por razones 
de salud o higiene públicas. 

3) Transferencias bancarias o bursátiles, en lo relativo a las transacciones respectivas y conforme la 
legislación que les resulte aplicable. 

4) Acuerdos en el marco de tratados internacionales en los cuales la República Oriental del Uruguay 
sea parte. 

5) Cooperación internacional entre organismos de inteligencia para la lucha contra el crimen 
organizado, el terrorismo y el narcotráfico. 

También será posible realizar la transferencia internacional de datos en los siguientes supuestos: 

A) Que el interesado haya dado su consentimiento inequívocamente a la transferencia prevista. 

B) Que la transferencia sea necesaria para la ejecución de un contrato entre el interesado y el 
responsable del tratamiento o para la ejecución de medidas precontractuales tomadas a petición del 
interesado. 

C) Que la transferencia sea necesaria para la celebración o ejecución de un contrato celebrado o por 
celebrar en interés del interesado, entre el responsable del tratamiento y un tercero. 

D) Que la transferencia sea necesaria o legalmente exigida para la salvaguardia de un interés público 
importante, o para el reconocimiento, ejercicio o defensa de un derecho en un procedimiento judicial. 

E) Que la transferencia sea necesaria para la salvaguardia del interés vital del interesado. 

F) Que la transferencia tenga lugar desde un registro que, en virtud de disposiciones legales o 
reglamentarias, esté concebido para facilitar información al público y esté abierto a la consulta por el 
público en general o por cualquier persona que pueda demostrar un interés legítimo, siempre que se 
cumplan, en cada caso particular, las condiciones que establece la ley para su consulta. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el primer inciso de este artículo, la Unidad Reguladora y de Control de 
Protección de Datos Personales podrá autorizar una transferencia o una serie de transferencias de datos 
personales a un tercer país que no garantice un nivel adecuado de protección, cuando el responsable del 
tratamiento ofrezca garantías suficientes respecto a la protección de la vida privada, de los derechos y 
libertades fundamentales de las personas, así como respecto al ejercicio de los respectivos derechos. 

Dichas garantías podrán derivarse de cláusulas contractuales apropiadas. 

CAPÍTULO V 

BASES DE DATOS DE TITULARIDAD PÚBLICA  



Artículo 24. Creación, modificación o supresión.- La creación, modificación o supresión de bases de 
datos pertenecientes a organismos públicos deberán registrarse conforme lo previsto en el capítulo 
siguiente. 

Artículo 25. Base de datos correspondientes a las Fuerzas Armadas, Organismos Policiales o de 
Inteligencia.- Quedarán sujetos al régimen de la presente ley, los datos personales que por haberse 
almacenado para fines administrativos, deban ser objeto de registro permanente en las bases de datos de 
las fuerzas armadas, organismos policiales o de inteligencia; y aquellos sobre antecedentes personales 
que proporcionen dichas bases de datos a las autoridades administrativas o judiciales que los requieran 
en virtud de disposiciones legales. 

El tratamiento de datos personales con fines de defensa nacional o seguridad pública por parte de las 
fuerzas armadas, organismos policiales o inteligencia, sin previo consentimiento de los titulares, queda 
limitado a aquellos supuestos y categoría de datos que resulten necesarios para el estricto cumplimiento 
de las misiones legalmente asignadas a aquéllos para la defensa nacional, la seguridad pública o para la 
represión de los delitos. Las bases de datos, en tales casos, deberán ser específicas y establecidas al 
efecto, debiendo clasificarse por categorías, en función de su grado de fiabilidad. 

Los datos personales registrados con fines policiales se cancelarán cuando no sean necesarios para 
las averiguaciones que motivaron su almacenamiento. 

Artículo 26. Excepciones a los derechos de acceso, rectificación y cancelación.- Los responsables de 
las bases de datos que contengan los datos a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 
anterior podrán denegar el acceso, la rectificación o cancelación en función de los peligros que pudieran 
derivarse para la defensa del Estado o la seguridad pública, la protección de los derechos y libertades de 
terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando. 

Los responsables de las bases de datos de la Hacienda Pública podrán, igualmente, denegar el 
ejercicio de los derechos a que se refiere el inciso anterior cuando el mismo obstaculice las actuaciones 
administrativas tendientes a asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias y, en todo caso, 
cuando el titular del dato esté siendo objeto de actuaciones inspectivas. 

El titular del dato al que se deniegue total o parcialmente el ejercicio de los derechos mencionados en 
los incisos anteriores podrá ponerlo en conocimiento del Órgano de Control, quien deberá asegurarse de 
la procedencia o improcedencia de la denegación. 

Artículo 27. Excepciones al derecho a la información.- Lo dispuesto en la presente ley no será aplicable 
a la recolección de datos, cuando la información del titular afecte a la defensa nacional, a la seguridad 
pública o a la persecución de infracciones penales. 

CAPÍTULO VI 

BASES DE DATOS DE TITULARIDAD PRIVADA  

Artículo 28. Creación, modificación o supresión.- Las personas físicas o jurídicas privadas que creen, 
modifiquen o supriman bases de datos de carácter personal, que no sean para un uso exclusivamente 
individual o doméstico, deberán registrarse conforme lo previsto en el artículo siguiente. 

Artículo 29. Inscripción registral.- Toda base de datos pública o privada debe inscribirse en el Registro 
que al efecto habilite el Órgano de Control, de acuerdo a los criterios reglamentarios que se establezcan. 

Por vía reglamentaria se procederá a la regulación detallada de los distintos extremos que deberá 
contener la inscripción, entre los cuales figurarán necesariamente los siguientes: 

A) Identificación de la base de datos y el responsable de la misma. 

B) Naturaleza de los datos personales que contiene. 

C) Procedimientos de obtención y tratamiento de los datos. 



D) Medidas de seguridad y descripción técnica de la base de datos. 

E) Protección de datos personales y ejercicio de derechos. 

F) Destino de los datos y personas físicas o jurídicas a las que pueden ser transmitidos. 

G) Tiempo de conservación de los datos. 

H) Forma y condiciones en que las personas pueden acceder a los datos referidos a ellas y los 
procedimientos a realizar para la rectificación o actualización de los datos. 

I) Cantidad de acreedores personas físicas que hayan cumplido los 5 años previstos en el artículo 22 
de la presente ley. 

J) Cantidad de cancelaciones por incumplimiento de la obligación de pago si correspondiera, de 
acuerdo a lo previsto en el artículo 22 de la presente ley. 

Ningún usuario de datos podrá poseer datos personales de naturaleza distinta a los declarados en el 
registro. 

El incumplimiento de estos requisitos dará lugar a las sanciones administrativas previstas en la 
presente ley. 

Respecto a las bases de datos de carácter comercial ya inscriptos en el Órgano Regulador, se estará a 
lo previsto en la presente ley respecto del plazo de adecuación. 

Artículo 30. Prestación de servicios informatizados de datos personales.- Cuando por cuenta de 
terceros se presten servicios de tratamiento de datos personales, éstos no podrán aplicarse o utilizarse 
con un fin distinto al que figure en el contrato de servicios, ni cederlos a otras personas, ni aun para su 
conservación. 

Una vez cumplida la prestación contractual los datos personales tratados deberán ser destruidos, salvo 
que medie autorización expresa de aquel por cuenta de quien se prestan tales servicios cuando 
razonablemente se presuma la posibilidad de ulteriores encargos, en cuyo caso se podrá almacenar con 
las debidas condiciones de seguridad por un período de hasta dos años. 

CAPÍTULO VII 

ÓRGANO DE CONTROL  

Artículo 31. Órgano de Control.- Créase como órgano desconcentrado de la Agencia para el Desarrollo 
del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento (AGESIC), 
dotado de la más amplia autonomía técnica, la Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales. 
Estará dirigida por un Consejo integrado por tres miembros: el Director Ejecutivo de AGESIC y dos 
miembros designados por el Poder Ejecutivo entre personas que por sus antecedentes personales, 
profesionales y de conocimiento en la materia aseguren independencia de criterio, eficiencia, objetividad e 
imparcialidad en el desempeño de sus cargos. 

A excepción del Director Ejecutivo de la AGESIC, los miembros durarán cuatro años en sus cargos, 
pudiendo ser designados nuevamente. Sólo cesarán por la expiración de su mandato y designación de 
sus sucesores, o por su remoción dispuesta por el Poder Ejecutivo en los casos de ineptitud, omisión o 
delito, conforme a las garantías del debido proceso. 

Durante su mandato no recibirán órdenes ni instrucciones en el plano técnico. 

Artículo 32. Consejo Consultivo.- El Consejo Ejecutivo de la Unidad Reguladora y de Control de Datos 
Personales funcionará asistido por un Consejo Consultivo, que estará integrado por cinco miembros: 



- Una persona con reconocida trayectoria en la promoción y defensa de los derechos humanos, 
designado por el Poder Legislativo, el que no podrá ser un Legislador en actividad. 

- Un representante del Poder Judicial. 

- Un representante del Ministerio Público. 

- Un representante del área académica. 

- Un representante del sector privado, que se elegirá en la forma establecida reglamentariamente. 

Sesionará presidido por el Presidente de la Unidad Reguladora y de Control de protección de Datos 
Personales. 

Sus integrantes durarán cuatro años en sus cargos y sesionarán a convocatoria del Presidente de la 
Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales o de la mayoría de sus miembros. 

Podrá ser consultado por el Consejo Ejecutivo sobre cualquier aspecto de su competencia y deberá ser 
consultado por éste cuando ejerza potestades de reglamentación. 

Artículo 33. Recursos.- La Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales formulará su 
propuesta de presupuesto de acuerdo a lo previsto en el artículo 214 de la Constitución de al República. 

Artículo 34. Cometidos.- El órgano de control deberá realizar todas las acciones necesarias para el 
cumplimiento de los objetivos y demás disposiciones de la presente ley. A tales efectos tendrá las 
siguientes funciones y atribuciones: 

A) Asistir y asesorar a las personas que lo requieran acerca de los alcances de la presente ley y de los 
medios legales de que disponen para la defensa de los derechos que ésta garantiza. 

B) Dictar las normas y reglamentaciones que se deben observar en el desarrollo de las actividades 
comprendidas por esta ley. 

C) Realizar un censo de las bases de datos alcanzados por la ley y mantener el registro permanente de 
los mismos. 

D) Controlar la observancia de las normas sobre integridad, veracidad y seguridad de datos por parte 
de los responsables de las bases de datos, pudiendo a tales efectos realizar las actuaciones de 
inspección pertinentes. 

E) Solicitar información a las entidades públicas y privadas, las que deberán proporcionar los 
antecedentes, documentos, programas u otros elementos relativos al tratamiento de los datos 
personales que se le requieran. En estos casos, la autoridad deberá garantizar la seguridad y 
confidencialidad de la información y elementos suministrados. 

F) Emitir opinión toda vez que le sea requerida por las autoridades competentes, incluyendo solicitudes 
relacionadas con el dictado de sanciones administrativas que correspondan por la violación a las 
disposiciones de esta ley, de los reglamentos o de las resoluciones que regulan el tratamiento de 
datos personales comprendidos en ésta. 

G) Asesorar en forma necesaria al Poder Ejecutivo en la consideración de los proyectos de ley que 
refieran total o parcialmente a protección de datos personales. 

H) Informar a cualquier persona sobre la existencia de bases de datos personales, sus finalidades y la 
identidad de sus responsables, en forma gratuita. 
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Artículo 35. Potestades sancionatorias.- El órgano de control podrá aplicar las siguientes medidas 
sancionatorias a los responsables de las bases de datos o encargados del tratamiento de datos 
personales en caso que se violen las normas de la presente ley: 

1) Apercibimiento. 

2) Multa de hasta quinientas mil unidades indexadas. 

3) Suspensión de la base de datos respectiva. A tal efecto se faculta a la AGESIC a promover ante los 
órganos jurisdiccionales competentes, la suspensión de las bases de datos, hasta por un lapso de 
seis días hábiles, respecto de los cuales se comprobare que infringieren o transgredieren la presente 
ley. 

Los hechos constitutivos de la infracción serán documentados de acuerdo a las formalidades legales y 
la suspensión deberá decretarse dentro de los tres días siguientes a aquel en que la hubiere solicitado la 
AGESIC, la cual quedará habilitada a disponer por sí la suspensión si el Juez no se pronunciare dentro de 
dicho término. 

En este último caso, si el Juez denegare posteriormente la suspensión, ésta deberá levantarse de 
inmediato por la AGESIC. 

Los recursos que se interpongan contra la resolución judicial que hiciere lugar a la suspensión, no 
tendrán efecto suspensivo. 

Para hacer cumplir dicha resolución, la AGESIC podrá requerir el auxilio de la fuerza pública. 

La competencia de los Tribunales actuantes se determinará por las normas de la Ley Orgánica de la 
Judicatura, Nº 15.750, de 24 de junio de 1985, sus modificativas y concordantes. 

Artículo 36. Códigos de conducta.- Las asociaciones o entidades representativas de responsables o 
usuarios de bancos de datos de titularidad privada podrán elaborar códigos de conducta de práctica 
profesional, que establezcan normas para el tratamiento de datos personales que tiendan a asegurar y 
mejorar las condiciones de operación de los sistemas de información en función de los principios 
establecidos en la presente ley. 

Dichos códigos deberán ser inscriptos en el registro que al efecto lleve el organismo de control, quien 
podrá denegar la inscripción cuando considere que no se ajustan a las disposiciones legales y 
reglamentarias sobre la materia. 

CAPÍTULO VIII 

ACCIÓN DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES  

Artículo 37. Habeas data.- Toda persona tendrá derecho a entablar una acción judicial efectiva para 
tomar conocimiento de los datos referidos a su persona y de su finalidad y uso, que consten en bases de 
datos públicos o privados; y -en caso de error, falsedad, prohibición de tratamiento, discriminación o 
desactualización- a exigir su rectificación, inclusión, supresión o lo que entienda corresponder. 

Cuando se trate de datos personales cuyo registro esté amparado por una norma legal que consagre el 
secreto a su respecto, el Juez apreciará el levantamiento del mismo en atención a las circunstancias del 
caso. 

Artículo 38. Procedencia y competencia.- El titular de datos personales podrá entablar la acción de 
protección de datos personales o habeas data, contra todo responsable de una base de datos pública o 
privada, en los siguientes supuestos: 

A) Cuando quiera conocer sus datos personales que se encuentran registrados en una base de datos o 
similar y dicha información le haya sido denegada, o no le hubiese sido proporcionada por el 
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responsable de la base de datos, en las oportunidades y plazos previstos por la ley. 

B) Cuando haya solicitado al responsable de la base de datos o tratamiento su rectificación, 
actualización, eliminación, inclusión o supresión y éste no hubiese procedido a ello o dado razones 
suficientes por las que no corresponde lo solicitado, en el plazo previsto al efecto en la ley. 

Serán competentes para conocer en las acciones de protección de datos personales o habeas data: 

1) En la capital, los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo, cuando 
la acción se dirija contra una persona pública estatal, y los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
en lo Civil en los restantes casos. 

2) Los Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior a quienes se haya asignado competencia 
en dichas materias. 

Artículo 39. Legitimación.- La acción de habeas data podrá ser ejercida por el propio afectado titular de 
los datos o sus representantes, ya sean tutores o curadores y, en caso de personas fallecidas, por sus 
sucesores universales, en línea directa o colateral hasta el segundo grado, por sí o por medio de 
apoderado. 

En el caso de personas jurídicas, la acción deberá ser interpuesta por sus representantes legales o los 
apoderados designados a tales efectos. 

Artículo 40. Procedimiento.- Las acciones que se promuevan por violación a los derechos contemplados 
en la presente ley se regirán por las normas contenidas en los artículos que siguen al presente. Serán 
aplicables en lo pertinente los artículos 14 y 15 del Código General del Proceso. 

Artículo 41. Trámite de primera instancia.- Salvo que la acción fuera manifiestamente improcedente, en 
cuyo caso el tribunal la rechazará sin sustanciarla y dispondrá el archivo de las actuaciones, se convocará 
a las partes a una audiencia pública dentro del plazo de tres días de la fecha de la presentación de la 
demanda. 

En dicha audiencia se oirán las explicaciones del demandado, se recibirán las pruebas y se producirán 
los alegatos. El tribunal, que podrá rechazar las pruebas manifiestamente impertinentes o innecesarias, 
presidirá la audiencia so pena de nulidad, e interrogará a los testigos y a las partes, sin perjuicio de que 
aquéllos sean, a su vez, repreguntados por los abogados. Gozará de los más amplios poderes de policía 
y de dirección de la audiencia. 

En cualquier momento podrá ordenar diligencias para mejor proveer. 

La sentencia se dictará en la audiencia o a más tardar, dentro de las veinticuatro horas de su 
celebración. Sólo en casos excepcionales podrá prorrogarse la audiencia por hasta tres días. 

Las notificaciones podrán realizarse por intermedio de la autoridad policial. A los efectos del cómputo 
de los plazos de cumplimiento de lo ordenado por la sentencia, se dejará constancia de la hora en que se 
efectuó la notificación. 

Artículo 42. Medidas provisionales.- Si de la demanda o en cualquier otro momento del proceso 
resultare, a juicio del tribunal, la necesidad de su inmediata actuación, éste dispondrá, con carácter 
provisional, las medidas que correspondieren en amparo del derecho o libertad presuntamente violados. 

Artículo 43. Contenido de la sentencia.- La sentencia que haga lugar al habeas data deberá contener: 

A) La identificación concreta de la autoridad o el particular a quien se dirija y contra cuya acción, hecho 
u omisión se conceda el habeas data. 

B) La determinación precisa de lo que deba o no deba hacerse y el plazo por el cual dicha resolución 



regirá, si es que corresponde fijarlo. 

C) El plazo para el cumplimiento de lo dispuesto, que será fijado por el tribunal conforme las 
circunstancias de cada caso, y no será mayor de quince días corridos e ininterrumpidos, 
computados a partir de la notificación. 

Artículo 44. Recurso de apelación y segunda instancia.- En el proceso de habeas data sólo serán 
apelables la sentencia definitiva y la que rechaza la acción por ser manifiestamente improcedente. 

El recurso de apelación deberá interponerse en escrito fundado, dentro del plazo perentorio de tres 
días. El tribunal elevará sin más trámite los autos al superior cuando hubiere desestimado la acción por 
improcedencia manifiesta, y lo sustanciará con un traslado a la contraparte, por tres días perentorios, 
cuando la sentencia apelada fuese la definitiva. 

El tribunal de alzada resolverá en acuerdo, dentro de los cuatro días siguientes a la recepción de los 
autos. La interposición del recurso no suspenderá las medidas de amparo decretadas, las cuales serán 
cumplidas inmediatamente después de notificada la sentencia, sin necesidad de tener que esperar el 
transcurso del plazo para su impugnación. 

Artículo 45. Sumariedad. Otros aspectos.- En los procesos de habeas data no podrán deducirse 
cuestiones previas, reconvenciones ni incidentes. El tribunal, a petición de parte o de oficio, subsanará los 
vicios de procedimiento, asegurando, dentro de la naturaleza sumaria del proceso, la vigencia del 
principio de contradictorio. 

Cuando se planteare la inconstitucionalidad por vía de excepción o de oficio (artículos 509 numeral 2 y 
510 numeral 2 del Código General del Proceso) se procederá a la suspensión del procedimiento sólo 
después que el Magistrado actuante haya dispuesto la adopción de las medidas provisorias referidas en 
la presente ley o, en su caso, dejando constancia circunstanciada de las razones de considerarlas 
innecesarias. 

CAPÍTULO IX 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS  

Artículo 46. Adecuación de las bases de datos.- Las bases de datos deberán adecuarse a la presente 
ley dentro del plazo de un año de su entrada en vigor. 

Artículo 47. Traslado del órgano de control referente a datos comerciales.- Se establece el plazo de 
ciento veinte días corridos para que el actual órgano de control en materia de protección de datos 
comerciales, a cargo del Ministerio de Economía y Finanzas, realice el traslado de la información y 
documentación a la AGESIC. 

Artículo 48. Derogación.- Se deroga la Ley Nº 17.838, de 24 de setiembre de 2004. 

Artículo 49. Reglamentación.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley dentro de los 
ciento ochenta días de su promulgación. 

    Sala de Sesiones de la Asamblea General, en Montevideo, a 6 de agosto de 2008. 

RODOLFO NIN NOVOA, 
Presidente. 

Hugo Rodríguez Filippini, 
Secretario. 

Marti Dalgalarrondo Añón, 
Secretario. 

MINISTERIO DEL INTERIOR 
 MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
  MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
   MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
    MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
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     MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
      MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
       MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
        MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 
         MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
          MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE 
           MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 
            MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

Montevideo, 11 de agosto de 2008. 

De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 145 de la Constitución de la República, cúmplase, acúsese 
recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el Registro Nacional de Leyes y Decretos, la Ley por la 
que se establecen normas de protección de datos personales. 

TABARÉ VÁZQUEZ. 
DAISY TOURNÉ. 

GONZALO FERNÁNDEZ. 
DANILO ASTORI. 
JOSÉ BAYARDI. 
MARÍA SIMON. 
VÍCTOR ROSSI. 

DANIEL MARTÍNEZ. 
EDUARDO BONOMI. 

MARÍA JULIA MUÑOZ. 
ERNESTO AGAZZI. 

HÉCTOR LESCANO. 
CARLOS COLACCE. 
MARINA ARISMENDI. 
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 La Conferencia General de la 
UNESCO adoptó, el día 19 de octu-
bre de 2005, en París, la Declara-
ción Universal sobre Bioética y 
Derechos Humanos. Esta Declara-
ción propone la instauración interna-
cional de principios comunes respec-
to a las cuestiones éticas relaciona-
das con la medicina, las ciencias de 
la vida y las tecnologías aplicadas a 
los seres humanos, teniendo en 
cuenta sus dimensiones sociales, 
jurídicas y ambientales. Se trata del 
tercer texto normativo elaborado y 
adoptado por la UNESCO en materia 
de bioética. El primero fue la Decla-
ración Universal sobre el Genoma 
Humano y los Derechos Humanos, 
que la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas adoptó en 1998, coin-
cidiendo con el cincuentenario de la 
Declaración Universal de Derechos 
Humanos. El segundo, la Declara-
ción Internacional sobre los Datos 
Genéticos Humanos, se adoptó 
2003 para establecer los principios 
éticos que deben regir el uso de da-
tos genéticos obtenidos a partir de 
muestras biológicas de origen huma-
no. 
 Los objetivos de esta tercera De-
claración, según en ella misma se 
señala, son: a) proporcionar un marco 
universal de principios y procedimien-
tos que sirvan de guía a los Estados 
en la formulación de legislaciones, 
políticas u otros instrumentos en el 
ámbito de la bioética; b) orientar la 
acción de individuos, grupos, comuni-
dades, instituciones y empresas, pú-
blicas y privadas; c) promover el res-
peto de la dignidad humana y prote-
ger los derechos humanos, velando 
por el respeto de la vida de los seres 
humanos y las libertades fundamen-
tales, de conformidad con el derecho 
internacional relativo a los derechos 
humanos; d) reconocer la importancia 
de la libertad de investigación científi-
ca y las repercusiones beneficiosas 

del desarrollo científico y tecnológico, 
destacando al mismo tiempo la nece-
sidad de que esa investigación y los 
consiguientes adelantos se realicen 
en el marco de los principios éticos 
enunciados en esta Declaración y 
respeten la dignidad humana, los 
derechos humanos y las libertades 
fundamentales; e) fomentar un diálo-
go multidisciplinario y pluralista sobre 
las cuestiones de bioética entre todas 
las partes interesadas y dentro de la 
sociedad en su conjunto; f) promover 
un acceso equitativo a los adelantos 
de la medicina, la ciencia y la tecno-
logía, así como la más amplia circula-
ción posible y un rápido aprovecha-
miento compartido de los conoci-
mientos relativos a esos adelantos y 
de sus correspondientes beneficios, 
prestando una especial atención a las 
necesidades de los países en desa-
rrollo; g) salvaguardar y promover los 
intereses de las generaciones pre-
sentes y venideras; h) destacar la 
importancia de la biodiversidad y su 
conservación como preocupación 
común de la especie humana. 
 La Declaración trata de propiciar 
nuevos enfoques de la responsabili-
dad social para garantizar que el pro-
greso de la ciencia y la tecnología 
contribuyan a la justicia y la equidad 
y sirvan el interés de la humanidad. 
Así, la Declaración insiste en la nece-
sidad de que los Estados cooperen 
en difundir la información científica y 
en estimular la libre circulación y el 
aprovechamiento compartido de los 
conocimientos científicos y tecnológi-
cos. De igual modo, insta a fomentar 
la solidaridad, especialmente con los 
países en desarrollo de manera que 
estos puedan disponer de la capaci-
dad necesaria para participar en la 
creación y el intercambio de conoci-
mientos científicos y de las corres-
pondientes competencias técnicas, 
así como en el aprovechamiento 
compartido de sus beneficios. 

 La Declaración contempla aspec-
tos bioéticos relacionados con la jus-
ticia, el respeto a la dignidad humana 
y a los derechos humanos. Se inserta 
en una postura de respeto a la plura-
lidad y, a la vez, propugna que la 
comunidad internacional “establezca 
principios universales que sirvan de 
fundamento para una respuesta de la 
humanidad a los dilemas y controver-
sias cada vez numerosos que la cien-
cia y la tecnología plantean a la es-
pecie humana y al medio ambiente”. 
Considera función de los Estados 
promover un debate público pluralista 
e informado, en el que se expresen 
todas las opiniones pertinentes me-
diante el diálogo permanente entre 
personas y profesionales interesados 
y la sociedad en su conjunto, así co-
mo alentar la creación de comités de 
ética independientes, pluridisciplina-
rios y pluralistas. Los Estados deberí-
an, consecuentemente, adoptar todas 
las disposiciones –legislativas, admi-
nistrativas o de otra índole– adecua-
das para poner en práctica la Decla-
ración y dichas medidas deberían ser 
secundadas por otras en los terrenos 
de la educación, la formación y la 
información pública. 
 La Declaración Universal sobre 
Bioética y Derechos Humanos pre-
tende contribuir a universalizar un 
marco ético ante a una ciencia que 
cada vez tiene menos fronteras. En 
buena medida, su contenido es se-
mejante al del Convenio de Oviedo  
–auspiciado por el Consejo de Euro-
pa como un instrumento internacional 
de alcance regional europeo, aunque 
abierto a los demás países–. Aunque 
la Declaración tiene un alcance más 
amplio, un Convenio es jurídicamente 
vinculante para las partes que lo sus-
criben y una Declaración no, aunque 
pueda ser muy influyente por la vali-
dez material de sus contenidos y el 
grado de acuerdo existente sobre los 
mismos. En este sentido, es intere-

E d i t o r i a l  
La Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos adoptada por la UNESCO 
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sante señalar que el primer principio 
promulgado por ambos instrumentos 
es el respeto a la dignidad humana y 
a los derechos humanos: “Los inter-
eses y el bienestar de la persona de-
berían tener prioridad con respecto al 
interés exclusivo de la ciencia o la 

sociedad”. 
 La UNESCO se propone dar al 
texto la máxima eficacia a través del 
apoyo de otros programas ya  
establecidos como el Observatorio 
Mundial de Ética, la creación de un 
conjunto de bases de datos, un  

programa de ayuda para los comités 
de bioética –en el cual se publican 
guías prácticas– y promoviendo el 
interés y apoyo de los Estados miem-
bros. 
 Para más información, consúltese 
el texto de la Declaración. 

E d i t o r i a l  
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